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INTRODUCCION 

La realización del presente trabajo trae consigo la 

finalidad de dar una valoración e interpretación al Articulo 

174 de la Ley de Amparo vigente, esto en concordancia con la 

meter la del Derecho Laboral. 

Asimismo, nuestra inquietud e interés por estudiar una 

de nuestras máximas instituciones jurídicas como lo es 11 el 

Juicio de Amparo", que en M~xico tiene sobre todas las demás 

ramas una mayor jerarquía, así como un mayor alcance jurídi­

co que lo reviste de Supremacía Constitucional. Esto en base 

a los preceptos de Derecho que contrarian los pensamientos y 

conocimientos adquiridos en mi vida de estudiante. 

Por otra parte, al estudiar los principios fundamenta­

les que constituyen nuestra máxima institución y la relación 

que con la materia laboral tiene, vislumbramos una de las 

interrogantes de suma importancia, que tanto la ley como la 

jurisprudencia es obscura, por tal motivo y dada la necesi­

dad que en Derecho pueda resultar, propongo en mis conclusi2 

nes finales, una modificación o ampliación a la reglamenta­

ción jurídica que jamás ha sido estudiada a fondo por los 

doctrinarios del derecho, amparistas y laboralistas, que va­

gamente ven, y con cierta razón, apegada a Derecho la parci~ 

lidad hacia una de las partes sociales en cuestiones de con­

flictos, que en este caso lo es el patrón quejoso. Pero re­

cordemos que el Derecho es parejo para todos, y por tal mot~ 

vo no deben ser violados los derechos o garantías de nadie, 



aun en tratándose de las clases poseedoras del capital. 

También cierto lo es, que el Derecho debería velar por los 

intereses de las clases desprotegidas o comunmente hablando 

"débiles11
1 ya que el espíritu del legislagor de 1917, lleva 

impregnado ese ideal: pero también debemos velar por el rég~ 

men del Derecho positivo que impreso lleva el principio de 

la equidad. 

También debo hacer notar que no estoy en contra de los 

intereses sociales tutelados en nuestra Carta Magna, especí­

ficamente en el Artículo 123, sino más que nada dar las 

opiniones e inquietudes que en mi vida de estudiante se han 

formado, y que hoy a través de la realización y título del 

presente trabajo las doy a conocer, tal vez para bien, tal 

vez para mal de quienes con éstas ideas sus intereses puedan 

verse involucrados, 

La interrelación e inspiración a dos materias del Dere 

cho que en el presente compagino, es precisamente en honor 

al titulo propuesto, ya que sin ello y dada la necesidad, no 

sería posible tal realización: teniendo la plena satisfac­

ción de haber aportado parte de mí conforme a la teoría y 

armonía del Derecho, una fase mínima para esclarecer aquélla 

duda que parece existir. 

Por último quiero subrayar que, como todo pensamiento 

o trabajo de realización humana, éste puede verse infringido 

en errores o adolecencias personales, mas yo estoy conciente 

de ello y espero se me juzgue con indulgencia. 
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CAPITULO PRIMERO 

BREVE ANALISIS DE LOS ANTECEDENTES OEL AMPARO 

En el presente trabajo de investigaci6n, no se pretende 

hacer un análisis exhaustivo y complejo de los antecedentes 

hist6rico-juridicos del juicio de amparo, sino entender de 

tma manera clara y precisa las causas que lo originaron. Tam­

poco ~on ello se pretende significar un modelo o fuente de 

creaci6n expontánea que le haya dado vida, sino simple pre­

existencia cronológica de realización histórico trascendental. 

Se analizarán las relaciones de causalidad en los prin­

cipales paises que tuvieron indispensables acontecimientos 

y•que vinieron a cristalizar lo que hoy es una de nuestras 

máximas instituciones jurídicas en México. 

Respecto a los antecedentes histórico-juridicos del am­

paro en México, varios autores afirman que es una insti tuci6n 

netamente mexicana, con ámbito de validez a nivel nacional, 

que no tiene raíces extranjeras, sino simple similitud con 

instituciones jurídicas del plano internacional. 
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l. l. Desarrollo Hist6rico Extranjero: 

Con la finalidad de tener una visión amplia y precisa 

respecto a este punto, se analizarán únicamente los estudios 

realizados en aquéllos paises en los que podamos encontrar 

antecedentes de nuestra materia a estudio 1 teniendo entre otros 

a los siguientes: 

A.- Roma 

En Roma, el hombre para vislumbrar su estado de libertad 

como ser político por naturaleza, tenia que dejar la rudimenta­

ria vida siempre atada a los poderes del propio hombre, figura 

tal como la del 11pater-familias11
1 en la que no se podía disponer 

de la propia libertad y vida misma -hijos y esclavos-. 

Por lo anterior, y de acuerdo a la necesidad, el ciudadano 

romano trata de dar auge a una instituci6n jurídica, lo que hoy 

en día es la garantía de libertad e igualdad, figuras de gran i~ 

portancie, reguladas y tuteladas por el Juicio de Amparo de tra~ 

cendencia universal, y de los cuales nos estamos refiriendo a: 

a).- La Intercessio Tribunicia, y 

b} .- De Homine Libero Exhibiendo. 

La primera de ellas, o sea, la intercessio tribunicia 

crea una implantación política para tutelar exclusivamente 

a una clase social 1 la cual consistía en que 11 
••• los tribunos 

desplegaban sus facultades vetatorias, no teniendo la finalidad 

de anular o invalidar el acto de la decisión atacada, sino 

simplemente impedir o paralizar sus efectos o su ejecución ••• , 

sin proteger un ordenamiento superior, sino a una clase social 

(la plebeya}" (1), 

(1) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. "El Juicio de Amparo", 12a. 
edición. Edit. Porrúa, S.A. México, 1977. pp. 44-46. 
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La acción de los tribunos la podemos equiparar con la 

suspensi6n provisional actual del acto reclamado que es la que 

paraliza la ejecución mientras tanto sea dado a conocer el 

fallo definitivo del Juicio de Amparo. 

Con lo que respecta a la segunda figura romana, es decir 

el de homine libero exhibiendo, se dice que es análoga a la 

anterior, a diferencia que ésta no tiene como causa final la 

protección de los derechos del hombre a que es sujeto en las 

violaciones por parte de las autoridades del Estado, tampoco 

se refiere nl procedimiento para salvaguardar la libertad hum~ 

na frente a las autoridades del propio Estado 1 sino como una 

mera acción civil, evitar que un particular, sin sanción algu­

na restrinja o dañe a otra de su libertad¡ considerándose a 

esta institución como una mera protección jurldica entre part!_ 

culares {relación de coordinaci6n), no presentandose por ende 

la figura de supra a subordinación que es la que nuestro 

juicio constitucional prevee, actuando el Estado con faculta­

des de imperio; razón por la cual, ni en esta figura ni en la 

anterior podemos encontrar orígenes en lo estructural del 

juicio de Amparo. 

Al respecto, el profesor José R. Padilla dice que "el 

horno libero exhibiendo era un interdicto que servía para recu­

perar la libertad perdida la cual se solicitaba ante el Pretor 

y procedía contra actos de particulares, nunca de auto 

ridades" (2). 

La exposición de ideas de éste autor nos permite deducir 

con toda certeza que, el interdicto romano de homine libero 

exhibiendo tenía acciones meramente civiles 1 por lo que no es 

dable considerarlo como un antecedente directo del juicio Con~ 

(2} PADILLA, José R. "Sinópsis de Amparo 11
• 3a.edicián. Edit. 

Cárdenas, S.A., México, 1986. p. 46~ 



ti tucional, ya que su finalidad no era la de defender un régi­

men constitucional, sino exclusivamente particular¡ en cambio, 

nuestro Juicio de Amparo es un sistema de defensa constitucio­

nal para todo gobernado y frente a todas las autoridades del 

Estado. 

Mas sin embargo, contrario a nuestro orden de ideas, 

existen algunos autores, entre ellos Alejandro Rios Espinoza, 

que cree hayar antecedentes remotos de nuestro Juicio de Ampa­

ro en esta legislación romana, al señalar que 11 
••• la Interces­

sio Romana pudiera considerarse como un remoto antecedente del 

amparo 11 (3). Mas no es de considerarse asi, por las ideas ante 

riormente dadas, marcando solamente una pauta a nuestra mate­

ria, ya que nuestros antecesores tiempo después vinieron a pe~ 

feccionar y a darle vida como tal. 

B.- España 

España, a través de su desenvolvimiento social, económi­

co y político, vivió intensos periodos de acomodamiento y adae 

tación que dieron auge a una institución jurídica evolucionada 

la cual conserva, y que entre otros tenemos a: 

a).- El Justicia Mayor¡ 

b).- El Fuero Juzgo¡ 

e).- El Fuero Real de España; 

d).- El Privilegio General¡ 

e).- El Juicio de Residencia¡ y 

f).- Los Procesos Forales. 

Los verdaderos antecedentes que influyeron en la ere~ 

ci6n de nuestras garantías constitucionales plasmadas por vez 

primera en la Constitución de 1857, lo fueron los extraidos 

(3) RIOS ESPI?~OZA, Alejandro. "Amparo y Casaciónº. Edit. Nva. 
Xóchitl, S.A., México, 1960. P• 19. 
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de España durante la conquista a México, debido a la implant~ 

ci6n de su cultura por más de tres siglos. 

Ahora bién, todas las figuras jurídicas españolas que 

de una u otra forma crearon para el juicio de ampare mexicano 

un precedente histórico, son procesos que sin duda alguna 

están reflejados en la Constitución de Cádiz de 1812 y que 

inclusive podría pensarse influyeron también sobre el Derecho 

anglosaj6n, verdadero origen del Amparo que en su oportunidad 

será estudiado. 

Analizando por separado cada una de éstas figuras jurí­

dicas españolas, tenemos que: 

El Justicia Mayor, es el nombre que se le dá a aquel 

funcionario judicial del siglo XII de nuestra era, tanto en 

Cestilla como en Aragón, que tenia por actividad principal la 

de vigilar el cumplimiento de las disposiciones forales, así 

como denunciar cualquier contravenci6n a éstos actos que eran 

encomendados por el Rey, que fueran en detrimento de su per-

sona. 

Como un verdadero órgano de control del derecho foral, 

el Justicia Mayor constituye un antecedente a los sistemas de 

control que en el transcurso del tiempo se ha implantado en 

la historia a la institución del Derecho Español, dando cier­

ta similitud a nuestro actual ordenamiento jurídico de amparo 

en la inteligencia de que el Justicia Mayor vela por el 

cumplimiento de las disposiciones forales, en cambio nuestro 

juicio de garantías, tiene una visión mucho más amplia que la 

diferencia de aquél, ya que vigila por el respeto de nuestra 

carta Magna, 

El Fuero Juzgo por su parte, comprend1a múltiples disp~ 

siciones juridicas en Derecho Público y Privado del régimen 

español, asimismo regulaba los juicios y causas tanto en Dere 
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cho Penal como en el Derecho Militar; marcó el orden legisla­

tivo Federal que antecede a ese pais en relación al Derecho 

Civil y Derecho Penal, comprendiendo también al Derecho 

Procesal en su doble aspecto: penal y civil. 

En cuanto al Privilegio General, tiene una finalidad de 

establecer prerrogativas a los súbditos o gobernados, frente 

a la autoridad del rey o frente a sus órganos delegados. 

Conteniendo de esta manera el Privilegio General, garant!as 

de seguridad jurídica en favor de la libertad de los súbditos 

haciéndose respetar a través de los llamados procesos forales 

que en el mismo privilegio se instituían, principalmente en 

la ciudad de Aragón durante los siglos XI y XIV de nuestra 

década. 

Los procesos forales, dentro del Privilegio General, se 

comprenden de los siguientes: 

1.- De Juris Firma, el cual residía en una orden decre­

tada por la audiencia de Aragón 1 prohibiendo molestar a cual­

quier persona en sus bienes y derechos, según sea la petición 

hecha ante esta autoridad. 

2.- De Aprensión, el cual consistía en el secuestro de 

bienes muebles E: inmuebles, hasta en tanto no se resolviese 

quien era el verdadero poseedor. 

3.- De Inventario, el cual servia para el secuestro de 

bienes muebles únicamente, en cuestiones de conflictos. 

4.- De Manifestación de Personas, el cual radicaba en 

un proceso protector de todos los gobernados frente a todo 

tipo de arbitrariedades competentes o incompetentes. 

Como se puede ver, en el Privilegio General, a través 

de los procesos forales, se crean medios efectivos de control 

para proteger los derechos del gobernado en él consignados, 
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principalmente en los procesos de juris-firma y de manifesta­

ci6n de personas, llegando a considerar que éstos dos proce­

sos forales sí constituyen un verdadero antecedente de nues­

tro Juicio de Amparo en México, reafirmando así nuestras ano­

taciones el profesor Ignacio Burgoa, al decir que " ••• estos 

dos procesos implican un antecedente histórico del Juicio de 

Amparo, ya que su analogía es notoria, cuando menos por lo 

que atai'\e a sus características extrínsecas y objetivas: ser 

un medio de control de los derechos públicos individuales 

frente a los actos de las autoridades" (4). 

El Juicio de Residencia, es otra instituci6n española 

de suma importancia. García Valdeavellano, realiza un impor­

tante trabajo in ti tu lado "Las Partidas y los Or!genes Medievi; 

les del Juicio de Residencia". Para ser breves• este autor, 

encuentra la esencia por primera vez de este juicio en la 

Corona de Castilla de la segunda mitad del siglo XIII, en la 

tercer partida que se ocupa de la justicia y del procedimien­

to judicial interno, equiparándolo a un verdadero juicio 1 con 

la única diferencia que se ejercía por mandatos de rey, el 

cual posteriormente trascendi6 en el ordenamiento de Alcalá 

de Henares. 

Finalmente 1 los procesos forales de Arag6n, son verdad~ 

ros ordenamientos jurídicos de tipo procedimental que vienen 

a proteger la integridad del gobernado 1 en cuanto a la vida, 

persona, derechos y bienes que lo integran. Respecto de éstos 

procesos, el profesor Humberto Briseño Sierra (5), quien a su 

v.ez hace mención a los maestros Vallarta y Rodolfo Reyes, 

dice que 11 
••• éstos procesos eran llevados ante un grande Tri-

(4) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit. p. 59. 
(5) BRISEÑO SIERRA. Humberto. "Teoría y Técnica del Amparo". 

Vol.I. Edit. Cajica, S.A., México, 1976. pp. 218-220. 
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bunal de Amparo que lo integraban los lugartenientes de justi­

cia llamados' insaculados' , porque eran sorteados por los dipu­

dos del reino, despachando sus amparos en defensa contra actos 

del Rey, de las leyes y de los Regnícolas". 

"La limitación de las funciones reales encontró en Espa­

ña su consagración definitiva en la Constitución de Cádiz de 

1812, que contiene ya declaraciones terminantes que involu­

cran sendas garantías individuales tales como las relativas a 

la de audiencia, a la de inviolabilidad del domicilio, a la 

de protección a la propiedad privada, a la libertad de la emi­

sión del pensamiento, proscribiendo en cambio la religiosa, 

al disponerse en su articulo 12 que la religión oficial de 

Espaffa será la católica, apostólica y romana, y que el ejerci­

cio de cualquier otra debería prohibirse por las leyes" ( 6). 

Las instituciones aragonesas y de castilla, en virtud 

de la conquista dejaron huella y pronto influyeron en el ánimo 

del constituyente de 1857 para la creación de un régimen cons­

titucional totalmente nuevo, aunque cabe destacar la influen­

cia que ejercieron otras instituciones extranjeras en la for­

mación de nuestras garantías constitucionales, principalmente 

del Juicio de Amparo como una institución jurídica que hoy 

conocemos. 

C.- Inglaterra 

No podemos negar que los antecedentes anglosajones infl~ 

yeron en gran parte en el pensamiento político del Poder Cons­

tituyente de 1857 en cuanto al Juicio de Amparo a nuestra Cons 

tituci6n Federal vigente. 

(6) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. ci t, p. 61. 
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Inglaterra, es el primer país en el cual se crea una Cons 

tituci6n en defensa de los derechos fundamentales del ciudadano 

inglés, realizados por verdaderos tribunales del Derecho. Funda 

mentándose en la costumbre y en la idiosincracia popular, de la 

cual surge expontáneamente un cuerpo legal que da vida a todo 

un conjunto de igualdades sociales a consecuencia de las 

penosas luchas realizadas para poder alcanzar tal fin. 

Los derechos individuales de Inglaterra, se formaron a 

través de las constantes luchas sostenidas por el mismo pueblo, 

llegando a formar ºLa Curia Regis o Corte del Reyº, respetando 

costumbres y tradiciones jurídicas, que vienen a dar como 

resultado la formación de una nueva figura "el Common Law11 con 

el mismo carácter conauetudo en defensa de la propiedad, 

integridad y libertad del gobernado inglés. 

Considerándose por ende al Common Law con una supremacía 

consuetudinaria superior, cuyo conjunto legal tutelaba a través 

del Derecho no escrito, el respeto patrimonial y personal, el 

derecho de audiencia y de legalidad, figuras tales reglame'! 

Utdas a semejanza hoy en día en nuestra Carta Magna en sus 

preceptos 14 y 16 respectivamente. 

Por otra parte, como todo principio de Derecho, el Common 

Law en sus orígenes no fue respetado por las diferentes autori­

dades existentes en ese país, cometiéndose una serie de arbi tri; 

riedades que condujeron a que los barones ingleses en el siglo 

XIII, hicieran una petici6n al Rey Juan Sin Tierra, la cual col! 

sistía en firmar la famosa Charta Magna Inglesa de 1214, const~ 

twyéndose como un verdadero documento poli tico en todos los 

derechos del ciudadano inglés, la cual posteriormente vendría a 

reflejar a toda una institución jurídica de varios países, 

principalmente de 1 continente Americano. 

Al respecto, el Doctor Ignacio Burgoa señala que "· •. el 

precepto más importante de la Charta Magna Inglesa es el tnarca-
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do con el número 46, que constituye un antecedente evidente de 

nuestros articules 14 y 16 consti tucionalcs ••• 11 
( 7). 

Ahora bién, deduciendo nuestros razonamientos anterior­

mente hechos y de acuerdo a lo afirmado en los antecedent!:s 

aragoneses, en los cuales se recalcó un verdadero antecedente 

para nuestra máxima institución de amparo, nos resta decir 

que los antecedentes ingleses de una u otra manera si consti t~ 

yeron también ideas y aportaciones de suma importancia a nues­

tro Juicio Constitucional Mexicano, de una manera no directa 

como la institución española, sino a través de intermediaris­

mos netamente espailioles y que en México llegaron a conformarse 

en su totalidad. 

Algunos autores, entre ellos el profesor Fix Zamudio, se 

flala que 11 
••• esta influencia no fué directa, sino a través de 

la obra de A .. de Tocqueville {11 La Democracia en Am~rica11 ), que 

tuvo gran divulgación entre nuestros tratadistas más destaca­

dos ••• " (8}. Como posteriormente se verá, éste autor influyó 

en gran parte en el voto particular de Don José Fernando Ramí­

rez en 1840, así como en la obra del insigne jurista Don Ma­

nuel Cresceneio Rejón y su Constitución Yucateca de 1840. 

Se concluye esta afirmación en el decir de Felipe Tena 

Ramirez " ••• al igual que en el pensamiento de Ramírez, influy! 

ron en el de Rejón las ideas de Tocqueville y la aversión alp2, 

ser conservador, pero en la obra del político yucateco fué do!! 

de encontraron aquellas su formulación jurídica, merced a la 

cual iba a ingresar poco tiempo después en nuestro derecho pú-

(7) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op, el t. p. 64, 
(8} FIX ZAMUDIO, Héctor. "Panorama del Derecho Mexicano; Sín­

tesis del Juicio de Amparo". Edit. U.N.A,M., México, 1965 
pp. 9-10, 
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blico federal" (9). · 

D.-. Estados Unidos 

El orden jurídico norteamericano, no cabe duda que se vió 

influenciado por el Derecho inglés en gran parte de su normati­

vidad. 

La influencia anglosajona del vecino país a nuestro Jui­

cio Constitucional es de relevante importancia en su nacimiento 

y formación, principalmente por una de sus figuras jurídicas, y 

nos estamos refiriendo al 11Writ of Habeas Corpusº, con el 

mismo carácter consuetudinario, retomado de las ideas inglesas. 

El Wri t of Habeas Corpus como insti tuci6n jur Idica anglo­

sajona, tiene la característica única de ser consuetudinario, 

el cual se eleva a la categoría de ley en el año de 1679, cuyo 

objeto era el de proteger la libertad personal contra toda 

detención y prisión arbitraria, independiertemente del grado de 

autoridad que ejecutaran u ordenaran éstos actos, las cuales se 

sometían a un examen para calificar el grado de culpabilidad y 

legalidad de las causas a ejecutar. 

Implicando por tanto esta insti tuci6n jurídica en comento 

un derecho garantizado para todos los gobernados en su garantía 

de libertad, mediante un procedimiento para hacerlas efectivas, 

llegando a la conclusión de su comprobaci6n plena. 

En esta figura anglosajona también encontramos un prece­

dente de lo que es, en lo procedimental nuestra institución de 

Amparo, en virtud de que los dos son medios jurídicos eficaces 

en pro de la libertad personal 1 y que de alguna manera nuestros 

(9) TENA RAMIREZ, Felipe. 11El Amparo Mexicano y los Derechos 
Humanosº. Sesquicentenario de la S .C.J .N. Edi t. Francisco 
Barrutieta, S.de R.L., México, 1975. pp. 23-24. 



13 

legisladores consideraron y se reflejaron en aquella para 

formar la realidad stJcial que hoy conforma nuestra vida insti­

tucional del Derecho. 

Cr;mpaginandQ nuestro orden de ideas, el prr,fesrJr Ignacio 

L. Vallarta dice l<J siguiente: "La Corte Federal de los Esta­

dos Unidos lo ha considerado como un auto privilegiado cr;noci­

do en el derecho común para obtener la liberación de quien pu= 

de estar detenido sin causa suficiente, interprJniéndose para 

ser revisado o para examinar la legalidad de la orden de 

prisi6n, llegando asi a la conclusión de que es un auto de 

derechos y no de procedimientos¡ con el objeto de determinar 

si un prisionero puede ser legalmente detenido y proteger 

injustos avances contra la libertad personal" (10). 

E.- Francia 

En nuestro estudio, y como antecedentes externos de nue_! 

tro juicio de garantias, encontramos los verdaderos anteceden­

tes remotos -españoles-, los inmediatos -anglosajones-; ahora, 

nos corresponde analizar el papel importante que juega Francia 

a travl!s de su historia y el recurso de casación, que de una 

manera directa e indirecta influye también en la conformación 

histórico-nacional de nuestra máxima insti tuci6n de amparo. 

Ante el despotismo y la autocracia, " ••• surgen en Fran­

cia importantisimas corrientes poltticas en el sigla XVIII, 

las cuales pretendían proponer medidas y reformas para acabar 

con el rhgimen absolutista, pugnando por el establecimiento de 

sistemas o formas de gobierno mA.s pertinentes y adecuadas para 

(10) VALLARTA L. Ignacio. "La Constitución de los Estados 
Unidos de América". Edit. G. Kraft, S.A., Buenos Aires, 
1976. p. 306, 
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conjurar el mal público. Así aparecen en el pensamiento polit! 

co los íisi6cratas, quienes abogaban por un marco abstencioni~ 

mo del Estado en lo concerniente a las relaciones sociales, 

las cuales deberían establecerse y desarrollarse libremente, 

sin la injerencia oficial, obedeciendo al ejercicio de los 

derechos naturales del gobernado ••• " ( 11). 

Sigue diciendo este autor que "•,.el pensador que sin 

duda alguna ejerci6 mayor influencia en las tesis jurídico-p~ 

liticaa llevadas a la práctica por la Revolución Francesa, fue 

Rousseau con su famosa teoría del Contrato Social, que ya 

antes había sido formulada por varios teóricos (fisi6cratas) 0 • 

Tras cruentos sucesos, se destruye en Francia el régimen 

absolutista, dando lugar a uno nuevo, democrático, liberal, 

individualista y republicano, en donde se proclama por primera 

vez en ese pais ºla Declaración de los Derechos del Hombre y 

del Ciudadano" en 1789, aunado con ello el Jurado Constitucio­

nal y Organo de Control ideado por Emmanuel Sieyes. 

11 ••• la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciu­

dadano trae como consecuencia la creación del Senado Conserva­

dor Francl!:s en el que se inspiró Santana para crear el Supremo 

Poder Conservador de 1836, en Méx ico11 
( 12) • 

Cabe hacer mención que en vista de la declaración france 

sa de 1789 a que se ha hecho alusión, protectora de los dere­

chos del hombre y del ciudadano como ahí se establecía, no fue 

un documento de carácter Constl tucional, sino hasta el afio de 

1971 es cuando el Estado se organiza y forma su propia Consti­

tuci6n por órgano político, cambiándola hasta 1946 por una de 

(11) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit. p. 59. 
(12) V. CASTRO, Juventino. "Lecciones de Garantias y Amparo". 

Edit. Porrúa, S.A., México, 1974. p. 294. 
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carácter jurisdiccional 1 que también viene a darnos un antece­

dente inmediato al juicio constitucional actual, esto debido a 

la estrecha vinculación que tuvo nuestro país con aquél duran­

te el Imperio de Maximiliano. 

También se dice que en Francia existe un control de leg~ 

lidad sobre los actos administrativos públicos, que es ejerci­

tado mediante un recurso denominado 11 de exceso de poder", el 

cual se ejercita mediante un órgano público llamado "Consejo 

de Estado". Dice Duverger que " ••• es el medio más eficaz pue~ 

to a disposición de los ciudadanos para oponerse a la arbitra­

riedad de la administración pública" (13). Este recurso fran­

cés tiene estrecha relación con nuestro juicio de Amparo Admi­

nistrativo, primero porque ambos son medios de control de leg~ 

lidad; segundo, porque tienen efectos erga omnes, es decir, 

contra todos; y tercero, porque en ambos prevalece el princi­

pio de la relatividad, esto es, las sentencias que se dictan 

tienen su eficacia vinculada al caso concreto de la acci6n 

intentada. 

No quisieramos dejar por desapercibida la menci6n de que 

existe en Francia un importante recurso llamado 11 de casación", 

que se equipara en todo lo elemental a lo que es nuestro jui­

cio constitucional directo o uni-instancial, en cuanto a que 

los dos atacan la ilegalidad de las sentencias definitivas, 

aunque debe aclararse que en Francia únicamente se da en tra­

tándose de sentencias civiles o penales, mas sin en cambio en 

México, el amparo directo se interpone en sentencias defini U­

vas de todo el orden jurídico. 

Finalmente, se dice que en Francia existen tres tipos de 

(13) DUVERGER, Maurice. "lnstl tutions Poli tiques et Droi t 
Constl tutionnel". Colección 11Therlis 11

, Droi t Public. 
Paris, 1968. p. 275. 
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Control .Consti tucion.aL 8 saber:. 

-_l.'.'"' El. Senado Conservador, inspirado en las ideas de 

Emmanuel. Sieyes; 

2.- El Consejo de Estado, como medio de disposición de 

los ciudadanos para oponerse a las arbitrariedades de la admi­

~· nistraci6n pública; y 

3.- La Corte de Casación, como institución jurídica cuya 

finalidad era la de anular los fallos definitivos de los 

juicios civiles y penales por errores de fondo y de forma en 

el procedimiento ordinario. 

Fix Zamudio dice que 11 la Corte de Casación está estruct~ 

rada como un organismo que ejerce el control supremo de la 

legalidad de todos los tribunales, no realizando funciones de 

control constitucional, ••• ya que existe una tradición contra­

ria al sistema americano de revisión judicial de la consti tu­

cionalidad de las leyes" (14). 

De todos nuestros antecedentes extranjeros tratados, co!! 

cluimos que, el juicio de Amparo en México encuentra sus oríg! 

nes más certeros en las instituciones españolas 1 especificame~ 

te en las aragonesas, asimismo su inmediatés en las insti tucie 

nes jurídicas anglosajonas y de Francia misma¡ dando un firme 

orden de ideas a nuestros consti tuyentes 1 que como posterior­

mente se verá fueron inspirados en la creación de esta materia 

en ordenamientos juridicos extranjeros ya dados, 

(14) FIX ZAMUDIO, Héctor. "Tribunales Constitucionales y Dere 
chas Humanos11

• Edi t. Porrúa, S.A. 1 México, 1976. p. 337 
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l. 2. Regulaci6n Histórica del Amparo en México: 

En el precedente de nuestra realidad al Juicio de Amparo 

en México exclusivamente, dadas las aportaciones extranje-ras, 

nos corresponde referirnos únicamente al reconocimiento formal 

nacional que di6 origen al nacimiento de una verdadera institu 

ción jurídica creada en nuestro país. 

En el transcurso nos referiremos a cada una de las épo­

cas que vieron nacer nuestra máxima institución, contribuyendo 

a la realización de un estado de Derecho, desde un punto de 

vista politice, jurídico, económico y social. 

l. 2. l. En la Epoca Prehispánica 

En cuanto a antecedente, no es dable sostener que en 

México, antes de la llegada de los españoles existiera régimen 

alguno de amparo, ya que ni siquiera existía institución de de 

recho alguna, mucho menos de derecho escrito que la conformara 

como tal¡ prevalecían clases primitivas y rudimentarias, cuya 

máxima autoridad la tenia el rey o emperador, con reglas co~ 

suetudinarias que no podían ir más allá de simples costumbres, 

que se transmitían de generación en generación. 

Dice al respecto el Doctor Ignacio Burgoa que " ••• resul­

ta aventurado tratar de descubrir en el régimen social mexica­

no prehispánico un antecedente de nuestra institución ••• , ya 

que la justicia no se administraba conforme a normas legales o 

consuetudinarias pre-establecidas, sino según el criterio del 

funcionario respectivo •.• " (15). 

l. 2. 2. En el Régimen Colonial 

(15) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit. p. 94. 

,• 
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Varios autores, entre ellos Andrés Lira González y Alfo'2 

so Noriega, afirman que los antecedentes del Amparo se inician 

precisamente en ésta época, por las diversas peticiones que se 

hacen al rey por actos de particulares o de autoridades infe­

riores, lesivos a los intereses de los súbditos que pedían pr~ 

tecci6n y amparo ante su majestad; como se vé, se emplea por 

primera vez el término "amparar". como mera casualidad sin que 

tenga un contenido jurídico constitucional. Sin compartir tal 

idea, ya que únicamente se trataban de simples pedimentos o sQ 

plicas que podían llegar a realizarse como n6, tampoco tenían 

un procedimiento especial de formalidad que lo constituyera 

como un procedimiento formal, 

Finalmente, el profesor Andrés Lira afirma que "durante 

la primera mitad del siglo XVI encontramos referencias al amp! 

ro, sin que esos documentos lleguen a darse en una forma defi­

nitiva ••• 11 (16). No obstante lo anterior, sigue diciendo este 

mismo autor que 11ya bien entrada la segunda mitad del siglo 

XVI aparecen ordenes o mandamientos de amparo, donde se dan 

los razgos típicos del amparo colonial de una manera reiterada 

de tal suerte que llegan a caracterizar esa instituci6n11 (17). 

Lira González a través de su estudio realizado, encuen­

tra ciertos elementos con una semejanza que pudieran comparar­

se a la institución del Amparo actual, de los cuales podemos 

citar a los siguientes: 

a).- Una autoridad protectora (rey, virrey o alcaldes); 

b) .- Una autoridad agravian.te (una de menor· jerarquía); 

e).- Una petici6n, súplica o demanda de amparo ante una 

autoridad superior a la agraviante; 

(16) LIRA GONZALEZ, Andrés. "El Amparo Colonial y el Juicio 
de Amparo Mexicano 11

• Edit. Fondo de Cultura Econ6mica, 
S. A., México, 1972. p. 16. 

(17) lbldem. 
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d} .- Una disposici6n o mandamiento de amparrJ que da ta 

autoridad superior¡ 

e).- Un acto reclamado, que en s! es el agravio perso­

nal directo o indirecto: 

f) .- Un interés jurídico, que viene a ser el reclamo 

del Derecho. 

Con todos estos elementos y dada la apariencia al actual 

régimen de amparo, el amparo colonial protege al ciudadano, el 

actual protege al gobernado, el colonial es imperativo, el ac­

tual a través de un medio de control de la constitucionalidad, 

el colonial protegía solamente a quien hacia dicha petición, 

el actual también, en el r~gimen colonial no estaban declara­

dos los derechos del súbdito en una Constituci6n, en el actual 

at se declaran los derechos de los gobernados a través de una 

Constitución Federal que tutela las prerrogativas fundamenta­

les del hombre. 

En esta situación, el amparo colonial adoleció de eleme~ 

tos que lo llevaran a configurar como toda una insti tuci6n que 

hoy en dia lo es, y nos estamos refiriendo a la falta de una 

autoridad encargada de desempeñar funciones especificas, asi 

COft\O un proceso que nunca hubo. 

Considerando por tanto, no hallar en esta época los 

antecedentes directos que configuren la realización inicial 

de nuestro trabajo. 

l. 2, 3. El México Independiente 

En el movimiento de independencia encabezado por el cura 

Miguel Hidalgo y Costilla, surge la idea de imponer una tradi­

ción juridica ya en forma, tradición española con reflejos de 

las doctrinas de la Revolución Francesa, ideadas e inspiradas 

de los conocimientos de Juan Jacobo Rousseau, Voltaire, Monte~ 

quiu, entre otros, asi como por el sistema jurídico anglosajón 
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y francés. 

Con lo anterior, México trata de encontrar un sistema 

jurídico de derecho que lo hiciera común e independiente a 

todos los demás, y sobre todo conducirse con ésto al cambio 

de la paz social y en defensa de los derechos humanos. 

A través del movimiento de independencia, y una vez 

lograda ésta, surge un decreto constitucional para la plena 

libertad de la América Mexicana, llamándose as{ en honor a el 

lugar de origen "Consti tuci6n de Apatzingán 11
, con un gran co~ 

tenido y forma de creatividad social. 

l. 2. A. La Constitución de Apatzingán 

En esta Constituci6n se contemplan por primera vez los 

derechos del hombre, nunca tutelados en su anterioridad en 

nuestro territorio nacional, que aunque no tuvo vigencia, si 

lo fue un primer intento para unificar al pais, y asi darle 

\l"IB mejor organización de derecho conforme a los modelos pre­

establecidos que se consideraron de alguna for11a aptos para 

ser nuestra realización institucional. En consecuencia, y da­

da la primacla en derecho, nuestros antecesores no hubicaron 

en principio de cuenta la realidad social, de plasmar en 

éste derecho constitucional, ley alguna que motivara a garan­

tizar la gran realidad futura del Amparo Mexicano. 

Por lo anterior, tampoco encontrasaoa la intención de 

indicios o formas que nos conduzcan en pensar hallar un ante­

cedente directo de nuestro juicio Constitucional en ésta Con!! 

tituci6n de octubre de 1814. No descart6ndose la posibilidad 

de que si fue una magnifica labor humana. 

l. 2. s. La Consti tuci6n Federal de 1824 

Dada la naturaleza de Constitución Federal, es un orde-
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namiento que, después de la de Apatzingán, vien&· J11 coníigu!"ar 

la total organización de Ml:xico que acababa de consumar su 

indepr.:ndenc ia. 

Al decir de Arturo Gi:.nzálr.:z "esta Constitución carece de 

parte dogmática o capitul1:1 de garantías individualr:s y no po­

see medio concreto para evitar sus v .io laciones 11 
{ 18). Es decir 

no conforma una verdad~ra institución constitucional que rP.gl~ 

rr~nte una normatividad completa. Mas 5in emba:-go, l'!n la última 

parte del inciso sexto de la fracción V del articulo 137 de 

ésta Constitución Federal, encontramos que se otorga una facu~ 

tad a la Suprema Corte: de Justicia de la r:ación, para conocer 

de la constitucionalidad y leyes generales, implicando por en­

de un verdadero control de las leyes constitucionales y de la 

propia legalidad a nivel político entre funcionarios diel Poder 

Judicial y la propia Constitución Federal vigente. 

Esto debido a que 1 en dicha Constitución no se contempl~ 

ban leyes reglamentarias de la misrna 1 no es posible sostener 

que en éste precepto se contuviese un antecedente de nuestro 

juicio de Amparo, en virtud de que exist{a un Consejo de Go­

bierno que velaba sobre la observancia de la propia Consti tu­

c16n, del Acta Constitutiva y de las Leyes Generales; éste con 

facultades sobre cualquier incident~ a través del control mer~ 

mente político, restringiendo asimismo al máximo Tribunal de 

Justicia en el imperio de sus facultades. Es decir, este 

último no era independiente 1 sino que estaba sometido a las 

decisiones de otro aún superior. 

l. 2. 6. La Constitución Centralista de 1836 

Esta Constitución tiene por objeto cambiar al régimen 

(18) GO!IZALEZ COSJO, Arturo. "El Juicio dEc Amparo". 2a. edi-
ción. Edit. Pcrrúa 1 S.A., México, 1985. p. 13. 
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federativo anterior por uno centralista, creando asi et llama­

do "Supremo Poder Conservador", el cual fungía como un cuarto 

poder, teniendo encomendadas las labores de declarar o nulifi­

car los actos contrarios a la Constitución, provenientes de 

cualquiera de los tres poderes ya establecidos (Ejecutivo, 

Legislativo y Judicial), funcionando como un medio de control 

por 6rgano político. 

Las atribuciones encomendadas al Supremo Poder Conserva­

dor lo revestian de omnipotencia, es decir, se les atribuían 

facultades con efectos "erga omncs" frente a todos, dada su n~ 

turaleza politica, no existía parte agraviada ni la existencia 

de una relación proc1:sa: que se parezca a nuestro actual orden 

jur!dico de Amparo: sin embargo, no se descarta su importancia 

de ser y por constituir el primer medio de control que se hace 

presente en la vida juridica del Estado Mexicano. 

Algunos autores, entre ellos Juventino V. Castro y Héc­

tor Flx Zamudic dicen encontrar un antecedente directo de nue~ 

tro juicio de garantías, al señalar el último de ellos que 

"LRS siete leyes e o ns ti tucionales de 1836 son el antecedente 

directo de nuestro juicio de Amparo, ya que establecen un órg~ 

no protector de la Constitución denominado Supremo Poder 

Conservador, y que sin duda se inspiró en el sistema semejante 

establecido por Sieyes en la Constitución francesa del 13 de 

diciembre de 1799 y cuyas facultades desorbitadas e ingenuas 

determinaron su fracaso 11 
( 19) , 

Dados nuestros ra.zonarnientos, no podemos compartir la 

afirmación del profesor Fix Zarnudio, debido que se trataba del 

ya extinto régimen de control por órgano político, contrario 

al jurisdiccional que actualmente nos rige, Aunque sus ideas 

(19) fIX ZAM'JOIO, Héctor. "El Juicio de A.nparo". Edit. Pr.>!"!"'h 
S.A., México, 1964, p. 10. 
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tampoco las podemos rebatir, ya ·que_,~sta~ ·.so~' formales y seme­

jantes a una realidad vivi~a, qu.~, p~r '!'O~i':'~s .afines y comunes 

a nuestras necesidades no se; pudiei;on. con~.igurar de __ estricto 

derecho. 

l. 2. 7, El Voto Particular de José F. Ram!rez 

Don José F. Ramirez, como diputado miembro de la 

Comisión de Reformas de la Constitución de 1836, emite su voto 

particular en junio de 1840, en el cual: 

1.- Se mostraba partidario de la división de poderes¡ 

2.- Propugnaba por la dotación de autonomía e independe~ 

cia de la Suprema Corte al Ejecutivo y Legislativo; 

3.- Pretendta la separación del ex6tico Supremo Poder 

Conservador; y en consecuencia, 

4 .- Sostenía que la Suprema Corte era quien debería 

conocer de la constitucionalidad de las leyes o actos de las 

autoridades, señalando como titulares de tal derecho a pedir 

ésta declaración, a e ierto n:."1mero de Diputados, Senadores o 

Juntas Departamentales contra alguna ley o acto del Ejecutivo, 

denominándola "reclamo", cuyo trámite admite un matiz conten­

cioso. 

Es en este voto particular en el que se puede canalizar 

el matiz o figura de nuestro actual derecho de Amparo, dadas 

las relaciones que con éste tiene. Resultando en consecuencia 

un verdadero mérito de Don José F. Ramirez al establecer el 

panorama que conduciría más tarde a su total realización jurí­

dica. 

Mas sin embargo, tampoco es considerado como antecedente 

directo de nuestra máxima institución de Amparo, ya que fue un 

mero deseo, es decir, no se llevó a cabo esa eficacia ju:-idica 

propuesta. " .•• el voto particular de Ramirez dteja ver un méto-
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do embrionario, mixto y sin técnica y conocimientos juridicos" 

(20). Aunque su realizaci6n pretendía el ideal póstumo, al 

igual que el ideado por Alexis de Tocqueville. 

l. 2. B. La Constitución Yucateca de 1840 

Como tema primordial a las pretenciones del presente ca­

pitulo, trataremos este punto con la debida importancia que en 

en el se reviste. 

Es en este documento, cuyo autor fué el insigne jurista 

Don Manuel Crescencio Rejón, en el que se plasma el verdadero 

y único antecedente ya en forma de nuestro Juicio de Amparo; 

se dice en forma, porque entra a la vida jurídica tal y como 

se conoce actualmente, con el sistema regulador de control 

constitucional y carácter jurisdiccional que finca su procede:! 

cia contra actos de autoridades de los tres diferentes Poderes 

de la Unión, siempre y cuando vayan en contrario al orden cons 

ti tucional. 

En su estudio del Juicio de Amparo, el Doctor Ignacio 

Burgoa sei\ala " ••• que verdaderamente cona ti tuy6 un progreso en 

el Derecho Público Mexicano, al cl.""ear el medio controlador e 

conservador del régimen Constitucional o Amparo, como él mismo 

lo llamó, ejercido o desempeñado por el Poder Judicial, con la 

ventaja de que dicho control se hacia extrensivo a todo acto 

-lato sensu- anticonstitucional" ( 21 J. 

Plasmándose as{ el medio conservador del régimen de Amp_! 

ro, que es controlado por el Poder Judicial, edificando al 

país en una República Democrática, en la cual no hay restric­

ciones o violaciones a las garantías individuales del goberna-

(20) GONZALEZ COSIO, Arturo. Op. cit. p. 16, 
(211 BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit. p. l15. 
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do, como meras prerrogativas fundamentales plasmadas en la 

Constituci6n¡ e inclusive nos atrevemos a afirmar que, este 

ordenamiento local va más allá de las presentes insti tucion~s 

extranjeras que vieron nacer a nuF.:stro actual régimen consti­

tucional. 

Dada su importancia y retomando la labor del profesor 

Ignacio Burgoa, nos permitimos hacer la transcripción de 

algunos de los preceptos más importantes de esta Constitución 

estatal, que vinieron a dar vida y fuerza jurídica a nuestro 

actual régimen constitucional. 

Articulo 53.- "Corresponde a la Suprema Corte de 
Justicia: 1.- Amparar en el goce de sus derechos 
a los que le pidan su protecci6n, contra las 
leyes o decretos que sean centrar ios a la Consti 
tución o contra las providencias del Gobernadoi= 
o Ejecutivo reunido, cuando en ellas se hubiese 
inrringido el C6digo Fundamental o las leyes, 
limitándose en ambos casos a reparar el agravio 
en la parte en que éstas o la Consti tuci6n 
hubiesen sido violadas". 

Articulo 63.- "Los jueces de primera instancia 
ampararán en el goce de los derechos garantiza­
dos por el articulo anterior a los que le pidan 
su protección contra cualesquiera funcionarios 
que no correspondan al orden judicial 1 decidien­
do breve y sumariamente las cuestiones que se 
susciten sobre l::>s asuntos indicados". 

Articulo 64.- "De los atentados cometidos por 
los jueces contra los citados derechos 1 conoce­
rán sus respectivos superiores con la misma 
preferencia de que se ha hablado en el articulo 
precedente 1 remediando desde luego, el mal que 
se les reclame, y enjuiciando inmediatamente al 
conculcador de las mencionadas garantías". 

En consecuencia, sigue diciendo el maestro Ignacio Bur­

goa que "el sistema de amparo propuesto por Rejón persiguia 

les siguientes finalidades: 

a).- Controlar la Ccnstit.ucionalidad de los derechos de 
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las legislaturas (leyes o decretos), así como los del Goberna­

dor (providencias); 

b) .- Controlar la legalidad de los actos del Ejecutivo; 

e).- Proteger "las garantías individuales" o de los der~ 

chos consti t.ucionales del gobernado contra actos de cualquier 

autoridad, incluyendo a las judiciales" (22). 

Cabe hacer menci6n de la distinci6n que se presentaba en 

las anteriores finalidades en cuanto a su competencia jurisdis_ 

cional: 

Los incisas a) y b}, o sea, el control de la consti tucio 

nalidad y del control de la legalidad, se reclamaban o proce­

dlan ante la Suprema Corte de Justicia de 'fucatán¡ y, el inci­

so e), o sea, la tutela de los derechos individuales o consti­

tucionales del gobernado, procedla ante los jueces de primera 

instancia o ante sus superiores jer6rquicos. 

Existían además en esta Constitución, dos principios o 

elementos comunes de gran trascendencia histórica, que aún en 

nuestros días tienen vigencia, de los cuales nos estamos refi­

riendo a la iniciativa o instancia de parte agraviada, y al de 

la relatividad de las sentencias de amparo que en su oportuni­

dad podrán ser estudiados. dando los razonamientos que caract~ 

rizan a estas dos figuras, con los mismos lineamientos 

jur1dicos. 

En una breve reaef\a, el profesor José R. Padilla hace 

mención de su estructuraci6n, la cual la confrontaba de la 

siguiente manera: 

"A.- La parte orgánica existente en toda la Carta Supre-

ma; 

B.- Se con tenia un catálogo amplio y sistemático de 

garant1as individuales o derechos deJ. gobernado; y 

(22) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit. p. 116. 
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C.- Contenía la estructuración del juicio o proceso de 

Amparo para hacer efectivas las garantías individuales cuando 

algún particular, nacional o extranjero, sufriera a tguna 

afectación de. parte de los Organos del Gobierno de Estado" 

(23). 

Cor.iprendiendo asi que el Amparo to fue por primera vez 

tria insti tuci6n protectora 1 que procedía contra leyes o actos 

de autoridades que afectasen derechos de los particulares, y 

que éstos actos fuesen contrarios a las leyes qu~ rigen a los 

gobernados. 

Teniendo en lo fundamental las siguientes, 

Caracteristicas: 

"l.- Es el primer sistema de control constitucional por 

órgano jurisdiccional creado en México y en la América Latina¡ 

2.- Procedia a instancia de parte agraviada por la via 

de acción y no de excepción; 

3.- El titular de la acción de amparo era únicamente el 

particular o gobernado y nunca los Organos de Gobierno¡ 

4.- Existió el principio de la relatividad de las 

sentencias, en donde las resoluciones del órgano de control 

sólo obligaban a quienes eran parte en el proceso: y 

5.- Predominó tar.::bién el principio de la prosecución 

Judicial" (24). 

Finalmente, y de acuerdo a este orden de ideas dado, e~ 

tamos en desacuerdo con algunos autores, al tratar de atribuir 

la paternidad del juicio de Amparo al jurista jaliciense Mari~ 

no Otero, sabiendo que ésta corresponde única y exclusivamente 

a Manuel Crescencio Rejón por su gran labor y realización dada 

en la Consti tuci6n Local de Yucatán en el año de lBtO. Nega-

l23) PADILLA, Jose R.. Op. cit. p. 66. 
(24 J Ibídet'I, p. 67. 
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ción que como se ver:á,. Otero propugnó más bién por la federal! 

zaci6n de la Consti tuci6n. 

l. 2. 9. Proyectos de la Minoría y de la Mayoria de 1842 

En el año de 1842 tuvo lugar una comisión compuesta por 

dos corrientes diferentes: Centralistas y Federalistas; el gr~ 

po de los federalistas o grupo minoritario lo integraban los 

ilustres juristas: Espinosa de los Monteros, Muñen Led<J y 

Mariano Otero¡ y, el grupo mayoritario o de los centralistas 

estaba integrado por: don José F. Ram!rez, Andrés Quintana Roo, 

José Urbano Fonseca y Manuel Dublán. 

En esta comisión, el grupo minoritario presentó un pro­

yecto en el cual se pugnaba por la protección de los derechos 

del individuo no reglamentados en la Consti tuc i6n Centralista 

de 1836. Declarando con ello que debería ser el objetivo de 

las subsecuentes instituciones constitucionales a nivel nacio­

nal. Este proyecto aunque dista mucho de ser una copia de la 

labor realizada por Rej6n, establecía un sistema de carácter 

Mixto, es decir, a nivel político y a nivel jurisdiccional, 

con claros disturbios en cuanto a su realización, ya que se 

otorgaba competencia a la Suprema Corte de Justicia en conocer 

de los reclamos surgidos por violaciones de los Poderes Ejecu­

tivo y Legislativo a las garantías del gobernado¡ y por otra 

parte, se les facultaba a las legislaturas locales o estata­

les para conocer de las declaraciones de inconstitucionalidad 

de leyes emanadas del Congreso General. 

Por cierto, este sistema de Control Constitucional dada 

su configuración jurídica no resul t6 ser la ideal para la for­

mación y conformación total de nuestra legislación de amparo 

actual. 

Mas sin en:bargo, se dió una figura jurídica que se cono 
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ci6 con el nombre de 11 f6rmula otero" de gran importancia que 

en forma clara y precisa se refiere con apego al principí" de 

la relatividad de las sentencias de amparo, que dada su 

slgnificación nas atrevemos a transcribir: 

ºLa sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de 

individuos particulares, limitándose a ampararlos y proteger­

los en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer 

una declaración general respecto de la ley o acto que la 

motivare". 

Este razonamiento o fórmula por la cual algunos autores 

eren hallar el nacimiento del amparo, es meramente su base. 

No cabe duda que presenta una amplia visión cultural 

para la insti tuci6n del amparo, pero también debemos saber que 

al darse a conocer, ya se había adelantado Crescencio Rejón en 

su leal saber y entender, formulando e implantando la estruct~ 

ración de su Constitución Local, modelo y base que posterior­

mente seria perfeccionado para ser implantado en el territorio 

mexicano. 

l. 2. 10. El Acta de Reformas de 1647 

Este documento de mayo 18 de 1847, viene a fijar la pro­

cedencia del Amparo en el orden Federal de acuerdo a las ideas 

contenidas en el voto particular de Don Mariano Otero, expues­

to en el proyecto de la Minoría de 1842, persistiendo en el 

nefasto sistema de control mixto en sus artículos 22 y 25 que 

a la letr-a se referían: 

Articulo 22 .- "Toda ley de los Estados que ataque 
a la Constitución o a las leyes generales, será 
declarada nula por el Congreso; pero esta declara 
ción sólo podrá ser iniciada <.!'n la Cár.iara de Sen.i 
dores". -

Articulo 25.- "Los Tribunales de la Federación 
ampararán a cualquier habitante de la República 
en el ejercicio y conservación d': los derechos 



que le conceden esta Consti tuci6n y las leyes 
constitucionales, contra todo ataque que los 
Poderes Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federa 
ción, ya de los Estados: limitándose dichoS 
tribunales a impartir su protección en el caso 
particular sobre el que verse el proceso, sin 
hacer ninguna declaración general respecto de la 
ley o el acto que la motivare". 
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Aunque cabe decir que esta Acta de Reformas, nunca tuvo 

aplicación general a la vida jurídica del país, desarrollaba 

un poco más la legislación constitucional en cuanto a garantía 

de gobernados se refiere en aquélla época. 

Basa sus ideales de protección Federal 1 contrarias a la 

Constitución Centralista de 1836, imperante del control por 

órgano polltico, hoy extinto. 

l. 2. 11. La Constitución Federal de 1857 

La Constitución Federal de 1857, inspirada en la Declar!. 

ción de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 y en 

las instituciones anglosajonas, establece por primera vez en 

sus artículos 101 y 102, una clara procedencia del juicio de 

garantías según la fórmula otero anteriormente dada, y que 

textualmente éstos preceptos son remitidos a los artículos 103 

y 107 de la actual Constitución de 1917. 

Por su vigencia e importancia histórica, nos permitimos 

U-anscribir textualmente éstos: 

Artículo 101.- ''Los Tribunales de la Federación 
resol verán toda controversia que se suscite: 

I .- Por leyes o actos de cualquier autoridad que 
viole las garantias individuales; 

II .- Por leyes o actos de la autoridad federal 
que vulneren o restrinjan la soberanía de los 
Estados¡ y 

III.- Por leyes o actos de las autoridades de 
éstos que invadan la esfera de la autoridad fede­
ral". 



Artículo 102.- "Todos los juicios de que habla el 
articulo anterior se seguirán, a petición de par­
te agraviada, por medio de procedimientos o for­
mas del orden jurídico, que determinará una ley. 
La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe 
de individuos particularos, limitándose a amparar 
los y protegerlos en el caso especial sobre eT 
que verse el proceso, sin hacer ninguna declara­
ción general respecto de la ley o acto que la 
motivare". 
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Como se puede apreciar, en esta legislación consti tucio­

na l se instituyeron principios fundamentales como son: los de 

instancia de parte agraviadrl, los de prosecución judicial, y 

el tutelado en la fórmula Otero, o sea, el principio de la re­

latividad de las sentencias en el juicio de amparo. Lográndose 

con ésto que el amparo se convierta en una institución nacio­

nal defensora de la pureza constitucional, así como los dere­

chos del hombre garantizadcs a través de los órganos jurisdic­

cionales Federales de nuestro país. Situación que nunca antes 

había sido dada con tal plenitud, como hoy prevalece en la 

vida jur!dica de México. 

l. 2. 12. La Actual Constitución federal de 1917 

La actual Constitución de 1917, sigue los mismos linea­

mientos que la de 1857, considerando así a los derechos del 

hombre como un conjunto de garantías o prerrogativas fundamen­

tales que el propio Estado concede u otorga a los habitantes 

de su territorio: estableciendo así en su artículo primero que 

"En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo goz~á de las 

garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán 

restringirse ni suspenderse sino en los casos y condiciones 

que ella misma establece". 

Se ve claramente en este precepto constitucional la in­

fluencia de J. J. Rousseau en cuanto al estado civil de dere­

chos del hombre, aunado con ello el establecimiento de control 
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a través de un poder o una autoridad supremos, cuyo titular lo 

fue y es la comunidad, capaz de imponerse a los individuos que 

la conforman. 

Es por ello, que "lejos de sustentar nuestra actual Ley 

fundamental la tesis individualista, se inclina mas bíén hacia 

la teoría rousseauniana, que asevera que las garantías de que 

pueden gozar los individuos frente al poder Público son otorg~ 

dos a éstos por la propia sociedad, única titular de la saber~ 

nía, en vil"tud de la renuncia que, al formarla, hacen sus mie~ 

bros acerca de sus prerrogativas, las cuales son posteriormen­

te restringidas al sujeto, pero no como una necesidad derivada 

de una imprescir.dible obligatoriedad, sino como una gracia o 

concesión. La voluntad de la nación es pues, para Rousseau, el 

eler.icnto supremo en que consiste la soberanía sobre la cual 

ningún poder existe y a la cual todos debemos sumisiónº (25). 

En tal virtud, se concibe que el pueblo constituido pal! 

ticamentc en Estado, es el único tí tu lar de la soberanía 

quien expresa, a través de la Constitución que las garantías 

individuales son creadas por el orden jurídico constitucional, 

de las -::uales gozará todo individuo frente al poder público, 

Finalmente, es en esta Constitución Federal en la que se 

consagran por ~rinera vez garantías de tipo social, objeto y 

configuración de nuestro trabajo de investigación, el cual se 

interrelaciona con las clases sociales laborales reguladas en 

el artículo 123 de nuestro ordenamiento constitucional, con el 

carácter de ser derechos inalienables e irrenunciables en pro 

de las clases sociales débiles frente a las poderosas (patr~ 

nes). 

(25) BURGOA OR!HUELA, Ignacio. Op. cit. p. 130 
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CAPITULO SEGUNDO 

GENEBALIDAOES DEL AMPARO 

En este capítulo se anal izarán los principales elementos 

constitutivos que rigen la normatividad del amparo, as! como 

el concepto y naturaleza jurídica que da vida a toda una inst! 

tuci6n en el Derecho Constitucional. 

2 ~ l. La Creación del Amparo en México 

Nace en la Constituci6n yuca.teca de diciembre de 1840, 

su creador fue el insigne jurista Don Manuel Cr-escencio Rej6n, 

que establece el amparo contra cualquier tipo de providencias 

de autoridades, t.anto ~'d~inistrativas corno judiciales. 

Posteriorr.iente en el Acta de Reformas de 1847, Mariano 

Otero pugna por la federaliz.a.ción del Juicio de Amparo, esta­

bleciendo que "sólo aquellos que- ejerciten la protección de la 

justicia federal, será los que ccnprenda". 

En consecuencia, podemos dec1r que las causas que origi-
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naron a nuestro Juicio de Amparo como ya se vió anteriormente, 

fueron esencialmente politices, es decir, no a través de movi­

mientos sociales o armados, sino de aportaciones y estudios j~ 

rídicos individuales que se reflejaron en la necesidad de org~ 

nizar al país en un estado de derecho a través de órganos de 

control constitucional, a cargo del Poder Judicial Federal. 

Desde su nacimiento hasta la actualidad se ha revelado 

nuestro juicio de amparo como un verdadero medio jurídico de 

tutela de la constitucionalidad de todas las ramas del Derecho 

que la misma Constitución establece, y cuyo objeto es: 

1.- El Control de la Constitucionalidad¡ 

2 .- El Control de la Legalidad. 

De acuerdo a la naturaleza del Juicio de Amparo, su fin~ 

lidad esencial estriva en que es el medio de control de la 

Constitución, por virtud del cual se tutelan las garantías que 

protegen la esfera jurldica de los gobernados frente al poder 

público y al régimen competencial existente entre las autorid_! 

des Federales y la de los Estados. 

Los párrafos segundo, tercero y cuarto del artículo 14 y 

parte primera del articulo 16 de la Constitución tutelan la &_! 

garantía de legalidad¡ el juicio Constitucional además de re­

gular ésta y los casos previstos en el articulo 103 1 reglamen­

ta los procesos de legalidad tanto en asuntos civiles, penales 

agrarios, fiscales, mercantiles y administrativos, incluyendo 

en esta última las del trabajo; marcándonos asi la pauta en la 

legal interposición de las leyes procesales o de fondo. 

Ahora bien, con lo que respecta a los sistemas de co~ 

trol, nuestro juicio Constitucional únicamente se rige por el 

jurisdiccional 1 cuyas características son opuestas al rt;gimen 

que prevaleció en los sistemas de control por órgano político, 

ésto a raz6n de encontrar su verdadera adecuación a la protec­

ción constitucional que se encomienda a los órganos jurisdic-
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cionales que actúan a petic16n de parte agraviada cuando se e! 

time que hubo leyes o actos de autoridad violatorios a las ga­

rantles individuales. Asimismo mediante el sistema de control 

por 6rgano jurisdiccional se logra el equilibrio de poderes, 

descartándose cualquier posibilidad de pugna entre los poderes 

de los Estados que puedan provocar o llegar a una desestabi H­

elad social. 

Nuestro sistema de control por órgano jurisdiccional 

asume dos formas a saber: 

a).- Por vl.a de acci6n, y 

bl.- Por v!a de excepci6n, 

La via de acción, se ejercita cuando el gobernado que se 

ve afectado en su esfera juridica por leyes o actos de autori­

dad, pide e otra (autoridad superior), le sean garantizados a 

través del Juicio de Amparo, esto es, que el proceso constitu­

cional se ventile ante una autoridad distinta de la que ocasi~ 

n6 la violaci6n. 

En cambio, la vla de la excepci6n que en algunos casos 

puede llegar a configurar nuestro juicio de control jurisdic­

cional, se refiere a que la violaci6n pretendida se haga valer 

ante la misma autoridad que la ocasion6, siendo por ende ~ata 

quien vaya a resolver sobre el fondo del asunto, y nunca otra 

cano sucede en el modelo típico de la via de acci6n. Los Esta­

dos Unidos de NorteamErica ejercita este tipo de control cons­

titucional, en el que la autoridad judicial puede desplegar el 

control de la Constituci6n obligándose así mismo a subsanar la 

falta, que conforme a derecho viole sus disposiciones. 

2. 2. Las Leyes que han reglamentado el Amparo 

Las leyes reglamentarias de 1 Juicio de Amparo han sido 

laa siguientes: 
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A).- Ley de Amparo del 30 de Noviembre de 1861. 

Bajo la norma ti vi dad y vigencia de la Consti tucióri Fede­

ral de 1857, dada la importancia de rr:glamentar la insti tu­

ci6n y tendencias de ampare., surge la necesidad de crear una 

nueva ley, cuyo titulo fue "Ley Orgánica de Procedimientos de 

los Tribunales de la Federación, que exige el artículo 102 de 

la Constitución Federal. para los juicios de que habla el 

articulo 101 de la misma". 

Esta primera ley reglamentaria del amparo estaba compre~ 

dida de 34 articulos divididos a su vez en cuatro secciones 

cuyo contenido entro en vigor hasta el año de 1857 debido al 

intervencionismo francés en nuestro país. 

Con su creación se dió vida a los lineamientos trazados 

ya en los articulas 101 y 102 de la Constitución de aquélla 

época, ampliando ta protección de todo gobernado ante los 

Jueces de Distrito, tos cuales decidían la admisión o rechazo 

de la demanda, en caso negativo o rechazo conceder el 

recurso de apelación, para que fuese la Suprema Corte quien 

finalmente conociera de las sentencias dictadas por los Jueces 

de Distrito. 

B l.- Ley de Amparo del 20 de Enero de 1869, 

Esta ley expedida también bajo la vigencia de la Consti­

tución de 1857, dice Juventino V. Castro que "••.supera al 

Juicio de Amparo, pues se elimina el carácter restrictivo de 

la ley al enunciar que el procedimiento previo y la súplica no 

eran necesarios" (26). 

Su estructuración lo fue más amplia que la anterior, le 

(26) V. CASTRO, Juventino. "Lecciones de Garantias y At:lparo". 
Edit. Porrúa, S.A., México, 1977. p. 296. 
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antecedió-con el mismo esquema, excediéndose en sus facultades 

al establecer ·1a improcedencia del amparo en materia judicial, 

contrario a lo preceptuado en el articulo 101 Fracción I de la 

Constitución de 1857, lo que condujo a su subrogación. 

C) .- Ley de Amparo del 14 de Diciembre de 1882. 

Esta superó aun más las tendencias de las anteriores con 

una estructuración de 83 artículos, distribuidos en 10 difere!:! 

tes capítulos; uno de los cuales se refería a la buena orga­

nización de la co~petencia, atendiendo al lugar de ejecución 

del acto¡ asimismo señaló r:l términc para la interposición del 

Amparo, el cual consistía de 40 dlas hábiles en autos o sente~ 

cias dictadas por un Juez de Distrito o de un Magistrado de 

Circuito; reglamentó la suspensión del acto reclamado en casi 

todos los términos en el que lo conocernos en la actualidad¡ 

estableció también las causas del sobreseimiento 1 además de la 

admisión del amparo por vía telegráfica¡ se conformó también 

la revisión forzosa, en cuanto a los recursos de todas las 

sentencias por la Suprema Corte de Justicia. 

0).- Código Federal de Procedil':lientos del 16 de Octubre 

de 1897. 

Además del anterior ordenamiento jurídico, este código 

Federal viene a establecer otros lineamientos generales del 

juicio de Amparo, considerándolo ya como un verdadero ¡>receso 

y no como recurso, dotado de un tecnicisr.m apropiado y justo 

para evitar todo abuso que pudiera cor: e terse al momento de su 

petición, en este sentido cuando el juicio de al:lparo se promo­

vía por ir.exacta aplicación de la ley, se exigía la cita exac­

ta de la ley y el concepto en que dicha ley no fue aplicada o 

lo fue incxactar.-.ente. En materia de suspensiones de los actos 

reclamados, se concedía el recurso de ri:?visión contra toda re­

solución del juez que la negara, con el grave inconveniente de 
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que por la sola interposición de dicho recurso, se paralizaba 

la situación planteada hasta en tanto la Suprema Corte no 

resolviese sobre la demanda principal. 

Por últirn(), en materia de pruebas, se establecía que es 

la autoridad responsable a quien correspondía justificar sus 

actos, y nunca al agraviado, ya que el informe justificado 

hace que establezca la presunción de ser cierto el acto que se 

estima violatorio de las garantías individuales, mientras no 

se rinda prueba en contrario. 

E).- Código Federal de Procedimientos Civiles de 1909. 

Su vigencia de este ordenamiento fue minima debido a la 

limitante que marcó, en tratándnse de materia civil, pues sólo 

reglamentaba en cuestiones de sentencias definitivas¡ tampoco 

comprendía a una de las partes en el juicio de amparo con:o lo 

es el tercero perjudicado. Consagró el principio de estricto 

derecho como uno de los elementos aún vigentes en la reglamen­

taci6n del amparo¡ se fija la suspensión provisional; se fija 

el término de 15 d{as para la interposición del juicio de 

Amparo¡ asimismo se reconoce a través de la Suprema Corte de 

Justicia la obligatoriedad de la jurisprudencia. 

F) .- Ley de Amparo del 16 de Octubre de 1919, 

Ya bajo la vigencia de la actual Constitución de 1917 

nace la llamada 11 Ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 

Constitucionales" 1 que vino a modificar algunas deficiencias 

de la ley anterior; impuso reformas tendientes a dar una 

elasticidad y congruencia a sus disposiciones; se le reconoce 

parte del juicio al tercero perjudicado en los juicios del 

orden civi 1 y calidad de parte en los asuntos penales en caso 

de afectación a sus intereses. 
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G).- La Actual Ley de Amparo. 

El profesor Humberto Briseño Sierra dice al respecto que 
11 

••• esta ley en realidad es reglamentaria y no orgánica, vino 

a recoger diversas resoluciones jurisprudenciales y a su vez 

ha sufrido sucesivas reformas de las cuales las más importan­

tes son las del 21 de diciembre de 1951, que abarcó desde la 

Constitución hasta la ley, la del 30 de diciembre de 1857, la 

del 2 de febrero de 1963 referente a la materia agraria" 

(27). 

Es hasta esta ley de Amparo vigente en la que se vislum­

bra el amparo laboral, dándose les pleno reconocimiento a los 

laudos dictados por los Tribunales del Trabajo, esto es, 

cuando se considere que han sido arbitrariamente dictados por 

las autoridades laborales, se pueden impugnar ante los Organos 

Federales correspondientes. 

No podemos negar que en la normatividad del Derecho 

laboral se contengan características especiales tanto de fondo 

como procedimentales que la diferencian de las demás materias, 

adoleciendo por ende, el no reglamentarse en la Ley de Amparo 

en un capítulo por separado, como sucede con la materia 

agraria; mas aun la ley es justa y clara, que concede prerrog~ 

tivas a favor de los trabajadores como una clase social prote­

gida por la misma ley. 

Ahora bien, conforme a nuestra legislación, lo que en 

realidad se pretende en el presente estudio es esclarecer la 

'"'parcialidad ya plasmada hacia una de esas clases sociales 

(trabajadores y patrones), por parte de la ley no como interés 

o desinterés, sino como mera realidad y espíritu del Derecho. 

=========-========== 
(27) BRISEilO SIERRA, Humberto. Op. cit. p. 269. 
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2. 3. El, Concepto de Amparo en General 

En cuanto a la palabra concept,,, se dice que es el con­

junto de elementos o aportaciones personales que reunidos en 

tal forma componen una posición lógica. 

Por cc.nsiguiente, la definición de Juicio de Amparo, 

debe comprender todas aquel las características que constituyan 

su esencia jurídica como insti tuci6n. 

A continuación nos permitimos dar algunos conceptos de 

diversos autores consultados, y esbozar así el propio al 

concluir éstos: 

1.- Pera Humberto Briseño Sierra, el amparo es "una 

queja y la serlala como una instancia sancionadora, porque se 

acude a un 6rgano dE autoridad superior11 • 

2.- Para Cipriano G6mez Lera, el amparo es "un proceso 

tendiente al central de la constitucionalidad y de los actos 

de autoridad". 

3.- Para Ignacio Burgoa Orihuela, el amparo es "un medio 

jurldico que preserva las garantías consti tucione.les del gobe~ 

nado contra todo acto de autoridad que las viole ••• •: En virtud 

de lo anterior dice que uel amparo es un medio juridico de 

tutela directa de la Consti tuci6n y de la tutela indirecta de 

la ley secundaria, preservando bajo este último aspecto y de 

manera extraordinaria y definitiva, todo el derecho positivo". 

4.- Andrés Lira González dice que 11 el amparo es una 

insti tuci6n procesal de control que tienE pcr objeto la prote~ 

ción a las personas en sus derechos de gobernados o garantías 

individuales, consegradas en la Constitución, cuando estas son 

alteradas o violadas pcr autoridades estatales, portándose 

cano agraviantes al legislar o realizar actos diferentes 

cc.ntraviniendo al régimen consti tucinnal; a lo cual los Tr.!_ 

bunales de la Federación actúan como autor·idad protectora, co-
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nociendo de la petición o demanda de amparo hecha por la parte 

agraviada, y dictar la sentencia (condenatoria o absolutoria), 

todo ello con arreglo a las formas y procedimientos estableci­

dos por la Ley". 

5.- Ignacio L. Vallarta concibe otra definici6n al 

considerar Que 11 el amparo es un proceso legal intentado para 

recuperar sumariamente cualquiera de los derechos del hombre 

consignados en la Constitución y atacados por una autoridad 

de cualquier categoría que sea, o para eximirse de la obedien­

cia de una ley o mandato de una autoridad que ha invadido la 

esfera Federal o Local respecti vamente11
• 

6.- La Secretaria del Trabajo y Previsión Social, da 

otro concepto al respecto y dice que "el amparo es un juicio 

autónomo cuya finalidad es mantener el orden constitucional, 

el principio de legalidad y hacer efectivas por el órgano 

jurisdiccional las garantías otorgadas por la Consti tuci6n". 

7 .- Desglosando los anteriores conceptos dados, se dice 

que el amparo es un juicio o proceso que se inicia con la 

acción que intenta o ejercita cualquier gobernado ante los 

órganos jurisdiccionales federales, contra actos de autoridad 

que causen agravio en su esfera jurídica y que considere con­

trarios a la Constitución: teniendo por objeto invalidar dicho 

acto, dejarlo o despojarlo de su eficacia por su inconstituci~ 

na.lidad o ilegalidad en el caso concreto que lo origine. 

Conceptual izados los razonamientos, el amparo es consid! 

r~do como un medio o sistema de control por 6rgano jurisdicci~ 

nal y por via de acción, mediante el cual se tutelan las gara~ 

tias que protegen a la esfera jurídica de los gobernados; asi­

mismo, los conflictos o violaciones de éstas garantías consti­

tucionales se van a ven ti lar ante los órganos correspondientes 

del Poder Judicial Federal¡ la acción corresponderá iniciarla 

al particular gobernado que sufra o vaya a sufrir un agravio 
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persr.inal y directo c:n su esfera juridica por actos de autori­

dad o leyes que violen el sistema competencia l existente entre 

las autoridades respectivas, sean l<Jcales o federales que 

violen las garantias de legalidad constitucional. 

El juicio de amparo es un proceso autónomo, cuya finali­

dad encomendada es mantener el orden consti tuciona 1, asi como 

hacer respetar las garantías que otorga la Constitución 

Polltica de los Estados Unidos Mexicanos en su totalidad. 

Finalmente, las sf'.:ntencias que en el proceso de amparo 

se dictan, únicamente tienen su eficacia en el caso concreto 

sobre el que verse la queja, nunca a declnraciones generales 

de leyes o actos que lo hayan motivado. Se trata de un juicio 

del orden Federal, en el que predomina la forme escrita. Es un 

juicio ágil y rápido, en el que en una sóla audiencia se reci­

ben las pruebas, se oyen los alegatos y se dicta sentencia, 

siendo limitados los incidentes que pueden promoverse. 

Confirmando nuestro orden de ideas, el profesor Burgoa 

señala que 11el amparo es un juicio o proceso que se inicia por 

la acción que ejercita cualquier gobernado ante los 6rganos 

jurisdiccionales federales contra todo acto de autoridad (lato 

sensu), que le causa un agravio en su esfera jurídica y que 

considere centrar io a la Constitución, teniendo por objeto in­

validar dicho acto o despojarlo de su eficacia por su inconst! 

tucionalidad o ilegalidad en el caso concreto que lo origine" 

(28). 

Siendo así nuestro amparo una institución jurídica máxi­

ma que tutela el orden privado, público y social de los diver­

sos casos que puedan susci terse contrarios a las disposicio­

nes constitucionales y legales del pals. 

(28) BURG-OA ORlHUELA, Ignacio. Op. cit. p. 177. 
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Y así, podemos decir que los fundamentos básicos, consti 

tucionales y legales en los que descansa la estructura misma 

del juicio de amparo son los que conforman la sociedad políti­

ca y juridicamente organizada. Tales fundamentos se refieren 

al orden de la soberanía conforme al articulo 39 de nuestro 

ordenarliento consti tucio:ial; a las garantías individuales que 

en el artículo 1 así lo establece la Constitución; a la divi­

sión de poderes de acuerdo a la reglamentación del artículo 41 

de la propia Constitución; a la supremacía de la Constitución 

de acuerdo al artículo 133 del mismo ordenamiento; y, los 

artículos 103 y 107 de la Constitución Política que se 

refieren específicamente a la materia de amparo. 

2. 4. Principios Fundamentales del Juicio de Amparo: 

Los principios fundamentales del juicio de amparo consti 

tuyen la estructura de nuestro juicio Constitucional¡ esto es 1 

todo aquél principio constitucional que rige la acción de 

amparo 1 desde su inicio como tal hasta la sentencia misma. 

Marcando asi la pauta a seguir con todos los dispositivos y 

obligaciones por parte del quejoso recurrente que pide el 

Amparo y protección de la justicia Federal. 

2. 4. l. De la Iniciativa o Instancia de Parte Agraviada 

Este principio constitucional rige la procedencia o 

acción del juicio de Amparo, esto en razón de que únicamente 

puede intentarlo aquélla persona o gobernado que sufra o pres~ 

má sufrir un agravio personal y directo en su esfera jurídica 

por leyes o actos de autoridad¡ encontrando su fundamento 

juridico en el artículo 107 Fracción I Constitucional y, 

articulo 4 de la Ley de Amparo vigente. 

El maestro José R. Padilla dice al respecto que "el 
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principio de la iniciativa o instancia de parte agraviada es la 

piedra angular del juicio de Amparo, porque el gobernado es el 

titular de la acci6n, o sea, el particular (personas físicas o 

morales), y por excepci6n los 6rganos del gc.ibierno del Estado, 

tienen en sus manos el instrumento para hacer efectivas sus 

garantías individuales" (29}. 

La anterior afirmación en virtud de que el gobernado es 

en todo tiempo el titular de la acción, ya sea persona física, 

ya sea persona moral u órgano del gobierno del Estado, que de 

acuerdo al articulo 103 Constitucional se vea infringido en el 

menoscabo de sus garantias. 

La mayoría de los autores coinciden en afirmar que es un 

principio tal que habre paso a la existencia del juicio de amp!!_ 

ro, consolidándose a la vida política de México, y gozando de 

los atributos que corresponden al sistema de control Constitu­

cional por Organo Jurisdiccional y por la vía de acci6n. 

Hist6ricamente, "este principio aparece por primera vez 

en la vida constitucional de México, en su auténtica pureza. 

en la Constitución de 1857, cuyo articulo 102, lo consagraba 

en términos semejantes a los empleados por la Ley Fu_ndamental 

vigente, habiendo sido corroborado por las diversas leyes 

orgánicas de amparo que rigieron durante la vida de aqu~ 

lla" (30). 

La Jurisprudencia de la Suprema Corte en la tesis número 

92, p§gina número 208 del Apéndice al tomo XCVII del Semanario 

Judicial de la Federación dice al respecto que: el Juicio de 

Amparo "se inicia siempre a petici6n de la parte agraviada, y 

no puede reconocerse tal carácter a aquel a quien en nada 

(29) 
(30) 

PADILLA, José R. Op. cit. 
BURGOA ORIHUELA, Ignacio. 

p. 23. 
Op. cit. p. 267. 
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perjudique el acto que se reclama" (31). 

2. 4. 2. De la Existencia del Agravio Personal o Directo 

Para poder entender este principio, debemos saber primero 

la expresión "agravio", entendiendo por tal el perjuicio que s~ 

fre un gobernado en su esfera jurídica por un acto autoritario, 

y que éste sea reclamado posteriormente ante una autoridad Fed~ 

ral competente. 

Ahora bien, la palabra "perjuicioº, en contravencion a 

las garantías individuales, sostiene la Suprema Corte que "debe 

intentarse no en los términos de la ley civil, como la priv! 

ci6n de cualquier garantía licita que pudiera haberse obtenido 

sino como sin6nimo de ofensa que se hace a los derechos o inte­

reses de una persona ••• 11 (32). 

En atención a lo anterior, para que se de este principio 

fundamental de nuestro juicio constitucional, se requiere que 

la persona que impulsa la demanda de garantías, sea titular de 

los derechos que presumiblemente le han sido lesivos o -

vulnerados por actos o leyes de una autoridad, ya sea éstos de 

realizaci6n pasada, presente o futura. 

Es decir, este principio se refiere únicamente a la exi_! 

tencia inconstitucional de un agravio. Cuyas consecuencias al 

incumplimiento o inexistencia de este principio trae consigo 

la improcedencia a la realizaci6n tiltal de amparo planteada en 

la misma demanda, dándonos por resultado las dos figuras de 

U1procedencia y sobreseimiento a que aluden los artículos 73 y 

74 Fracción III de la Ley de Amparo vigente. 

==================== 
(31) JURISPRUDENCIA DE LA S.C,J.N •• Apéndice al Tomo XCVII del 

Semanario Judicial de la Federación. Compilaci6n 1917- -
1965. Tesis Número 92. p. 208. 

(32) JURISPRUDENCIA DE LA S.C,J.H .. Tesis Número 131. Apéndice 
1975. Parte General. p. 306. 
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En este orden de ideas, el Doctor Burgoa señala que el 

elemento 11agravio 11 es 11 una condición sine qua non para la proc:_ 

dencia jurídica del amparo" (33). Su presencia es evidentemente 

indispensable, ya que sin el nos conduciriamos al caso de una 

mera improcedencia de la acción¡ mas sin en cambio, llegada a 

presentarse la improcedencia por falta de un agrav lo personal, 

la autoridad u órgano encargado está facultado de sobreseerlo y 

nunca decir que se niega dicha petición de protección solicita­

da ante la autoridad federal, ya que en este último caso se 

estaría aceptando la presencia del agravio, cosa que no debe 

suceder al fallar este elemento fundamental para que pueda 

configurarse como lo que es el juicio de Amparo. 

Concluye el autor en comento que, 11 
••• para que pueda ha­

brirse el juicio de amparo, son indispensables estos elementos: 

un acto violatorio de garantías individuales, provenientes de 

una autoridad y, una persona agraviada en sus garantías por ese 

acto. En caso de faltar cualquiera de esos elementos, no debe 

habrirse el juicio de Amparo" (34). 

2. 4. 3. De la Prosecución Judicial del Amparo 

Este principio es de naturaleza meramente procesal, y se 

refiere a que todo juicio de Amparo se tramite ante una autori­

dad jurisdiccional Federal competente, con los procedimientos y 

formas apegadas a derecho, tal como se establece en el articulo 

107 de nuestra Carta Magna, y así establecer un verdadero proc: 

so judicial en el que se observen las formalidades procesales 

de demanda, contestaci6n, audiencia de pruebas, alegatos y su 

respectiva sentencia. 

(33) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit. p. 271. 
(34) Ibidem. p. 272. 
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Al respecto el articulo 107 Constitucional en su primer 

párrafo dice que "Todas las controversias de que habla el 

articulo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del 

orden jurídico que determina la ley 1 ••• 
11

• 

Por lo que dicho procedimiento aunado al arrparo en la 

cuestión procesal, se refiere a un proceso meramente judicial 

que se sigue ar-te un órgano jurisdiccional especializado, que 

en este case- es la Suprema Corte de Justicia de la Neci6n, los 

Tribunales Colegiado• de Circuito y los Juz¡;.ados de Distrito, 

según la con:¡:etencia que a cada quien corresponda, de acuerdo a 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, a efecto 

de resolver la controversia suscitada en la que figuran como 

partes contendientes, el quejoso que busca la invalidez del 

acto reclamado, y la autoridad respc.nsable por otra parte que 

defiende la constitucionalidad del mismo, culminando con la re!. 

llzación de la sentencia emitida por ese alto Tribunal de la 

Federaci6n que en su caso competa dicha controversia pre­

sentada. 

2. 4. 4. De la Relatividad de las Sentencias de Amparo 

Este principio tiene sus origenes hiatóricos en el proye!: 

to de la Minoría de 1842, trascendiendo al articulo 25 del Acta 

de Reformas de 1847, bajo la influencia del ilustre jurista 

jaliciense Mariano Otero, y su famosa obra que a la letra dice: 

"Los Tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitan­

te de la República ••• , sin hacer ninguna declaraci6n general 

respecto de la ley o acto que la motivaseº. 

Este principio y de acuerdo al tecnicismo del articulo 

76 de la Ley de Amparo vigente, al articulo 107 Fracción II de 

la Constitución, al 102 de la Constituci6n Federal de 1857 y a 

la !6nnula Otero, se puede interpretar de la siguiente manera: 

1.- Es principio que rige únicamente a las sentencias de 

~aro; 
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2.- La sentencia que resulte favorable sólo amparará y 

protegerá a la persona que pidió el amparo y protección a la 

justicia Federal, mas nunca a quien no la pidió, así se vea 

involucrada en el mismo caso; 

3.- El amparo y protección de la justicia Federal sólo 

abarcará el caso especial sobre el que verse la demanda¡ 

4.- La autoridad Federal no hará declaración general 

respecto al acto o ley que motive la demanda; 

5.- El fallo o sentencia que pronuncie la autoridad 

Federal no trascenderá a los sujetos que no participaron en el 

respectivo juicio constitucional; y 

6.- La autoridad Federal no atenderá situaciones que no 

se dieron a conocer en la controversia planteada por el 

agraviado. 

2. 4. 5. De la Definitividad del Juicio de Amparo 

Como se dijo anteriormente, el juicio de Amparo se inicia 

siempre a instancia de parte agraviada; pero ésta antes de 

intentarla debe agotar todos los recursos ordinarios a que 

tiene derecho en la primera instancia, de acuerdo a las leyes 

que rijan a la autoridad de donde provenga e:l acto lesivo. 

Este principio tiene su fundamento constitucional en 

el articulo 107 Fracciones III y IV de la propia Constitución 

vigente, el cual consiste en que todo quejoso de amparo primero 

debe agotar los recursos o medios de defensa existentes en la 

ley, haciéndolos valer antes de intentar poner en marcha la 

maquinaria del amparo. 

Aunque no denemos pensar en evadir las excepciones a este 

principio, dada la importancia que en Derecho tienen y que son 

entre otras: por la gravedad del acto reclamado, ya que si se 

llegase a consumar por su expontaneidad, dejarla sin materia el 

fondo del amparo¡ en la materia penal, cuando irr:porte peligro 

de privación de la vida, deportación, destierro, o se imponga 
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alguna de las penas prohibidas por el articulo 22 de nueatre 

Constitución; y, en las material civil, mercantil, administra­

tivo y/o laboral, por la falta de emplazamiento al quejoso, y 

por actos dentro de juicio que afecten a terceros. 

Eri. resumen, este principio de la deflnitividad del 

juicio de Amparo, supone la obllgaci6n del agraviado de agotar 

todos los recursos ordinarios que en la ley de la autoridad de 

donde provenga el acto reclamado se tutelen, a excepci6n de C!; 

sos especiales y de suma importancia sefialados anteriormente. 

En consecuencia, con nuestro trabajo de investigación se 

establece que en materia laboral, la Ley Federal del Trabajo, 

no establece ningún recurso en contra de laudos dictados por 

las Juntas de Conclliaci6n y Arbitraje, y que los mismos cons­

tituyen resoluciones f'irmes e irrevocables que sólo pueden ser 

impugnados a través del juicio de Amparo. 

2. 4. 6. De Estricto Derecho y la Facultad de Suplir la Queja 

Dericiente 

El principio de Estricto Derecho no se encuentra expree! 

mente regulado en nuestro ordenamiento legal, sino que lo va­

mos a descubrir interpretando a contrario sensu, loa p6rraf'oa 

segundo, tercero y cuarto de la Fracci6n 11 del articulo 107 

de nuestra Constituc16n, así como de los piirraf'os se¡undo, 

tercero y cuarto del articulo 76 y 79 de la Ley de Amparo. 

Este principio se rige de una manera especial en el 

estudio de las siguientes materias: 

a).- En materia civil, siempre que no se trate de 

menores incapacitados; 

b) .- En materia administrativa, incluyendo la agraria, 

cuando el quejoso sea un pequefto propietario; 

c).- En materia laboral cuando el quejoso sea un patr6n; 
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d) .- Este Principio rige tanto en primera instancia al mo 

mento de dictar la sentencia, como al resolver la Suprema Corte 

de Justicia o el Colegiado sobre el recurso de revisión. 

Es un principio que impone una norma de cor.ducta al 

órgano de control al momento de dictar sentencia, no vela en el 

buen funcionamiento de la proc(:dencia del amparo, sino que se 

analicen los conceptos de violación expuestos en la demanda 

interpuesta por el gobernado agraviado, sin la formulación de 

consideraciones inconstitucionales que no tengan relación con 

dichos conceptos, supliendo asi la deficiencia de la demanda 

respectiva. 

La facultad de suplir la queja deficiente significa que 

el tribunal de amparo deberá perfeccionar la queja o la demanda 

haciendo valer conceptos de violación que el gobernado no 

incluyó en la misma. 

Este principio en materia laboral se dá cuando la parte 

obrera sea el quejoso y se encuentre en Su contra una violación 

manifiesta de la ley que lo ha dejado en estado de indefensión 

(párrafo tercero de la Fracci6n Il del artículo 107 Constituci2 

nal y pArrafo tercero del articulo 76 de la Ley de Amparo). Ca!! 

siderándose como una salvedad al principio de estricto derecho, 

ya que no toca los conceptos de violación hechos valer, sino 

que fija y analiza los ccnceptos que no se hicieron valer y que 

sí existen en la queja o demanda de amparo, haciéndolos valer 

el órgano de control oficiosamente a manero de mera presunción. 

La palabra "suplir'', la vamos a entender como aquello que 

va a in te gr ar algo que está i ncomp 1 e to, y en es te caso, ese 

algo pertenecerá al derecho violado, ya que el quejoso no la e!! 

tim6 así y que sin embargo le causa un agravio en su persone; 

lo que no debe confundirse con la Sl plencia del error, que es 

una equivocada citación o invocación de la g~rantía individual 

que. el .oigraviado erroneamente ccnsidere contravenida a sus 

interese:;, por lo que el juzgador de amparo puede suplir 
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dicha equivocada citación, sin poder cambiar los hechos o pre­

ceptos violatorios expuestos en su demanda. 

Para poder hacer esta suplencia de la queja deficiente, 

se dice que es una mera facultad discrecional exclusiva de los 

órganos de control jurisdiccional (Suprema Corte de Justicia, 

Tribunales Colegiados de Circuito y Juzgados de Distrito), el 

ejercitar o abstenerse de desplegarla como tal conforme a las 

reglas de derecho que claramente especifican que "podrá su­

plirse", mas nunca la locuci6n imperativa de "deberá suplirse" 

(Articulo 107 Fracción II, párrafos segundo, tercero y cuarto 

de nuestra Constitución, y párrafos segundo, tercero y cuarto 

del articulo 76 de la Ley de Amparo). 

El Doctor Ignacio Burgoa sei\ala que 11 no toda deficiencia 

(omisi6n o imperfecci6n), de una demanda de amparo es eucepti­

ble de suplirse por el órgano de control en el ejercicio de la 

facultad respectiva, sino s6lo cuando es deficiente (omisa o 

imperfecta), en lo que concierne a las consideraciones impugn! 

tivas de los actos reclamados, o sea, en el aspecto que se 

refiere a la argumentaci6n jur!dica tendiente a establecer su 

inconstitucionalidad" (35). 

Por lo anteriormente expuesto, únicamente pueden suplir­

se los conceptos de violaci6n que no se hayan debida, clara y 

perfectamente señalado, o que falten total o parcialmente en 

la demanda. Por lo que no es obligación del juzgador de amparo 

aclarar, perfeccionar o conipletar los conceptos de violación 

hechos valer por el agraviado, sin que ello implique la perfe~ 

ci6n o integración de aquel los aspectos que no se refieran 

estrictamente a conceptos de violaci6n hechos valer en la 

demanda de garantías, aspecto totalmente contrario al que 

se refiere el principio de estricto derecho. 

(35) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit. p. 294. 
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En relaci6n a la materia del trabajo, le suplenc.ia de la 

queja defiCiente en amparos laborales es siempre en benP.ficio 

de la clase trabajadora, por lo que el articulo 123 Constitu­

cional tiene un espíritu e~inentemente proteccionista por 

parte del Estado en pro de la clase social del trabajo en 

coordinaci6n con las normas tutelares que se hacen valer por 

medio de las autoridades c!el trabajo. 

Suplir la queja deficiente es, en resumen, 11 una facultad 

a los jueces para imponer, en ciertos casos, el restablecimiell 

to del derecho violado sin que el actor o quejoso haya 

reclamado de modo expreso la violación". 

Al respecto, y para reforzar este criterio, es indispen­

sable e i ter una jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación: 

DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA DE TRABAJO.­
Cuando el agravio se hace consistir en que la Jun­
ta responsable ha dejado de tomar en consideración 
algunas pruebas, no es necesario, para la proceden 
cia del amparo, que el quejoso señale el preceptO 
de la Ley Federal del Trabajo que estime violado, 
pues basta con que serlale el hecho de referencia, 
para que Si!! pueda entrar al estudio de la consti tu 
cionalidad del acto reclamado. -

Quinta Epoca: 
Tomo LV, pág. 
Tomo LVI, pág. 
Tomo LVII, pág. 
Tomo LVII, p6g. 
Tomo LXIII, pág. 

994.- Le6n Agust!n. 
1983. - Martinez Ricardo. 
2616.- Cia. Mexicana de Aviación, 
2645.- Agame Cecilia y Coags. 
261.- Torre Alfonso. 

S.A. 

2. 4. 7. De Procedencia del Amparo contra Sentencias Definiti 

vas o Laudos 

Conforr.ie al inciso a 1 de la fracción III del Artículo 

107 de nuestra Cc:nsti tu~ión, q_ue en su esencia dice: "llI.­

Cuando se rei: lamen actos de tribunales judiciales, adr.iinistra­

tivos o del trabaje., el anparo 3Ólo proc~derá en los cases 
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siguientes: 

a).- Contra sentencias definitivas o laudos respecto de 

los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que 

puedan ser modificados o reformados, 

EstC' principio en cuestión alude que para que haya 

procedencia del a.-:-.paro contra sentencias definitivas o lau::ins, 

indispensablemente se deben afectar o violar las defensas 

procesales del quejoso, trascendiendo con ello al resultado 

del fall0 autoritaric: o bien, que se realicen en la propia 

sentencia en la cual se afecten defensas del quejoso, siempre 

que no sean estos actos de imposible reparac16n. 

En conclusión, este principio se presenta únicamente 

.;;_,..cuando se reclamen actos de Tribunales Judiciales, Administra­

tivos o del Trabajo..J.:.contra sentencias definitivas o laudos en 

los que ya no proceda rec;_¡rso ordinario alguno que pueda mr1di­

ficar o reformar dicha violaci6n a las defensas del quejoso 

dll!"ante la secuela procesal. 

2. 4. e. Principio de Procedencia del Amparo Indirecto 

Este principio procede al igual que el anterior, cuando 

se reclamen actos de tribunales judiciales, administrativos o 

del trabajo, cuya ejecución sea de imposible reparaci6n, fuera 

o después de concluido el juicio, o una vez. agotados los 

recursos ordinarios procedentes en su caso. 

El fundamento constitucional a este principio lo encon­

tramos en l'os incisos b) y e), de la Fracci6n III del articulo 

107 de nuestra Carta Magna, y que dada su ir.tportancia nos 

atrevemos transcribir: 

Artículo 107 .- 11Todas las controversias de que 
habla el articulo 103 se sujetarán a los procedi 
dimientos y formas del orden jurldico que deter: 
mine la ley, de acuerdo con las bases siguientes: 



'III .- Cuando se reclamen actos de tribunales judi 
ciales, administrativos o del trabajo, el amparO. 
sólo procederá en los casos siguientes: 

'b).- Contra actos en juicio cuya ejecución sea de 
imposible reparación, fuera de juicio o después de 
concluido, una vez agotados los recursos que en su 
caso procedan, y 

'c).- Contra actos que afecten a personas extrañas 
al juicio". 
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CAPITULO TERCERO 

ELEMENTOS DEL AMPARO 

En el presente cap! tulo se analizarán los elementos per­

sonales que se requieren para que el amparo se constituya como 

tal• as! como las causas y el objeto de realizaci6n política 

ante los 6rganos jurisdiccionales federales encargados de res­

guardar el orden social. Asimismo, se analizará la competencia 

en materia laboral de los órganos Federales; culminando con la 

explicaci6n y esencia de las sentencias de nuestra materia. 

3. 1. Elementos Comunes: 

Es la realización personal del amparo en: 

3, l. l. La Capacidad 

Nuestro ordenamiento jurídico tutela dos tipos de capac! 

dad, y son: 

a).- Capacidad de Goce: - Entendiendo por tal, la facul-
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tad·· d~ una persona"" para:_ser sujeto: o l'.'_eali~ar derec~~s y/o 

ob.l_~gacione~"; y 

b) .- Capacidad de Ejercicio:- José R. Padilla, entre 

otros. autores la· equiparan ·corno una capacidad procesal, con la 

posibilidad de comparecer en juicio en nombre propio o en 

representación de otra persona. 

La capacidad del quejoso en el juicio de Amparo, por lo 

regular se presume con el s6lo hecho de iniciar la acción de 

amparo, esto es, tiene capacidad de goce y ejercicio ante las 

autoridades Federales respectivas (Articulo 4 de la Ley de 

Amparo), 

Ahora bién, en cuanto a la capacidad del tercero perjud! 

cado, es potestativa, ya que ésta puede intervenir por si 

misma en un negocio jurisdiccional que tenga o pueda tener 

ingerencia en el asunto planteado por la parte quejosa. 

La excepci6n a la capacidad de ejercicio, la encontramos 

en los menores de edad, los sordomudos, los sujetos· en estado 

de interdicci6n, los locos, los enajenados mentales, entre 

otros que no pueden comparecer por sí mismos en el juicio de 

amparo, sino a través de sus representantes legales. 

3. 1. 2. La Legi timaci6n 

En términos generales, este elemento consiste en que 

para que una persona tenga tal legitimación, basta ser parte 

en el juicio o proceso de amparo, demostrando por ende el 

iñter~s jurídico :respecto del acto violatorio de garantías 

reclamado o que se haga valer ante una autoridad jurisdicci~ 

nal competente. 

De lo anterior se deduce que toda persona que figure co­

mo parte en el juicio tiene por consiguiente la legitimaci6n. 

Cabe señalar que la legitimación se puede presentar en 
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· un doble aopecto, esto es, ad-cauaM 1 ad-proces1a. Tiene leg~ 

tiuci6n "ad-cauau" toda persona Cr!sica, •oral u organismo 

del Estado), que Ci¡ure como parte en el proceso. 

Tiene legi timac16n "ad-procesum" toda aqu6lla persona 

que actúa como representante de otra. 

En nuestra materia de amparo, no denue1tra mayor dif'icu! 

tad este elemento, ya que únic•ente se requiere ser parte 

conforme a la ley para poder intervenir como tal, activa o 

pesivaaente. 

En este orden de ideas, Chiovenda dice al respecto que 

"la le¡¡i tiaaci6n ea la identidad del actor con la persona en 

co.110 favor eat6 la le1". 

Final•ente, el funduiento conatitutivo lo vaaos a encon­

trar en el articulo 5 de la Ley de Alaparo vi¡¡ente. 

3, 1. 3. La Personalidad 

La personalidad es WUI facultad c¡ue ae de11uestra por 

dlrrecho ante un juicio iniciado o se¡¡uido; pudiendo ser 6sta 

de 11odo ori¡¡inario o derivado, ori¡¡inario cuando se promueve 

por derecho propio y, derivado, cuando se actúa en representa­

ci6n de otra peraona. 

El Articulo 20 de la Ley de Amparo dice al respecto c¡ue: 

Articulo 20.- "Cuando en un Juicio de MParO la 
deaanda •• interponaa por doa o ah pereonas, 
deber6n deai¡¡nar un representante c¡ue ele¡¡irln 
entre allu •1-". 

Adeaú, ea un el•ento de al.m& importancia, en la que el 

¡¡obernado ¡¡uarda una si tuaci6n o estado jurldico reconocido 

plenaaente por el 6r¡¡ano de control Jurisdiccional mediante el 

procedimiento o negocio judicial concreto y determinado. 

En este orden de ideas, con la personalidad se entralla 
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una racul tad tal de desplegar la conducta procesal dentro del 

Juicio iniciado con antelac16n, por los 110tivos y circunstan­

cias de au naturaleza. 

Con lo que respecta a la personalidad del tercero per ju­

dicado ante el juicio de Amparo, se dice que esta se adquiere 

de modo derivado, ya que no interviene directamente en el 

procedimiento, al no como apoderado, mandatario, defensor o que 

actiia en nombre o representac16n de otra peraona. 

En cuanto a la personalidad de la autoridad responsable, 

eata no puede ser representada, sino mediante oficio, de 

acuerdo a lo dhpueato por el articulo 19 de la Ley de Amparo 

viaente, y que a la letra dice: 

Articulo 19.- "Las autoridades reaponsablea no pue 
den ••r repreaentadae en el juicio de uparo, pero 
el podr6n por aedio de simple oficio, acreditar de 
le¡adoa en las audiencias en el a6lo erecto de que 
rindan pruebas, ale¡uen '1 hqan proaociones en las 
al.... audiencias". 

Por otra parte, la pereonalidad del Ministerio Público 

Federal es la racul tad que la le7 otor-aa a ea te or-aaniaao 

público para coaparecer en loa juicios de uparo en donde ae 

ventilen intereses de car6cter p(iblico, actuando sal con 

personalidad derivada. 

Conforme a lo anterior, Buraoa aeftala que " •• . el IUni•t! 

rio Público Federal en el juicio de uparo, coao en cualquier 

otro juicio, a6lo puede intervenir- por .. dio de loa qentea u 

6raano• en que la le7 hace recaer au representación Jur-ldica, 

109 cuales, en tal forma, se revisten de personalidad 

derivada" (36). 

(36) BURGOA ORIHUELA, I¡nacio. Op. cit. p. 371. 
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3. 2. La Acc i6n de Amparo: 

Todos los elementos que constituyen la acción de amparo 

como juicio en su aspecto procesal realizado por las partes 

contendientes al órgano jurisdiccional de control, culmina con 

la realización de una sentencia. Lo anterior como una acción 

de derecho o protección que tiene el agraviado en excitar la 

función jurisdiccional para poder declarar el derecho a su 

favor. 

El juicio de amparo, juicio constitucional o juicio de 

garantías como anteriormente se ha venido haciendo notar, se 

inicia por un procedimiento meramente jurídico, el cual se in­

terpone en def'ensa del ir.iperio de la Constitución, y por ende 

en defensa de las garantias individuales por la vía de acci6n 

ante los 6rganos del Poder Judicial de la Federación, teniendo 

como efecto la nulidad del acto que se reclama y la reposición 

del quejoso en el goce de la garantía violada¡ cuya base fund~ 

mental lo son los artículos 103 y 107 de nuestra Carta Magna, 

que dada la importancia en el presente trabajo nos atrevemos a 

enunciar el primero de ellos: 

Artículo 103.- "Los Tribunales de la Federación 
resolverAn toda controversia que se suscite: 

I.- Por leyes o actos de la autoridad que viole 
las garantías individuales¡ 

II.- Por leyes o actos de la autoridad federal 
que vulneren o restrinjan la soberanía de los 
Estados¡ y 

III. - Por leyes o actor. de las autoridades de 
éstos que invadan la esfera de la autoridad 
federal". 

3. 2. l. La Acci6n en General 

Desde un punto de vista histórico y siguiendo el estudio 

de amparo del profesor Ignacio Burgos, la acci6n encuentra sus 
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orígenes en la negaci6n de la llamada "vindicta privata11
, 

figura romana en la que cada quien podía hacer justicia por su 

propia mano 1 exigiendo en tal forma un respeto a su esfera ju­

rídica, cumpliendo así un deber y respeto en pro de su persona 

misma. 

En términos generales, la acción es el poder jurídico de 

toda persona para poner en movimiento la maquinaria judicial 

con objeto de obtener tutela de la justicia ante quien 

promueve su petición. 

En términos semejantes, la acción de amparo la podemos 

describir como aquélla facultad que tienen los gobernados para 

solicitar la tutela o protección de la justicia Federal de 

acuerdo a las bases establecidas en el precepto 107 de nuestra 

Constitución Federal. 

De acuerdo a lo antes dispuesto, podemos deducir que la 

acción de amparo es un derecho público subjetivo, cuyo objeto 

es reclamar la prestación del servicio público jurisdiccional, 

por actos ilícitos a un gobernado, a una autoridad estatal o a 

una autoridad Federal, cuyo único fin es pretender la res ti tu­

ci6n de las cosas al estado anterior, en cuanto a prerrogati­

vas constitucionales se refiera. 

Por otra parte, podemos mencionar que el amparo no sola­

mente es procedente contra actos de autoridades 1 sino también 

contra leyes, que según la doctrina y la jurisprudencia la 

consideran como un acto del Poder Legislativo, con carácter de 

ser general, abstracta e impersonal ente todo gobernado, mas 

nunca privativa que se aparte de las leyes en forma especial. 

Prosiguiendo en todo lo anterior, consideramos que el 

amparo debe reunir los siguientes requisitos dotados de perso­

nalidad propia: 

a).- Un quejoso o agraviado con la respectiva legi timi­

dad para actuar como tal; 
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b) .- Una autoridad responsable, cuyos actos emitidos 

sean lesivos a quien promueve dicha acción¡ 

e).- Una autoridad jurisdiccional competente del orden 

Federal ante quien se pide .dicha tutela Constitucional¡ 

d).- Le existencia de un acto, ley o sentencia que vayan 

contra los intereses de la parte quejosa¡ 

e),- Ocasionalmente la existencia de un tercero perjudi­

cado, cuyos intereses sean contrarios a la parte quejosa¡ y 

f) .- La intervención del Ministerio Público Federal que 

actúa como representante de los intereses públicos, abstenién­

dose de serlo cuando éste no lo considere así. 

Para concluir, y dada su importancia es necesario menci~ 

nar las etapas práctico-jurídicas del juicio de amparo: 

1.- La presentación de la demanda constitucional, que 

como ya se vió, se inicia siempre a instancia de parte 

agraviada. 

2.- Se plantea mediante el ejercicio de una acción y 

ante los Tribunales de la Federación (Suprema Corte, Tribuna­

les Colegiados de Circuito y Juzgados de Distrito), en su 

respectiva jurisdicción y competencia. 

3.- La litis, representada por el planteamiento de la 

controversia constitucional, en la que se señalan leyes, 

normas y actos violatorios a las garantías individuales o la 

misma soberania entre los Estados y la Federación, as! como 

las disposiciones constitucionales y legales que se estimen 

violadas. 

4.- El informe de la autoridad responsable¡ la cual 

recabará la autoridad que conoce del amparo, anexándolo al 

expediente respectivo. 

5,- La celebración de una audiencia, ante la autoridad 

jurisdiccional que conoce del amparo, atribuyéndosele el 
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nombre de "audiencia constitucional", en la cual las partes pr:_ 

sentas sus pruebas y formulan sus alegatos (rendición de prue­

bas y alegatos). 

6.- La sentencia que niega o concede el amparo y protec­

ci6n de la justicia Federal a quien promovió este juicio de 

garantías. 

7 .- La ejecución de la sentencia. 

3. 2. 2. El Sujeto Activo 

El sujeto activo como parte en el juicio de amparo, es 

aquél gobernado, quejoso o agraviado que inicia la acción ante 

los órganos de la Federación, por actos o leyes que considere 

contravenidos o contrarios a sus garlintias constitucionales 

(igualdad, libertad, propiedad y seguridad juridica). 

Toda petición de protección y amparo de la justicia Fede­

ral deberá hacerse por escrito, salvo las excepciones que deban 

hacerse en forma personal en las audiencias y notificaciones, 

así como las que importen grave peligro de perder la vida tute­

ladas en el artículo 22 de nuestra Consti tuci6n en relaci6n con 

el artículo 117 de la Ley de Amparo en vigor. 

El juicio de amparo lo podrá promover el agraviado, su 

representante o defensor en tratándose de actos que correspo~ 

dan a una causa criminal, o bien por parientes o personas extr!! 

i'las en los casos que expresamente la ley lo permita. Pudiendo 

continuarse una vez iniciado por el agraviado mismo, por su re­

presentante legal o por su defensor de acuerdo al artículo 4 de 

la misma Ley de Amparo. 

3. 2. 3. El Sujeto Pasivo 

El sujeto pasivo en el juicio de garantías iniciado por 

parte del quejoso o agraviado, lo va a ser la autoridad respon-
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sable del acto o ley violatoric:> por e,l, ~ual se. ~stá_)~~µgnan?o 

ante una autoridad superior. :. ;·,.:.· ; -.;:·,, '>:-

La autoridad responsable de l.··:.::' ~c'i:~:;:·· ~ri': ~érminos ·de la 

Fracción 1 del Artículo 103 Consti tuciOnai'; -:- Ú~ .. v~--~ s~r cu'al­

quier autoridad estatal, en el orden >j~ráf.quico inferior que 

viole garantías individuales por un acto o ley en sentido 

estricto. 

Haciendo énfasis a las Fracciones II y III del precepto 

constitucional en cuestión, y de acuerdo al ámbito competen­

cial, el sujeto pasivo de la acción de amparo lo será aquella 

autoridad Federal o Local que haya originado la invación en 

órbita competencial de otra, ocasionando con ello un agravio 

juridico. 

3. 2. A. Las Causas 

Las causas primordiales por la cual se inicia la acción 

de amparo, es la situación jurídica que envuelve al gobernado 

en un estado de indefensión, situación que hace valer o prete~ 

de hacer valer ante los órganos Federales de su competencia. 

En otras palabras, son las violaciones que el gobernado 

u organismos estatales o federales pretenden reparar por medio 

del juicio de Amparo. 

Por lo que es una mera facultad de pedir conforme a 

derecho que el estado constitucional otorga, el poder iniciar 

esa reparación de agravios, que puede no darse según la valora 

ci6n que de ello se haga. 

Prosiguiendo la causa que nos or1g1na la acción compren­

dida, nos dá como resultado el ''acto reclamado de autoridad". 

Y este a su vez, es la violación a la garantía constitucional, 

r:iediante acto estricto sensu o por leyes de autoridad que 

vayan en cor.tra de nutstros intereses y contr-ari("s a derecho. 
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Al respecto, y para reafirmar este orden de ideas, nos 

adherimos al profesor Burgoa, al señalar que la causa por la 

cual se da la acción de amparo es "la violación cometida por 

una ley o un acto de cualquier autoridad del Estado, contra 

las garantías individuales que forman el contenido del status 

jurídico personal o situación jurídica concreta correspondien­

te ••• " (37). Asimismo de la contravención de las autoridades 

locales o federales respecto de la órbita competencia! dentro 

del régimen federal en contra de algún gobernado. 

3. 2. S. El Objeto 

El objeto de la acción de amparo es, que el agraviado al 

poner en movimiento la maquinaria jurisdiccional lleve la pre­

tención de obtener un fallo, resolución o sentencia favorable 

a sus intereses, las cuales con apego a las causas y al dere­

cho se vean vulnerados o restringidos. 

Como todo, una acción que se inicie siempre debe ir 

encaminada a un objeto determinado, y en este caso el objeto 

es precisamente lograr de una autoridad superior (justicia 

Federal}, la tutela o protección de las garantías consti tucio­

nales. 

Al respecto, el profesor Héctor Fix Zarnudio dice que 11 la 

pretención no es la acción" (38), tampoco afirma que sea inde­

pendiente de la acción, sino más bién, san dos figuras que van 

relacionadas una de la otra, esta es, que para que haya acción 

necesariamente debe existir una pretención, y para que ésta se 

dé, necesariamente debe iniciarse una acción. 

Ahora, con lo que respecta al objeto del juicio de 

amparo, se dice que es lograr la defensa de la Constitución, 

(37) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit. pp. 320-321. 
(38) FIX ZAMUDIO, Héctor. Op. cit. p. 101. 
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ya que es un medio reparador por excelencia, que restituye al 

gobernado el uso y disfrute total y pleno del derecho o garan­

tía constitucional violada. 

Asimismo, el objeto del amparo es que la autoridad resp~ 

te y cumpla cabalmente con lo que la Cnnsti tuci6n establece, 

logrando por ende el control de la constitucionalidad. 

Aunado a lo anterior, no podrá iniciarse acci6n o 

promoverse juicio de amparo si antes no existe previamente un 

agravio que vaya en contra de los intereses de un gobernado, 

ya sea de realizaci6n pasada, presente o futura. 

3. 2. 6. La Improcedencia 

La improcedencia de la acción de amparo suele darse al 

faltar algunos de los principios fundamentales y/o elementos 

que sirven de base para la constitución del mismo, o en su 

caso existir algún impedimento que lo imposibilite a iniciarse 

como tal de acuerdo a la ley de la materia, dándose al 

respecto la figura del sobreseimiento, el cual va a suspender, 

paralizar, terminar o cesar la relación procesal del amparo. 

Entre otros que tutela el artículo 73 de la Ley de Amparo 

vigente, tenemos a los siguientes casos de improcedencia: 

1.- Los consagrados en la Fracción II del articulo 3 de 

nuestra Carta Magna, referente a la autorización expresa del 

poder Público respecto a la educación media, en la que no 

procede el juicio de Amparo. 

2 .- La consagrada en la Fracción XIV del artículo 27 

Constitucional, que se refiere a la afectación de proporciones 

de tierras que sufren los pequeños propietarios, quedando por 

ende sin efectos dicho juicio de Amparo dada su naturaleza; 

3.- La consagrada en el articulo 33 de nuestra Consti tu-
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ci6n, · que se refiere a la privación de la garantía de audien­

cia a extranjeros. Dada su excepción, no se pueden plantear 

violaciones al segundo párrafo del articulo 14 Constitucional¡ 

4.- La consagrada en el articulo 60 de nuestra Ley Fund~ 

mental, en relación con las fracciones VII y VIII del articulo 

73 de la Ley de Amparo vigente, referente a la calificación de 

elecciones que realizan los Colegios Electorales de las 

Cámaras Legislativas; y 

5.- La consagrada y regulada en el articulo 109, en rela 

ci6n con el 111 de la propia Consti tuci6n. 

Es asi como la improcedencia en la acci6n de amparo va a 

impedir que se preste el servicio público jurisdiccional, en 

virtud de que una disposición legal lo prohibe. 

Ya que como se vió, el objeto de la acción en el amparo 

es la prestación del servicio público jurisdiccional, es decir 

la dicción del derecho desde un punto de vista doctrinario. Y, 

desde un punto de vista práctico, las pretenciones del actor o 

agraviado en su ejercicio de la acción suelen confundirse con 

el objeto de esta, ya que puede o suele suceder que la preten­

ci6n por medio de una sentencia definitiva desestime lo que el 

actor o agraviado pretendió en su demanda, esto es, que el 

agraviado en la sentencia definitiva de amparo no pruebe su 

acción o derecho, justificando por ende la parte demandada o 

responsable sus excepciones y defensas. Resultando con esto 

una acción procedente pero infundada que contravino a las 

pretenciones del agraviado accionista. 

Por otra parte, puede suceder que el acto reclamado en 

el amparo no er.iane de un juicio previamente establecido, esto 

es, que el amparo puede interponerse expontáneamente sin 

necesidad de que exista un proceso anterior; y, para que éste 

proceda se tienen que satisfacer los siguientes requisitos: 

1.- Que el acto reclamado importe peligro de perder la 

vida; 
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2 .- Que el acto reclama~~ ·~mP.º~,t~:~-~~:.at.~que a.- la liber­

tad de persona fUera del prot;:e~~mi_~-!1~~-;jiJ~~cial;· 

3.- Que el acto ---reciamadO_:.;se- refierá 8 la deportación 

o destierro¡ y 

4.- Que el actó reclamado importe una de las penas 

establecidas en el artículo 22 Constitucional en relación con 

los artículos 17 y 18 de la Ley de Amparo. 

3. 3. El Control de la Constitucionalidad 

El Control de la Constitucionalidad corresponde exclusi­

vainente a los Tribunales Jurisdiccionales de la Federación 

competentes para conocer sobre la materia de amparo, en los 

supuestos que establece el artículo 103 en sus tres fracciones 

de nuestra Constitución Federal en coordinación con el articu­

lo 107 del mismo ordenamiento constitucional. 

Al respecto, el Licenciado Luis Bazdresch dice que "· •• 

el Poder Judicial de la Federaci6n a través del juicio de 

garantías controla los actos de los demás poderes y los suyos 

propios, e impone la supremacía de la Constitución al privar 

de eficacia legal y material a los actos de autoridad que no 

se ajustan a los términos y al sentido de los preceptos 

constitucionales relativos a los derechos del hombre .•• ". 

El Poder Judicial Federal integra su actividad fundamen­

tal de dos funciones: la judicial propiamente dicha y la de 

control constitucional. En la que actúa con función judicial 

tiene como único fin, resolver toda controversia o problema de 

carácter jurídico que se presente a su conocimiento, competen­

cia que se atribuye a los Tribunales Unitarios de Circuito, no 

así a la Suprema Corte de Justicia, Tribunales Colegiados de 

Circuito y Juzgados de Oistr i to, en la que su función es 

meramente jurisdiccional, ejerciendo por ende la función de 

control constitucional. 
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Con lo que rt:specta a la función de control constitucio­

nal que desarrolla r:l Poder Judicial de la Federaci..:On, cuando 

despliega su actividad jurisdiccional crea una r<:laci0r1 pr.ilit! 

ca con k,s demás pr.:dert:s de la F<:d""racir"in r-, de los Estados, 

examinando leyes o actos (estricto sensu), para asi llegar a 

decir si contravienen a :"lo al régimen constitucional, prr;pnr­

cionando o negando a la vez la tutela y prc,tección de la just! 

cia Federal planteada en el juicio de garantías interpuesto 

por quienes de alguna manera son agraviados en su esfera 

jurídica. 

Por lo que el Poder Judicial Federal al i·ealizar sus fu!! 

e iones encomendadas se coloca en dos situaciones jurídicas 

distintas a saber, por un lado realiza la función judicial al 

resolver los conflictos de derecho¡ y por el otro, realiza la 

función de control constitucional, en la quE: nantiene, protege 

o conserva el orden constitucional creado. 

3. 4. El Control de la Legalidad 

En virtud de que el Estado no puede actuar sino lo que 

la ley expresamente le faculta, existe la garantía de legali­

i:lad en los preceptos constitucionales 1.:1 párrafos segundo, 

tercero y cuarto 1 y, 16 respectivamente. 

El amparo es cnnsiderado como un medio preservativo del 

control de legalidad dada su natura le za y fines que alcanza a 

través riel Poder Judicial Fedl:ral. 

Nos adherimos al análisis que atinadar.;ente hace el prof= 

sor Ignacio Burgoa al señalar que " ••• el control de legalidad 

se ha incorporado a la teleología del juicio de ampare. desde 

el principie de legalidad inherente a todo rég¡ner. de derechc 1 

se '-'rigi0 a la catt:goría de garar.<:ia -:cns<:itucicnal, cene, 

ecr-:ntec~ en México en función de lc;s articules 14 y 115 de la 
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Ley Suprema 11 
( 39). 

El amparo como una de las ramas de suma importancia para 

el Derecho Positivo Mexicano, despliega su facultad amplia en 

los articulas 14 y 16 constitucionales, que según el profesor 

Luis Bazdresch "el Juicio de Amparo se extiende a un minucioso 

control de legalidad, que consiste en: l.- Revisar la aplica­

ci6n concreta de la ley hecha por la autoridad responsable, y 

2.- Examinar si el acto reclamado expresa su fundamento legal 

y su motivo de hecho. Todo con el objeto de determinar si ese 

fundamento y ese motivo son o no pertinentes, restringiendo a 

los actos de las autoridades que tengan alguna relación con 

los derechos del hombre garantizados en la Consti tución11 (40). 

Se ve claramente la importancia que aporta nuestra 

materia en estudio al régimen jurídico creado, en cuanto a la 

conservación y protección de la constitucionalidad que en los 

artículos 103 y 107 de la misma Constitución se le da vida. 

3. 5. Competencia de los Organos Federales en materia de 

Amparo Laboral 

Los Tribunales Judiciales Federales, entre los cuales se 

comprenden la Suprema Corte de Justicia, los Tribunales Cole­

giados de Circuito, los Juzgados de Distrito y los Tribunales 

Unitarios de Circuito en materia de apelación, con excepción 

de éste último, operan en función del control de la constitu­

c;ionalidad con amparos diferentes a saber: 

A.- Amparo Directo o uni-instancial ¡ y 

B.- Amparo Indirecto o bi-instancial. 

(39) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit. p. 152. 
(40) BAZDRESCH, Luis. "El Juicio de Amparo. Curso General". 

4a. edición. Edit. Trillas, S.A., México, 1983. p. 17. 



Para poder describir a cada uno, nos permitimos hacer 

antes una breve referencia a los órganos comprendidos en el 

Poder Judicial Federal, que como ya se mencionó lo son la Su 

prema Corte, los Tribunales Colegiados de Circuito, los Juzg~ 

dos de Distrito, y, en materia de apelación los Tribunales Uni 

tarios de Circuito. 

Generalmente, cuando el Poder Judicial Federal desempeña 

la funci6n del amparo, desempeña lo que los tratadistas llaman 
11 función política constitucional 11

, es decir, la afrenta que 

tienen estos cuatro 6rganos a los órganos del Estado, revisan­

do los actos o leyes de éstos y cotejándolos con los preceptos 

de la Consti tuci6n para finalmente resolver si esas leyes o 

actos son o no inconstitucionales. 

Además, el Poder Judicial Federal 1 como anteriormente se 

hizo menci6n, desempeña también funciones comúnes u ordinarias 

iguales a las de cualquier otro 6rgano jurisdiccional, como 

por ejemplo: violación a las leyes federales, en materia de 

derecho mar! timo. 

Por lo que podemos concluir que, los órganos del Poder 

Judicial Federal desempeñan dos tipos de funciones: 

1.- La aplicaci6n de las leyes generales, abstractas e 

impersonales a un caso concreto y controvertido, esto es, la 

competencia de su funci6n ordinaria reglamentada en los 

artículos 104, 105 y 106 de nuestra Ley Fundamental¡ y 

2.- La funci6n político-constitucional, es decir, el 

juicio de amparo, previsto y reglamentado en los ya conocidos 

artículos 103 y 107 de nuestra Consti tuci6n. 

Excluyendo en este último caso, la intervención de los 

Tribunales Unitarios de Circuito, que como ya se dijo única­

mente están facultados para conocer en materia de apelaci6n, -

mas no del juicio de amparo en su doble acepción. 
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ahora comencemos pues a describir las··--dos dife~rentes 

formas de interponer amparo: 

A.- Amparo Directo.- Se promueve ante la Suprema Corte 

de Justlcia de la Nación y acyte los Tribunales Colegiados de 

Circuito. Y se llama "amparo directo" porque el quejoso acude 

directamente ante el más al to Tribunal para que se le resuelva 

alguna controversia. También suele llamársele "amparo uni-in~ 

tancial 11
1 es decir, de única instancia, porque por encima de 

las faculta des de la Corte no hay ningún otro órgano superior 

que pueda modificar, ratificar o revocar la resolución que en 

su caso emita la Suprema Corte de Justicia. 

B.- Amparo Indirecto.- Se le llama así porque de una 

manera indirecta llega a la Corte o al Colegiado, en virtud de 

que quien resuelve este tipo de amparos es el Juez de Distrito 

de autos autoritarios que se ventilen en primera instancia, y 

únicamente a través de la interposir. ión de los recursos que 

hay en materia de amparo (revisión, queja y reclamación), 

llega al conocimiento de la Corte o Colegiado en su caso. 

Este tipo de amparo es también llamado "amparo bi-insta!} 

cial 11
, porque recorre o suele recorrer dos distancias en su 

total esclarecimiento. 

Las reglas de competencia que determinan la procedencia 

en materia de amparo son: 

1.- Amparo Directo o Uni-instancial.- Procede este tipo 

de amparo cuando se reclama una sentencia definí ti va en mate­

ria civil (lato sensu), penal, administrativa, laboral, etc. 

Ahora bien, por sentencias definí ti vas debemos entender 

aquéllas que resuelven el fondo del asunto, o la cuestión en 

lo principal, a diferencia de las interlocutorias o incidenta­

les que no llegan a constituir el carácter de las primeras. 

Además, contra ella, o sea la definitiva, no debe caber ningún 

recurso cuyo objeto sea modificar o revocar dicha sentencia. 
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Una sentencia para que se constituya en su perfecci6n 

debe ser congruente entre lo pedido y lo contestado, y además, 

lo más importante que debe cumplir con los supuestos procesa­

les y sustantivos. 

Cuando el juzgador pronuncie una sentencia que no reuna 

los requisitos procesales o de fondo, esa sentencia estará 

vulnerando los derechos del gobernado, pudiendo por lo tanto 

ser impugnada ante las autoridades Jurisdiccionales Federales. 

El artículo 158 de la Ley de Amparo vigente, en su últi­

ma parte nos indica cuando procede el Amparo Directo, es de­

cir, contra sentencias definitivas de Tribunales Judiciales o 

Administrativos, o contra laudos dictados por Tribunales del 

Trabajo, por violación a las leyes del procedimiento cometidas 

durante la secuela del mismo, siempre que afecten a las defen­

sas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo, y por 

violaciones de garantias cometidas en las propias sentencias o 

laudos en su caso. Para los efectos de este articulo sólo será 

procedente el juicio de amparo directo contra sentencias 

definitivas de tribunales civiles o administrativos, o contra 

laudos de tribunales del trabajo, cuando sean contrarios a la 

letra de la ley aplicable al caso a su interpretación jurídica 

o a los principios generales del Derecho a falta de la ley 

aplicable, cuando comprenda personas, acciones, excepciones o 

cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las 

comprendan por omisi6n o negación ex.,resa. 

2.- Amparo Indirecto o Bi-instanciaL- Procede contra 

cualquier acto que no llegue a constituir el carácter de 

sentencia definitiva o contra una ley. 

La Fracción VII del articulo 107 Constitucional nos 

señala cuando procede el amparo indirecto: "El amparo contra 

actos en juicio, fuera de juicio o después de concluido o 

que se afecten a personas extrañas al juicio, contra leyes o 
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contra actos de autoridad administrativa, se interpondrá ante 

el Juez de Distrito bajo cuya jurisdicción se encuentre el lu­

gar en que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse 

y su tramitaci6n se limitará al informe de la autoridad, a una 

audiencia para la que se citará en el mismo auto en el que se 

mande pedir el informe y se recibirán las pruebas que las 

partes interesadas ofrezcan y oirán los alegatos pronunciándo­

se en la misma audiencia la sentencia". 

Por otra parte, el sistema competencia! jurisdiccional de 

nuestro juicio de amparo, desde el punto de vista juridico, lo 

vamos a concebir como 11 aquél conjunto de factores o elementos 

de capacidad con el orden jurídico en general investido a los 

Jueces de Oistri to, a los Tribunales Colegiados de Circuito y 

a la Suprema Corte primordialmente, para conocer del menciona­

do medio de preser·vaci6n de la Constitución, en las distintas 

hipótesis consignadas en el artículo 103 ••• " (41). 

Como primer elemento o factor determinante, se nos prese~ 

ta la limitaci6n a la jurisdicción, en cuanto al control cons­

titucional de manera general que corresponda a cada autoridad. 

Con esto queremos decir, que se nos limitará a pedir justicia 

de acuerdo a la jurisdicción de cada autoridad y de acuerdo a 

la naturaleza del acto reclamado, como: 

l.- Ante un Juez de Distrito, a través del amparo indire: 

to o bi-instancial, cuando el acto que se reclame no sea una 

sentencia definitiva en materia civil, penal, administrativa o 

laudo laboral¡ en sentido contrario, el amparo se interpondrá 

ante la Su¡jrema Corte de Justicia o ante Tribunales Colegiados 

de Circuito según corresponda; con la única excepción que 

cuando el amparo se promueva pretendiendo destruir todo el 

procedimiento por alguna falta o ilegalidad del emplazamiento, 

(41) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit. p. 380. 
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siempre y cuando el quejoso no haya intervenido en tal proced! 

miento en modo alguno y se siga en calidad de rebeldía, la co~ 

petencia corresponderá a este órgano Federal para conocer de 

dicho juicio de garantías bi-instancial 1 aún cuando parezca 

directo. 

El fundamento de la competencia de este órgano Federal 

lo vamos encontrar en la Fracción VII del artículo 107 de la 

Constitución¡ 114 de la Ley de Amparo vigente¡ 41 1 fracciones 

III y IV; 42, fracciones 111, IV y V; y, 43 fracciones VII y 

VIII de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

Fundamentos tales que se refieren en cuanto a la competencia 

de actos en juicio, fuera o ya concluido, que afecten a perso­

nas extrañas a él, a actos dentro de juicio que sean de impos! 

ble reparación, a actos de autoridades administrativas de los 

Tribunales Judiciales, Administrativos o del Trabajo, y a 

actos o leyes que entrañen una interferencia competencial 

entre las autoridades federales o locales conforme a las frac­

ciones 11 y 111 del articulo 103 Constitucional¡ aunque éste 

último en materia de amparo indirecto corresponda conocer a la 

Suprema Corte de Justicia de acuerdo en lo previsto en la Fra~ 

ci6n II del artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación. 

2.- Ante un Tribunal Colegiado de Circuito y ante la 

Suprema Corte de Justicia de la Noción. 

A diferencia del anterior, para que se de competencia a 

ástos Tribunales Federales, se requiere el carácter de "defini 

tividad" en las sentencias de primera instancia, como una 

condición o requisito sine qua non. 

Ante éstos órganos procede el Amparo Directo o Uni-ins 

tancial contra sentencias definitivas: 

a).- Contra sentencias definitivas del orden civil lato 

sensu y estricto sensu y mercantiles estricto sensu; 



77 

b) .- Contra s-entencias definitivas de .carácter penal¡ 

e).- -Contra sentencias definitivas 'dictB:dBs pf?r el _Tri­

bunal Fiscal de ·1a Federaci6n y el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal (autoridades admlnistrati­

' vas); ·y 

_d) .- Contra laudos definitivos dictados por las autori­

dades del trabajo, que de acuerdo al articulo 523 de la Ley 

Federal del Trabajo son: 

- Secretaria del Trabajo y Previsión Social¡ 

- Secretaria de Hacienda y Crédito Público¡ 

- Secretaria de Educación Pública; 

- Las de las entidades Federativas¡ 

- La Procuraduría de la Defensa del Trabajo¡ 

- El Servicio Público del Empleo¡ 

- La Inspección del Trabajo; 

- Las Comisiones Nacional y Regional de los Salarios 

Mínimos¡ 

- La Comisión Nacional para la participación de los 

Trabajadores en las utilidades de las empresas; 

- Las Juntas Federales y Locales de Conciliaci6n; 

- Las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje; 

- Las Juntas Federales de Conciliación y Arbitraje¡ 

- El Jurado de Responsabilidades; y 

- Entre otras de nueva creación. 

3.- Competencia que se deslinda entre los Tribunales 

Colegiados de Circuito 

Nación. 

la Suprema Corte de Justicia de la 

Este deslinde de competencias, que aunque se trata de 

sentencias definitivas, tiene limitan tes que marcan su esfera 

competencial para su conocimiento y ejercicio correcto. 

El fundamento legal a éstas limitaciones de los órganos 
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Federales en comento lo encontramos en las fracciones V y VI 

del artículo 107 Constitucional¡ 44, 45, 47 y 48 de la Ley de 

Amparo vigente; y, 25, 26 y 27 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación respectivamente. 

Ahora bién, refiriéndonos a este criterio, y para no 

hacer más extensivo el presente, únicamente nos referiremos a 

la competencia de ambas autoridades en lo que respecta a la 

materia laboral: 

A.- Competencia de la Suprema Corte: 

Conocerá la Suprema Corte del Amparo Directo o Uni-ins 

tanela! en los siguientes laudos: 

a).- Cuando los laudos sean dictados por las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje de las entidades federativas, entra­

tándose de conflictos de carácter colectivo, originándose por 

causas de carácter económico en cuanto a la suspensión o 

terminación de contratos de trabajo. Esto con arreglo a las 

fracciones 11 y III, incisos a), b) y e) del articulo 27 de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

b}.- Cuando los laudos sean pronunciados por autoridades 

Federales de Conciliación y Arbitraje en cualquier conflicto. 

e).- Cuando los laudos sean dictados por Tribunales 

Federales de Conciliación y Arbitraje de los Trabajadores al 

Servicio del Estado. 

B.- Competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito 

La competencia de estos tribunales en cuanto a la 

materia laboral es un poco más restringida, ya que únicamente 

se aboca a conocer de los amparos directos o uni-instanciales 

en materia del trabajo, en el supuesto de que el laudo que se 

iñipugne provenga de las Juntas de Conciliación y Arbitraje Ce~ 

trales o Locales en tratándose de conflictos individuales de 

trabajo, únicamente, 
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Por lo que si el laudo proviene de una aut'lridad dt:l 

trabajo local n central, corresponde al Tribunal Colegiado de 

Circuito conocer del amparo directo o uni-instancial en mate­

ria laboral¡ y, si ptJr el contrario, dichos laudos definitivos 

que se impugnen proviene.o de una autoridad Federal del Trabajo 

corresponderá entonces a la Suprema Cor te de Justicia conocer 

de su resoluci6n. 

3. 6. Las Sentencias en materia de Amparo 

En materia de amparo, el juicio comienza con la demanda 

y termina con la sentencia misma. 

Genéricamente hablando, la sentencia es el momento 

culminante de la actividad jurisdiccional, en ella el órgano 

encargado de aplicar el derecho, resuelve sobre cual es la co~ 

secuencia que el Estado señala a través de leyes para resolver 

el caso concreto y controvertido sometido al conocimiento de 

una autoridad competente. 

Asimismo, en la sentencia se va a determinar el alcance 

de una condición jurídica que se somete, se clasifica y se 

decide. 

El maestro Ignacio Burgoa, al referirse a las sentencias 

de amparo señala que 11 ••• son aquellos actos procesales prove­

nientes de la autoridad jurisdiccional que implican la 

decisión de una cuesti6n contenciosa o debatida por las partes 

dentro del proceso, bien sea incidental o de fondo ••• 11 (42). 

De acuerdo a la anterior definici6n y con fundamento en 

los articulas del 76 al 81 de la Ley de Amparo, las sentencias 

que se pronuncien en esta materia deben ser tal que amparen o 

(42) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit. p. 520. 
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protegen a individuos particulares o personas morales, priva­

das u oficiales de acuerdo a la naturaleza del acto o ley que 

se inpugne por el agraviado. 

El resultado de las sentencias en materia de amparo 

puede ser de un contenido triple, esto es, o bien se decreta 

el sobreseimiento por ser infundada la demanda o por adolecer 

de algunos elementos fundamentales, se concede o se niega el 

Amparo o protección de la justicia Federal. 

La sentencia que sobresee el juicio no decide sobre la 

constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto que se 

reclama, sino simplemente finaliza la estimaci6n jurídica del 

juzgador en un sobreseimiento de acuerdo al articulo 74 de la 

Ley de Amparo. 

En cambio, la sentencia que concede el amparo y protec­

ción de la justicia federal, tiene por objeto restituir al 

agraviado en el goce pleno de su garantía individual violada, 

restableciendo por tanto las cosas al estado anterior o posi t! 

vo a sus intereses. Al respecto la Suprema Corte de Justicia 

en una de sus jurisprudencias establece que: "El efecto jurí­

dico de la sentencia definitiva que se pronuncie en el juicio 

constitucional, concediendo el amparo, es volver las cosas al 

estado que tenian antes de la violación de garantías, nulifi­

cando el acto reclamado y los subsecuentes que de 61 se 

deri ven11 
( 43) . 

Respecto a la sentencia que niega el amparo y protecci6n 

de la justicia Federal, tiene como efecto una estimaci6n 

contraria a la estimación del agraviado, ya que se llega a la 

afirmación o constatación de la constitucionalidad del acto re 

(43) JURISPRUDENCIA 176, de la Compilaci6n 1917-1965, del 
Apéndice 1975. Materia General. 
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reclamado, situación por la cual es negada dicha protección o 

tutela constitucional. 

Aunado al estudio anterior, las sentencios de amparo son 

declarativas o son condenatorias, según la naturaleza que las 

constituya. 

La sentencia declarativa es aquella que se presenta en 

el sobreseimiento o en la negativa del amparo, sin llevar im­

pUcita una obligación o carga para cualquiera de las partes. 

En cambio, la sentencia condenatoria es la que concede el amp~ 

ro y protecci6n de la justicia Federal al agraviado, obligando 

a una de las partes, en éste caso a la autoridad responsable 

a restituir una garantía que conforme a sus actos lesionó al 

gobernado al emitir éstos. 

Por otra parte, la estructuraci6n o contenido de las 

sentencias de amparo comprende: 

1.- Los Resultandos.- Que conforme al artículo 77 en su 

Fracción I de la Ley de Amparo, señala que e 1 juzgador debe 

hacer una fijaci6n clara y precisa del acto o actos reclamados 

y, a la apreciaci6n de las pruebas conducentes para tenerlos o 

no por demostrados¡ 

2.- Los Considerandos.- Que son los fundamentos legales 

que utiliza el Tribunal Federal para sobreseer, negar u 

otorgar dicha protecci6n Federal¡ y 

3.- Los Puntos Resolutivos.- Que como puntos finales se 

concreta el fallo o resoluci6n, dicidiendo en otorgar, negar o 

sobreseer dicha protecci6n constitucional. 

Apartándonos del análisis anterior, nos resta describir 

la palabra 'laudo'. Al respecto, la Licenciada Ma. Lucrecia 

Velázquez Ampararán, en uno de sus trabajos realizados para la 

Junta Federal de Conciliaci6n y Arbitraje, dice que el 

laudo es 11 la resolución del Tribunal que decide sobre el fondo 
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del conflicto de acuerdo con los lineamientos establecidos por 

una autoridad competente 1 debiendo ser claros, precisos y 

congruentes con la demanda, contestación y demás prestaciones 

deducidas en el juicio11
• 

El laudo y la sentencia de amparo no pueden ser equipar~ 

bles en cuanto a su contenido, ya que se está en presencia de 

autoridades completamente distintas, pero si equiparables en 

cuanto a su objeto y finalidad, ya que tanto el laudo como la 

sentencia de amparo 1 van a decidir o dirimir la controversia 

que en dichos tribunales se presenten. 

Por otra parte, laudo y sentencia de amparo, figuras 

distintas en cuanto a rango autoritario se refiere, cuyo cent! 

nido federativo es el de resolver o decidir cuestiones contro­

vertidas, teniendo el mismo objeto y finalidad equiparable er. 

su esencia de realizaciones jurídicas. 
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CAPITULO CUARTO 

EL AMPARO EN MATERIA LABORAL 

En el presente capítulo, y como esencia formal de nuestro 

trabajo de investigación, es de considerable importancia hacer 

un breve análisis de los preceptos de Derecho del Trabajo 

asimismo la relación que éste tiene con las clases s:iciales que 

en nuestro país existen, er. tal virtud de ser un derecho que ve 

previene, regula y protege los factores de la producción: capi­

tal y trabajo, factores de s'Jrna importancia en México y el 

mundo. 

4. l. Fase Introductoria 

El Derecho del Trabajo, cor:io U!H institución jurídica nu~ 

va, de raíces netal':'lente sr,ciales, es plasmada por prir.iera vez 

en nuestra Constituci·Sn de 1917, específicarn€r.te en el artículo 

123, apartados A 'J B respectivamente; cuyo contenidn ES el 

reflejo y logr-:i de las ir.cesantes luchas d" las clases pre.:! 

letarias o econó..,icariente d~biles que durantr: mucho tier.1po fue-
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ron explotadas E:n su fuerza de trabajo¡ y, nos estarnos re:~i­

riendo al r.:ovimiento armado de 1910-1917, que culminó con l:J.s 

importantes huelgas sangrientas que tantas vidas i::r·,Qraron: L& 

Huelga de Cananéa¡ la HuE':lga de Río Blanco: y, el Manifit-str .. 

del Partido Liberal Mexicano¡ las cuales vinieron a dar vida 

y reconocimiento pleno al Derecho Laboral, promulgándose el 

18 de agosto de 1931 la primera Ley Federal del Trabajo, fund~ 

mental y reglamentaria del ya establecido articulo 123 d(;: 

nuestra actual Constit.uci6n. 

Posteriormente, para 1970 se promulga otra Ley Federal 

del Trabajo, cuyo contenido es superior a la anterior, 

perfilándose en esta ley los principios rectores del Derecha 

del Trabajo y de la interpretación de sus normas, basados en 

la protección y reglamentación de los derechos humanos de los 

trabajadores como uno de los elementos esenciales que distin­

guen al Derecho Laboral, y que dan cor.te resultado el equili­

brio y justicia social de las relaciones entre los factores de 

la produce ión. 

Uo obstante la evolución de la anterior ley 1 ya para 

1980 los avances del derecho sustantivo en materia del trabajo 

se veían disminuidos en su efectividad, dcbidr, a que el proce­

dimiento laboral quedaba rezagado de aquél, es di:cir, se situ~ 

ba en otra materia, por lo que el prif!lero de mayo de ese mismo 

ailo, debido a las reformas procesales laborales, éstas se 

desvirtúan de la materia civil donde se encontraban para asi 

plasmarse en su materia, lo cual las sitúa en un plano de gran 

importancia para el Derecho Laboral, ya como una institución 

jurídica independiente a las demás. 

Retomando nuevame:1t~ el estudio de los factGres sociales 

que enfatizaror, nuestra maHrla a estudio, dice el naestro 

Albert~ Trueba que "las estructuras id~ológicas y sociales del 

artículo 123. re'Jt'.:llJ.r. clarar.~nte que éste prec(>ptc. está funda­

do en los principi0s de lucha de clas1;s y otras teorías cuya 
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práctica conduce a la transformación económica de la sociedad 

mexicana burguesa y capitalista 11 (44). 

Por lo que cabe decir que el articulo 123 Constitucional 

está inspirado en un derecho de lucha de clases, con mira a 

las garantías sociales y proteccionista de la clase trabajado­

ra, con las carac teristicas de ser general, abstracto, impersc:. 

nal, irrenunciable, imperativo, reivindicatorio del prolet~ 

riada y exclusivo de los trabajadores. 

Es así como nuestra institución jurídica laboral tiene 

sus antecedentes hist6ricos, que revelan su nacimiento a 

través de clases que han triunfado para dar vigencia a una 

insti tuci6n que durante muchos o.ñas fue desconocida, y que hoy 

recobra gran importancia para el desarrollo social y arm6nico 

de nuestro país. 

4. l. l. Definición de Derecho Laboral 

Para tener una visión considerable respecto a lo que debe 

entenderse por Derecho Laboral, es importante citar algunos 

conceptos de diferentes eEtudiosos de la materia en cuestión: 

Para el maestro Mario de la Cueva, el Derecho del Trabajo 

es "los derechos mínimos que el pueblo y el Poder Legislativo 

garantizaron a los trabajadores en la Constituciónº y en la 

Ley del Trabajo" (45). Asimismo dice que es "la norma que se 

propone realizar la justicia social en el equilibrio de las 

.relaciones entre el trabajo y el capital". 

(44) TRUEBA URBINA, Alberto. "Nuevo Derecho del Trabajo11
• 5a. 

edición. Edit. Porrúa, S.A., México, 1980. p. 111. 
(45) DE LA CUEVA, Mario. "Nuevo Derecho Mexicano del Trabajo" 

Tomo I. 3a. edición. Edit. Porrúa, S.A., México, 1973. 
p. 36. 
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Para el maestro Alberto Trucba Urbina, el Derecho del 

Trabajo es 11el conjunto de normas, principios e instituciones 

que protegen, tutelan y reivindican a los que viven de sus 

esfuerzos materiales o intelectuales con el propósito de 

lograr su destino histórico: socializar la vida humana" (46}. 

El Licenciado Juan B. Climent Beltrán, ha definido 

al Derecho Laboral como "un Derecho Nuevo, dinámico inspirado 

en el humanismo jurídico, que se rige por principios distintos 

y, en ocasiones, opuestos a los del derecho común ••• 11 {47). 

Para el jurista Eugenio Pérez Botija, el Derecho del 

Trabajo es "el conjunto de principios y normas que regulan las 

relaciones de empresarios y de trabajadores, y de ambos con el 

Estado, a los efectos de la protección y tutela del trabajo" 

(48). 

Por lo que el Derecho Laboral, de acuerdo a las anteric; 

res definiciones, tiene aspectos peculiares, en las que se 

comprenden normas de protección al trabajo subordinado por 

un lado y, por el otro, normas de protecci6n al trabajador: lo 

que conlleva la carectcrística tutelar y humanitaria que lo 

distingue como una rama del Derecho diferente a las demás. 

Es as! cor.io el Derecho del Trabajo no se inclina a una 

sola parte de la relación laboral, sino que comprende dos, 

esto es, trabajo y trabajador, quien funge como intermediario 

para formar el equilibrio de las relaciones entre trabajo y 

capital, dos cosas distintas que conducen a la econom!a y 

armonía del país; o como dice Trueba Urbina "socializar la 

vida humana", que más que nada es lograr la plena armonía del 

ser humano. 

(46) TRUEBA URSINA, Alberto. Op. cit. p. 135. 
(47) CLIMENT BELTRAN, Juan B. "Formulario del Derecho del Tra 

bajo". 6a. edición. Edit. Esfinge, S.A., México, 1980. 
p.7. 

{48} PEREZ BOTIJA, Eugenio. "Derecho del Trabajo". 6a. edi-
ción. Edit. Tccnos, S.A., Madrid, 1960. p. 4. 
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4, 1, 2, Definición de Reladón de Trabajo 

La definición 'a la relación de trabajo nos la da el 

articulo 20 de la Ley, Federal del Trabajo, que a la letra dice 

lo siguiente: 

Articulo 20.- "Se entiende por relación de traba 
jo, cualquiera que sea el acto que le dé origen~ 
la prestación de un trabajo personal subordinado 
a una persona, mediante el pago de un salario". 

Es así pues como la relación de trabajo constituye un 

vínculo jurídico que se establece entre el patrón y el trabaj!! 

dar como consecuencia de la prestación de un trabajo personal 

subordinado a cambio del pago de un salario. 

Concretamente, retomando la idea anterior, la relación 

de trabajo es 11 la prestación de un trabajo personal subordina­

do a cambio del pago de un salario 11 (A9). 

En contravención a lo anterior, si la relación de traba­

jo es el vínculo de unión entre el patrón y el trabajador, 

existen dos figuras que vienen a romper este tipo de relacio­

nes en caso de conflictos presentados: la rescisión y la 

terminaci6n, cosas distintas que debido a la importancia que 

infundirán en nuestro tema del juicio de amparo en materia 

laboral, es menester mencionarlos: 

La rescisi6n, es un acto unilateral, ya sea del patr6n o 

del trabajador, que consiste en dejar sin efectos la relaci6n 

o el contrato celebrado entre ambas partes, conforme a lo 

dispuesto por los artículos del 46 al 52 de la Ley Federal del 

Trabajo, consideránda a estos actos no como arbi trarios 1 sino 

( 49) BAILON VAt.DOVINOS, Rosal ío. "Legislación Laboral". Edi t. 
Limusa, S.A., México, 1984. p. 40. 
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corresponderá probar ~ quienes lo invoquen. 

La terminación, es la cesación o conclusión de una rela­

ción o contrato de trabajo, conforme a los artículos 53, 54 y 

55 de la Ley Federal del Trabajo. 

La terminaci6n conforme a las cinco fracciones del artí­

culo 53 de la Ley de la materia son específicos y no requieren 

mayor explicación, ya que se refiere a: el mutuo consentimien­

to de las partes; la muerte del trabajador; la terminación de 

la obra; la incapacidad física o mental del trabajador; y a 

todos los demás a que se refiere el artículo 434 de la misma 

ley, 

4. l. 3. Definlci6n de Trabajador 

La definición de trabajador nos la proporciona el 

artículo 8 de la Ley Federal del Trabajo, al decir que: 

Artículo 8,- "Trabajador es la persona física que 
presta a otra 1 física o moral, un trabajo personal 
subordinado'' , 

Seg1ín ln expresión de esta ley, que dice que trabajador 

es la persona física, que presta a otra física o moral un tra­

bajo, se desprende que el trabajador nunca lo será una persona 

moral, mas sin en cambio, el patrón sí lo podrá ser une 

persona moral. 

Apartándonos de la idea anterior, podemos encontrar que 

una persona. moral nunca puede prestar un servicio o trabajo a 

otra persona moral o física, y de llegar a suceder estaría CO!,:! 

tradiciendo lo antes dicho; mas sin embnrgo no es de consider~ 

ción positiva, ya que de llegarse a presentar tal servicio, se 

estaría ante la pro:::sencia de una relación meramente civil, y -

nunca laboral. 



90 

4. l. 4. Definición de Patrón 

Conforme B(·artículo 10 de la Ley de la materia, se dice 

que "patr:6n es . la p.ersona física o moral que utiliza los 

servicios de uno o varios trabajadores". 

Estamos· totalmente de acuerdo con la anterior definición 

ya ~~e·i~ i~tención del trabajador es de prestar servicios y 

el· patr6n,la de utilizar esos servicios mediante una retrib~ 

ci6n en dineÍ"o equitativo al servicio prestado. 

4, l, 5. Oef!nici6n de Conflicto 

La palabra conflicto, deriva del latín conflictus, de 

confligere, chocar, teniendo los siguientes significados: 

antagonismo, conflicto de intereses, combate, etc .. 

Los conflictos de trabajo antiguamente no eran distingu! 

dos de los conflictos de carácter civil y mcrcantU, las 

partes en materia laboral para decidir sus conflictos acudían 

ante tribunales del orden común debido a la inasistencia de 

los que hoy en dia existen, especialmente para resolver 

conflictis de esta naturaleza. 

No apartándonos de la idea, "los conflictos de trabajo 

son las diferencias que se suscitan entre trabajadores y 

patrones, solamente entre aquéllos o únicamente entre éstos, 

en ocasión o con motivo de la formación, modificación e 

cumplimiento de las relaciones individuales o colectivas de 

trabajo''. 

Por lo que corresponde a las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje el resolver toda controversia que se suscite entre 

trabajadores y p:J.trones. A este orden de> ideas 1 y en cuanto a 

materia Federal, dice el artículo 604 de la Ley Federal del 

Trabajo que: 



Articulo 604.- "Corresponde a la Junta Federal de 
Conciliación y Arbitraje el conocimiento y resolu 
ción de los conflictos de trabajo que se susciteñ 
entre trabajadores y patrones, s6lo entre aqué­
llos o sólo e.:ntre éstos, derivados de las re lacio 
nes de trabajo ••. ". 
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También es importante r.icncionar que no todo conflicto de 

trabajo a'tañe al proceso jurisdiccional, sino que hay conflic­

tos que dada su naturaleza o flexibilidad pueden resolverse de 

una manera tranquila y pacífica entre las partes contendientes 

ya que en el caso de un despido de un trabajador por ejemplo, 

éste recurre ante su patrón y este a la vez accede a dicha 

petición de derecho que se le haga, entonces el problema se 

arreglará sin llevarlo ante una autoridad cornpetente ¡ y en -

este caso, no hubo proceso, pero s! ex1.sti6 el conflicto labo­

ral. 

4. 1. 6. Definición de Laudo 

En términos generales, la palabra 11 laudo11 es equiparable 

a sentencia, es decir, es la resolución que emiten los Tribuna 

les del Trabajo, cuyo objeto primordial es el de resolver un 

conflicto en lo principal, de acuerdo al extracto de la deman­

da y contestación de la misma, la apreciación de los hechos 

controvertidos (fijación de la litis), el análisis de las pru:, 

bas rendidas, la valoración de éstas en conciencia, indicándo­

se cuales son los hechos que se consideran probados, haciendo 

al respecto las consideraciones necesarias para fundamentar y 

motivar las conc-lusicnes a que S" 11(,ga, asimismo mencionar 

los puntos resolutivos como parte medular del litigio. 

El laudo cor.'.o una de las resoluciones primordiales Y 

obliga~orias que ti~nen les t-,ribunales laborales, se estable­

cen úr:.icamente cuando deciden sobre el fondc del conflic~o¡ ya 

qu.e éstos tienen conferidas las facultades de dictar acuerdos 
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en el caso de referencias a simples determinaciones de trát:'li te 

o cuando decidan cualquier cuestión dentro del negocio; as! 

también la facultad de dictar auto::; incidentales o resolucio­

nes interlocutorias, en el caso de resolver dentro o fuera del 

juicio un incidente. Lo anterior de acuerdo a lo dispuesto por 

el artículo 637 de la Ley Federal del Trabajo en sus tres frac 

e iones. 

De la apreciación de los artículos 841 y 842 de la Ley 

de ln materia, se d~duce que un laudo deberá dictarse a verdad 

sabida y a la buena fé; dtben ser claros, precisos y congruen­

tes, de acuerdo a la Jet:'lauda, contesta::.:ión u ofrecir:üento de 

pruebas que en la misma se interpor.gan. 

El laudo es la resolución de los Tribunales del Trabajo 

que se impugna ante las autoridades Federales en tratándose de 

Amparos Directos o uni-instanciales 1 cuondo se considere que 

éstos han sid-:i dictados contrarios a derecho. Así también la 

interposición de A.mparos Indirectos o bi-instanciales, cuando 

se considere que los agravios no provienen de laudos, sino -

de acuerdos, autos incidentales o resoluciones interlocutorias 

de los propios Tribunales del Trabajo. 

4. l. 7. Las Fuentes del Derecho Laboral 

Por principio de cuentas, la palabra "fuente" deriva del 

latín fans fonts que significa manantial de agua que sale o 

brota de la tierra. 

Por lo que, en las fuentes del Derecho Laboral encontra­

mos la facultad inmanente del hombre social en estructurar su 

propia existenc1a dentro del orden jurídico laboral. 

De acuerdo a lo anterior, podemos encontrar fuentes 

históricas, reales y formales a saber: 

A groso modo, en las fuentes históricas podemos citar a 
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los libros o documentos que encierran el texto de una ley o 

conjunto de leyes, entre otros que dada su naturaleza consti t~ 

yan antecedentes de nuestra materia. 

Las fuP.ntes reales son las que determinan el contenido 

de las normas jurídicas, constituyendo el 11 porqué 11 del naci­

miento de una ley declarativa, abstracta e impersonal. 

Y, las fuentes formales, según el maestro Careta Maynez, 

son 11 los procesos de rr.anifestaci6n de las normas jurídicas", 

es decir, que son las leyes a las que necesariamente debe 

acudir un juzgador del derecho para objetivar su decisi6n, 

tales como: la ley, la costumbre, la jurisprudencia, la 

doctrina y los principios generales del derecho. 

Sigui en do es te orden de ideas, nos proponemos mene i onar 

las fuentes que constituyen e 1 Derecho Laboral, y a verdad 

sabida tenemos: 

Con base en el artículo 17 de la Ley Federal del Tra­

bajo, tenemos que "a falta de disposición expresa en la Cons­

titución, en ésta Ley o sus reglamentos, o en sus tratados a 

que se refiere el artículo 6 1 se tomarán en consideraci6n sus 

disposiciones que regulen casos semejantes, los principios 

generales que deriven de dichos ordenamientos, los principios 

generales del derecho, los principios generales de la justicia 

social que deriven del artículo 123 de la Constitución, la 

jurisprudencia, la costumbre y la equidad". 

Así tenemos como fuentes históricas del Derecho Laboral: 

1.- La lucha de elases o del proletariado, que aunque no 

constituye un documento d(· tipo rr:aterial en la realidad, sí 

refleja la intención tan ir.iportante que se dió para llegar a 

constituirse lo que hoy es nuestro Derecho del Trabajo. 

2.- El articulo 123 Constitucional, precepto en el cual 

por prir..era vez se plas~.an los derecr.os sociales del trabaJo, 

y que hoy en d[a es considerado dentro de las fuentes formales 
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como uno de los más importantes del mundo. 

3.- La Ley Federal del Trabajo de 1931, en la cual por 

primera vez se plasman los reglamentos y honor a la esencia 

del articulo 123 de nuestra Constitución vigente. 

4.- La Ley Federal de 1970, considerada ya como fuente 

histórica de nuestra materia, debido a la evoluci6n que ésta 

ha tenido durante los últimos años. 

Con lo que rcspec ta a las fuentes reales del Derecho 

Laboral, el maestro Mario de la Cue•1a dice que son las 

necesidades de los trabajadores, la justicia y la equidad. 

Aunado a lo anterior, Baltasar Cavazos Flores dice 

uademás de las necesidades de los trabajadores, de la justicia 

y de la equidad a que se refiere Mario de la Cueva, también lo 

son las aspiraciones obreras y las necesidades patrona­

les" (SO). 

He aquí la fuente real en lo que respecta a las necesid! 

des de los patrones, ya que es considerada la bilateralidad 

del Derecho Laboral entre las necesidades de la empresa que 

deben ser consideradas como tales para mantener las fuentes 

del trabajo, y por ende las relaciones de trabajo como una de 

las fuent~s vi tales. 

Por último, nos resta mencionar las fuentes formales del 

Derecho Laboral, las cuales son: 

1.- La Ley federal del Trabajo, vigente desde el primero 

de mayo de 1960. 

2.- La Costumbre, que realmente se impuso y logr6 a 

través de la fuerza. 

( 50) CAVAZCS FLORES 1 Ba! tasar. 11 500 Preguntas más usuales so­
bre temas laborales". 2a. edictón. Edit. Trillas, S. A. 
México, 1984. p. A3. 
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3.- La jurisprudencia, que como conjuntos de tesis sus­

tentadas en las ejecutorias de los Tribunales, principalmente 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constituyen 

ejecutorias que dan esclarecimiento pleno a la Ley federal del 

Trabajo en caso de duda. 

4.- La doctrina. que son los estudios técnicos y cientí­

ficos en torno a la materia labora 1, constituyendo por ende 

una excelente fuente de creación material. 

5.- Los principios generales del derecho, que en éste 

caso son eminentemente nuevos debido a la lucha de clases que 

aun vive entre los corazones y mente de los estudiosos del 

derecho laboral y de quienes lo creemos as!. 

6.- Los contratos: el colectivo y el contrato ley, que 

como fuentes especiales formales del Derecho Laboral forman 

parte e integración a la rama del Derecho del Trabajo. 

7 .- La sentencia colectiva, que en algunos casos y como 

fuente especial llega a constituir, en contraposici6n de los 

laudos que resuelven controversias definitivas del orden jurí­

dico laboral, una peculiaridad de ser únicos medios de reducir 

a los trabajadores los derechos adquiridos y así dirimirlos en 

·~onc1lieci6n con la contraparte para no perder fuentes de 

... rabajo en última instancia. 

4. l. B. Las Resoluciones de los Tribunales del Trabajo 

Al respecto comente Rafael Tena Suck que ºlas resolucio­

nes judiciales por lo general son todas las declaraciones de 

voluntad producidas por el Juez, que tienden a ejercer sobre 

el proceso una influencia directa. inmediata o de definición 

de la r.:ontroversia, siendo sus principales características las 

siguientes: 

a).- Son actos de jurisdicción: 
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b) .- Mediante ellos los órganos declaran su voluntad ·y 

ordenan o prohiben algo¡ 

e).- Son actos unilaterales, aunque se lleven a cabo por 

Tribunales Colegiados¡ y 

d).- Mediante las resoluciones se tramita el proceso, se 

resuelve el litigio, y se pone fin o se suspende el juicio" 

(Sl) • 

De esta última diferimos, en cuanto a su significaci6n, 

ya que el fin del proceso entablado será la resolución que al 

efecto se dicte por los tribunales, resolviendo el litigio y 

por ende la resolución del juicio. 

Y as{ conforme al articulo 837 de la Ley Federal del 

Trabajo, las resoluciones que los Tribunales del Trabajo 

dictan son: 

L- "Acuerdos: si se refieren a simples determinaciones 

de trámite o cuando decidan cualquier cuesti6n dentro del 

negocioº. 

II.- "Autos incidentales o resoluciones interlocutorias: 

cuando resuelvan dentro o fuera del juicio un incidente". 

III.- "Laudos: cuando decidan sobre el fondo del confli~ 

toº. 

Teniendo por efecto éstas resoluciones de ser: 

a).- Declarativas, en cuanto a que clasifican el derecho 

o situación jurídica controvertida entre las partes laborales. 

b) .- De Condena, cuando señalen la conducta a seguir por 

el demandado, con motivo del fallo. 

e).- Constitutivas, cuando fijen nuevas situaciones 

jurídicas respecto de una anterior, como ejemplo tenemos a la 

sentencia coli:ctiva, el patrón sustituto, titularidad de 

contratos colectivos, etc .. 

=================== 
\51) TENA SUCY., Rafael y Hugo !talo Morales S. 11Derecho Proce 

sal del TrabaJo". 2a. edición. Edit. Trillas, S.A., _: 
~éxlco, 1986. p. 138. 



d).- Criterios de resolución, en cuanto a que las Ju:'itas 

Laborales conforme a los artículos 614 y 615 tienen la obliea­

ción de formar criterios para las Juntas Especiales, los 

cuales pued-en ser revisados en cualquier tiempo, s~gún la 

jurisprudencia que materia laboral se dicta. 

Conforme a este último criterio, las Juntas tienen la 

obligación de dictar las resoluciones en el r:\o:nento del acto 

en que concluya la diligencia respectiva (audiencia), o dentro 

de las cuarenta y ocho horas siguientes al en que se haya 

dictado ésta o se hayan presentado las promocior1es que al 

efecto las partes formulen. 

Por otra parte y en relación a nuestro trabajo, los lau­

dos o resoluciones que se dicten en tratándose de prestaciones 

económicas, "en él se determinará el salario que sirve de base 

a la condena, cuantificándose el importe de las prestaciones; 

se señalaI"án las medidas o mecanismos con arreglo a las cuales 

deberá cumplirse la resolución. Sólo por excepción podrá orde­

narse se habra el llamado incidente de liquidación" (52). 

Asimismo, sigue diciendo este autor que. "los laudos 

podrán impugnarse por el amparo directo, ya que el amparo 

indirecto procede contra todas las demás resoluciones que no 

tengan et carácter definitivo o contra leyes que por su sola 

expedición causen perjuicio al particular" (53). 

Nos resta decir que los laudos o resoluciones que se 

dicten por las Juntas del Trabajo no admiten recurso alguno en 

contrario, ni tampoco pueden revocar sus propias resoluciones¡ 

sino únicamente promover el Juicio de Amparo ante los superio­

res jerárquicos, o ~n su caso, exigir la responsabilidad en 

que puedan incurrir los miembros de las propias Juntas. Más 

{52) TENA sucr:, Rafael y füigo Italo Morales. Op. cit. tJ.!42. 
(53) lbldem. p. !J3. 
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sin embargo, hay recursos como la revisión y la reclamación 

que de manera interna, es áecir, no trascendiendo a una segun­

da instancia, van a conocer las propias Juntas de Conciliación 

o Juntas Especiales de Conciliación y Arbitraje, contra actos 

del ejecutor cuando éstos provengan de Presidentes, Actuarios 

o funcionarios legalr.iente habitados en ejecuci6n de laudos; o 

en su caso de ser con·1enios; resoluciones que pongan fin a las 

tercerías: o resoluciones dictadas conforrn'?' al articule. 849 de 

la ley de la materia. Debiendo pre-sentarse los recursos de 

revisión y reclamación por escrito ante las autoridades com­

petentes, acompañado d~ las respectivas pruebas supervenientes 

y, en un término que no exceda de los tres días siguientes al 

del que se haya tenido conocimiento del acto que se impugne. 

Teniendo come principales efectos estos recursos impugn~ 

dos: 

a}.- Modificar el acto impugnado y aplicar las sanciones 

disciplinarias a los responsables, de acuerdo a lo dispuesto 

por los artículos 637 al 64º/ de la Ley de la materia; y 

b) .- En el supuesto de la procedencia del recurso de 

reclamación, además de las medidas de- apremio y disciplina se 

aplicarán las sanciones que establece el artículo 672 en rela­

ción con el 855 de la Ley de la materia. 

En los casos de improcedencia de estos recursos se 

impondrá una r.iul ta de dos a siete veces el salario m!nimo 

vigente en la zona económica correspondiente, esto con base en 

el artículo 856 de la propia Ley Federal del Trabajo. 

4. 1. 9. Naturaleza Jurldica de las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje 

El primer antecedente :-especto a 1as Juntas Labcrales, 

lo podemos encontrar en la ley expedída por e! Estado de 

Jalisco el 7 de octubre de 1914, bajo el régiwen ::: ... 1 G1'ber-
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nador Manuel Aguirre Berlanga, como una de las primeras leye..; 

que trató sobre las cuestiones del conflicto laboral y de su 

debida aplicación por las autoridades mediante Juntas Municip~ 

les competentes para conocer de los conflictos qu~ se present~ 

ban entre trabajadores y patrones en razón de la materia: una 

respecto a la agricultura, otra para la ganadería y una terce­

ra para las restantes industr las de cada Municipio. 

Del ordenamiento estatal antes aludido, podemos decir 

que contenía uno de los primeros principios y espíritu lcgisl~ 

tivo que constituyeron a la creación y fundamentación de bases 

del artículo 123 de nuestra Constitución vigente, específica­

mente a la fracción XX, que en su esencia dice lo siguiente 

"Las diferencias o los conflictos entre e 1 capital y el traba­

jo se sujetarán a la decisi6n de una Junta de Conciliación y 

Arbitraje, formada por igual número de representantes de los 

obreros y de los patronos, y una del Gobierno". 

Ya para 1924, la Suprema Corte de Justicia sostenía por 

vez primera que "las Juntas de Conciliación y Arbitraje, son 

tribunales del trabajo, capacitados psrs resolver conflictos 

individuales y colectivos entre trabajadores y patrones •.• 11 

(54). Posteriormente sigue diciendo este autor que "las Juntas 

son tribunales pero no administrativos, por cuanto que su 

jurisdicci6n no alcanza a revisar disposiciones de la adminis­

traci6n¡ su funci6n es jur""isdiccional 1 de competencia específ~ 

ca, sobre el contrato de empleo y a cuyo conocimiento se suje­

tan las diferencias o conflictos entre el capital y el trabajo 

conflictos de clases sociales, colectivos o individuales, en 

los que no intervienen aquéllas en defensa de sus actos de 

autoridad". 

(54 l tRUEBA URSINA, Alberto. "Nuevo Ooerecho Procesal del Tra­
bajo". 5a. edición. Edit. Porrúa, S.A., México, 1980. 
pp. 235-238. 
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Es por ello que las Juntas de Conciliación y Arbitraje, 

son del ámbito Local o Federal, son autoridades con competen­

cia para conocer de todo asunto laboral, cualquiera que sea su 

naturaleza, contra cuyas decisiones puede llegar a entablarse 

el Juicio de Amparo, sea uni-instancial o bi-instancial. 

También es preciso sef\alar que toda controversia puesta 

a conocimiento de las autoridades del trabajo, debe resolverse 

preferentemente por la vía de la conciliaci6n, para no trasce!! 

der a procedimientos más complejos, es decir, hacer más minu­

ciosa la resolución y así evi ter la formalidad de todo un 

proceso laboral mediante una resolución o laudo, que también 

tiene las características de ser una verdadera sentencia. 

Concluyendo este estudio, podemos hacer notar que las 

Juntas Laborales son organismos administrativos con funciones 

jurisdiccionales y con plena facultad para conocer y resolver 

conflictos individuales o colectivos presentados entre capital 

y trabajo, subordinándose al Poder Judicial Federal en dos 

formas a saber: una en materia del Juicio de Amparo Laboral; y 

dos, con la obligatoriedad de poder atacar la jurisprudencia 

existente en materia laboral 1 que siempre va en pro de la 

clase trabajadora. 

4. l. 10. Competencia y Jurisdicci6n en el Amparo Laboral 

En cuanto a la jurisdicción en materia de amparo laboral 

se dice que, ésta compete únicamente a los tribunales de la 

Federación su conocimiento, conforme a lo ya establecido en el 

p~to 3. 5. del capítulo precedente. 

A manera de recordatorio, tienen competencia para cono­

cer del amparo laboral los siguientes Tribunales de la Federa­

c i6n: 

A.- La Suprema Corte de Justicia, a través de la Cuar­

ta Sala, en tratándose de: 
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a).- La~dos dictados por la Junta Federal de Conciliación 

y Arbitraje, en asuntos individuales o colectivos¡ 

b).- Laudos dictados por la Junta Local de Conciliación y 

Arbitraje en conflictos colectivos (no individuales); y 

e).- Laudos dictados por la Junta Federal de Conciliación 

y Arbitraje de los Trabajadores al Servicio del Estado. 

B.- Los Tribunales Colegiados de Circuito, conocerán de 

los amparos directos o uni-instanciales, en los siguientes 

casos: 

a).- Contra laudos de las Juntas de Conciliación y Arbi­

traje que resuelvan conflictos individuales (no colectivos). 

Los Tribunales Colegiados de Circuito cada día se ven más 

restringidos en cuanto a su competencia, ya que únicamente 

conocen de laudos impugnados en conflictos individuales. Y las 

sentencias que emiten en el amparo uni-instancial podrán ser 

impugnadas cuando decidan sobre la constitucionalidad de una 

ley o precepto constitucional ante la Suprema Corte. 

C.- Los Jueces de Distrito, conocerán de los amparos 

indirectos o bi-instanciales, en los siguientes casos: 

a).- Contra actos realizados durante el juicio o después 

de concluido éste, o que afecten a personas extrañas al mismo, 

asimismo contra leyes, reglamentos, decretos, actos de autori­

dades administrativas o del trabajo que lleguen afectar los 

derechos de los gobernados. 

b).- Contra leyes, reglamentos, decretos, etc,, que 

versen sobre materia del trabajo. 

c) .- Contra actos de autoridad judicial en controversias 

sobre aplicación de las leyes federales o locales. 

d) .- Contra actos de autoridad distinta a la judicial. 
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Contra sentencias dictadas en amparo indirecto por los 

Jueces de Distrito, procede la revisión ante los tribunales 

Colegiados de Circuito o la Suprema Corte de Justicia según 

la materia sobre la que verse el juicio laboral. 

Es preciso señalar que, la competencia de los Jueces de 

Distrito se restringe en cuanto a los laudos no definitivos, 

revesando tal grado, su competencia se extingue. 

4. 2. Modo o Formas de iniciar el Amparo en Materia Laboral 

El amparo en materia laboral se inicia al igual que en 

las demás materias, es decir, no tiene formalidades diferentes 

o especiales que lo di ferencíen; siempre concurren todos aqué­

llos requisitos o elementos que lv integran en su forma espec! 

fica, tal como lo señala el articulo 166 de la Ley de Amparo 

vigente. 

El juicio de amparo en materia laboral dada su naturale­

za puede ser directo o indirecto. Directo en única instancia 

ante la Suprema Corte o Tribunales Colegiados de Circuito, 

contra laudos definitivos dictados por los tribunales adminis­

trativos o del t;abajo que afecten garantías de la clase 

social obrero-patronal 1 bien sea por la violaci6n que se haya 

cometido por el propio laudo o por violaciones a las leyes del 

procedimiento durante la secuela del mismo y que trasciendan 

estas al resultado del fallo. 

Y 1 en tratándose de amparos indirectos o bi-instanciales 

se pueden promover únicamente por actos en juicio o fuera de 

juicio, que no lleguen a la categoría de definitivos, y ante 

un Juez de Distrito. 

En nuestra materia, el articulo 848 de la Ley Federal 

del Trabajo, claramente especifica que ºlas resoluciones de 

las juntas no admiten ningún recurso. Las Juntas no pueden 

revocar sus resoluciones". 
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Asimismo sigue diciendo en el segundo párrafo que "las 

partes pueden exigir la responsabilidad en que incurran los 

miembros de la Junta". Resultando por ende procedente el Jui­

cio de Amparo en esta materia, no como recurso, sino como 

un mero juicio que conforma l& parte medular del análisis del 

presente trabajo. 

La Ley Federal del Trabajo no establece recurso alguno 

en contra de los laudos dictados por las Juntas de Concilia­

ci6n y Arbitraje 1 constituyendo por ende resoluciones firmes 

e irrevocables que sólo pueden impugnarse en la vía de amparo. 

Por consiguiente, el Licenciado Baltasar Cavazos Flores 

indica que ºtodo laudo deberá impugnarse por medio del amparo 

directo, ya que los amparos indirectos proceden contra todas 

las demás resoluciones que no tengan el carácter de definiti­

vas •• ," (55). 

Es por ello que las garantías que se aleguen violadas 

ante el juicio de amparo laboral, como por ejemplo: las de 

legalidad comprendidas en los artículos 14 y 16 constituciona­

les y que se pretendan reparar, ya sea en la Cuarta Sala de la 

Suprema Corte¡ por los Tribunales Colegiados de Circuito¡ o por 

un Juez de O is tri to¡ tendrán como único fin el de decidir si 

se cometieron o no las violaciones que el quejoso alegue, y de 

resultar en sentido afirmativo, repararlas según la naturaleza 

que las constituya, sea de restituir, sea de volver las cosas 

al estado anterior, o bien, abstenerse de realizar algún acto. 

Corno el amparo es un juicio de estricto derecho, única­

mente se abocará a cuestiones que el agraviado o quejoso 

(SS) CAVAZOS FLORES, Baltasar. "35 Lecciones de Derecho Labo­
ral". 2a. edición. Edit. Trillas, S.A., México, 1984.­
P-""'370. 
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señala en su demanda. A excepci6n de que la demanda sea obs­

cura y vaya en perjuicio del trabajador quejoso, entonces 

la autoridad que conozca del asunto puede suplir la deficien­

cia de la queja y así poder dar tutela jurídica o protecci6n 

Federal a la clase trabajadora sin contravenir el espíritu del 

articulo 123 de nuestra Consti tuci6n. 

Dados los razonamientos anteriores, y no encontrando 

mayor grado de dificultad podemos concluir que las dos figuras 

que comunmente en el amparo se dan, repercuten o trascienden a 

la materia laboral con cierta inclinaci6n a la protecci6n de 

la clase desprotegida. Esto es, las autoridades de la Federa­

ci6n llevan consigo lo que el legislador de 1917 plasmó en el 

precepto 123 Constitucional. Ahora bién, nos resta decir que 
11¿Cual es la si tuaci6n jurídica en la que el patrón se encuen­

tra cuando sus garantías como gobernado o como clase socio­

econ6mica son violadas y a la vez restituidas por el amparo?". 

4, 3. Análisis del Articulo 174 de la Ley de Amparo 

Atendiendo a lo ya preceptuado, y como punto de análisis 

de nuestro trabajo, nos atrevemos a transcribir íntegramente 

el articulo 174 de la Ley de Amparo: 

Articulo 174.- "Tratándose de laudos de las juntas 
de concilieci6n y arbitraje la suspensi6n se conce 
derá en los casos en que, e juicio del presidenté 
de la junta respectiva, no se ponga a la parte que 
obtuvo, si es la obrera, en peligro, de no poder 
subsistir mientras se resuelve el juicio de amparo 
en los cuales s61o se suspenderá la ejecución en 
cuanto exceda de lo necesar lo para asegurar tal 
subsistencia". 

"La suspensión surtirá ef'ectos si se otorga 
caución en los mismos términos del articulo ante­
rior, a menos que se constituya contrafianza por 
el tercero perjudicado". 
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Este artículo comprendido dentro del capitulo 111 1 refe­

rente a la ºsuspensión del acto reclarnedo11 , implica una respo~ 

sabilidad para los Presidentes de las Juntas en promover 

respecto a la suspensión de los laudos y conceder en lo que 

exceda de lo necesario de asegurar la subsistencia de la parte 

que obtuvo, si es la obrera, y no ponerla en peligro inclusive 

de perder la vida mientras se resuelve el juicio de amparo 

respectivo. 

Una vez fijada la fianza o contrafianza bastante para 

garantizar tal subsistencia, por el Presidente de la junta; se 

concede al quejoso un término de cinco dias siguientes a la 

rx>tificaci6n para que éste la exhiba, y así pueda iniciar el 

juicio de amparo laboral ante los superiores jerárquicos para 

el total esclarecimiento, ya que de lo contTario, queda exped!_ 

ta la via para la ejecución del acto reclamado, mas si la 

ejecución aún no se ha llevado a cabo y la quejosa exhibe la 

fianza después de transcurridos los cinco dias hábiles, no 

existe obstáculo alguno para que pueda ad.mi tirse. 

En el segundo párrafo del precepto en estudio, aun cuan­

do estuviese concedida una suspensión y surtiendo sus efectos 

por haberse otorgado le fianza, puede el tercero perjudicado 

dejarla sin efecto, y para que ésta pueda surtir sus efectos, 

el tercero perjudicado deberá cubrir previamente el costo de 

la que hubiera otorgado el quejoso, según lo establecido en el 

ertlculo 126 de la propia Ley de Amparo. 

Al respecto, dice el Doctor Burgos que en materia de 

Trabajo en general, "la suspensión en el juicio de amparo 

directo, cuando se trate de laudos pronunciados por las Jun­

tas de Conciliación y Arbitraje, además de que debe reunir en 

cuanto a su procedencia, la petición previa del agraviado, qu: 

da sometida a la condición de que a juicio del Presidente de 

la Junta respectiva, no se ponga a la parte que obtuvo (se en­

tiende el leudo favorable), si es la obrera, en peligro de no 
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poder subsistir mientras se resuelve el juicio de amparo, en 

cuyo caso, no se suspenderá la ejecución en cuanto exceda de 

lo necesario para asegurar tal subsistencia" (artículo 174, 

párrafo primero de la Ley) (56). 

En este mismo orden de ideas, el Licenciado Fernando 

Arilla Bas dice que "el artículo 174 de la Ley de Amparo, 

establece una facultad discreci~nal a favor de los miembros de 

las Juntas de Conciliación y Arbitraje, para conceder la sus­

pensión de los laudos que se recurren en amparo directo, y la 

Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

sustentado el criterio de que la suspensión en la materia del 

trabajo, es improcedente hasta por el importe de seis meses de 

salario, por ser éste el término considerado como necesario 

para la tramitación del juicio de garantías (apéndice de Juris 

prudencia. Quinta Parte. Tesis 253)" (57). 

Para continuar comprendiendo nuestro orden decretado de 

ideas es conveniente sei'ialar el concepto de fianza y citar a 

la vez algunas ejecutorias respecto de ésta en materia del 

trabajo: 

La fianza, es la garantía decretada por una autoridad 

para dar cumplimiento a una obligaci6n. Por lo consiguiente, 

para que exista la suspensión debe otorgarse la fianza ~ 

te el Tribunal 1 para así poder garantizar el Juicio de Amparo 

a seguir. 

En nuestra materia 1 
11 

••• una vez emitido el laudo en el 

que se plasma la verdad legal filtrada a través de la mente de 

los administradores de la Justicia Laboral, como este puede 

resultar contrario a las garantí.as constitucionales, al ser 

(56) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op. cit. p. 803. 
(57) ARILLA BAS, Fernando. ºEl Juicio de Amparo". Edit. Kra­

tos, S. A., México, 1982. p. 313. 
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combatido a través del juicio de amparo, para establecer la 

definitividad del mismo en la ejecutoria en la que se analice 

su ajustamiento a las normas constitucionales, surge la inte­

rrogante de saber en qué condiciones queda la parte obrera 

mientras se establece en el amparo, si la verdad legal conten! 

da en el fallo pronunciado por las Juntas, deba prevalecer 11 

(58), 

La interpretación jurisprudencia! a este respecto, al 

igual que la ley (artículo 174 de la Ley de Amparo), tiene es­

tablecido el criterio de que el el tado peligro surge cuando al 

trabajador se le ocasionan daños irreparables, por no disponer 

de otros medios para poder subsistir, diferentes a las presta­

ciones a las que hubiera sido condenado el patrón. En esta 

virtud la suspensi6n será improcedente, siempre que el laudo 

impugnado imponga al patrón prestaciones vitales para el 

trabajador. 

Siguiendo este orden de ideas, podemos señalar los casos 

en los que no procede una suspensión en materia laboral: 

a).- Cuando se trate de reinstalar al trabajador¡ 

b) .- Por indemnización a los deudos en caso de muerte 

del trabajador; 

e).- Por indemnizaciones en casos de acldentes de 

trabajo¡ y 

d) .- Tampoco procede la suspensión en el caso de condena 

de pago hasta por el importe de seis meses de salario. 

En virtud de lo anterior y de acuerdo al articulo 192 de 

la Ley de Amparo vigente, las Juntas de Conciliación y Arbi tr~ 

je, tienen la obligación de rechazar toda solicitud o petición 

(58) GUTIERREZ QUINTANILLA, Alfredo. 11 La Suspensión de los Ac 
tos Reclamados en el Juicio de A111paro". 2a. edición. 
Edit. Cárdenas, s. A., México, 1985. p, 204. 
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de suspensión del acto reclamado, en los casos antes citados. 

Fuera de ello, las Juntas Laborales concederán la suspensión 

del acto reclamado, siempre y cuando se presente la fianza 

necesaria para garantizar los daños y perjuicios que pudieran 

llegar a ocasionarse al tercero perjudicado. 

Para reafirmar el estudio del precepto jurídico en 

comento, citaremos a continuación algunos criterios jurt:= 

prudenciales emitidos por la Suprema Corte, en materia 

laboral: 

SUSPENSION EN MATERIA DE TRABAJO. FIANZA EN LA. 
De lo dispuesto en el articulo 173 y 174 en rela­
ción con el 125 de la ley de amparo, se deduce que 
en materia laboral, la suspensi6n de la ejecuci6n 
del laudo reclamado en el juicio de garantías, sur 
te efectos si el quejoso otorga caución bastante 
para responder de los daños y perjuicios que con 
aquélla pueda ocasionar a tercero si obtiene sen­
tencia favorable. Así pues, cuando se trate de la 
suspensi6n de la ejecución de un laudo que condena 
a la parte quejosa, el monto de la caución debe 
ser bastante para responder, por concepto de daftos 
de las prestaciones a que fue condenado y, además, 
por concepto de perjuicios 1 de los intereses lega­
les sobre esas prestaciones durante el tiempo pro­
bable para la resolución del amparo, que según lo 
admite la recurrente, es de un año, de lo contra­
rio, si se fijara una fianza insuficiente daria 
por resultado que el laudo condenatorio, de no ser 
viola torio de garantías, posiblemente no tendria 
ejecución, de haber realizado el quejoso actos que 
trajeran consigo su insolvencia económica (59). 

SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO. DEBE OTORGARSE FIAN 
ZA CUANDO SE CONDENA LA, AUN CUANDO SE HAYA ASEGU: 
RADO LA SUBSISTENCIA DEL TRABAJADOR. De acuerdo 
con lo que dispone el articulo 174 de la Ley de 

(59) JURISPRUDENCIA 1902. Jurisprudencia Laboral. Apéndice 
1974-1975. Mayo ediciones. 4a. Sala Informe 175, segunda 
parte p. 78. 



Amparo, los Presidentes de las Juntas al resolver 
la suspensión del acto reclamado, deben asegurar 
la subsistencia del trabajador que obtuvo, bien 
sea negando la suspensión respecto de la condena a 
la reinstalación, o bien negando dicha suspensión 
hoste por el importe de seis meses de salarios, 
que es el término considerado como necesario por 
esa Cuarta Sala para la tramitación del juicio de 
Garantías. Pero lo anterior no significa que una 
vez asegurada la subsistencia del trabajador, la 
suspensión deba concederse sin fianza respecto del 
resto de la condena, pues el propio precepto 
establece, en su primer párrafo, que la suspensión 
surtirá efectos si se otorga cauc i6n bastante para 
responder de los daños y perjuicios que con la 
suspensión puedan ocasionarse a terceres (60). 

SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO. EL ASEGURAMIENTO DE 
LA SUBSISTENCIA DEL TRABAJADOR Y DE LOS DAÑOS Y 
PERJUICIOS MEDIANTE FIANZA, NO SON INCOMPATIBLES.­
El aseguramiento de la subsistencia del trabajador 
durante la tramitación del juicio de garantías, y 
el aseguramiento del pago de los daños y perjui­
cios que puedan ocasionársele con la suspensión 
del acto reclamado, no son incompatibles. El prime 
ro se obtiene mediante la reinstalación inmediatii 
del trabajador 1 si esa es la acción ejerci teda, o 
mediante la ejecución del laudo hasta por el impor 
te de seis meses de salarios, y el segundo, eñ 
cambio, queda a resueltas del juicio de garantías, 
para el caso de que se niegue el amparo al quejoso 
y que con la suspensi6n del acto reclamado se 
hayan causado perjuicios al tercero. Por esa razón 
cuando después de asegurar la subsistencia del 
trabajador que obtuvo, se concede la suspensión 
del acto reclamado respecto del resto de la conde­
na, el quejoso debe otorgar garantia para respon­
der del pago de los daños y perjuicios que con tal 
suspensión pueda ocasionarse al tercero, todo ello 
de acuerdo con lo que disponen los artículos 174 
último párrafo de la Ley de Amparo 1 en relación 
con el 173 primer párrafo de la propia Ley (61). 

==================== 
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(60) JURISPRUDENCIA 1686. Jurisprudencia Laboral. Apéndice 
1974-1975. Mayo ediciones. 4a. Sa.la. Sépti•a Epoca. Vel. 
58. Quinta Parte, p. 48. 

(61) Ib!dem. p. 52. 



SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO. LA JUNTA DEBE CONCE 
DERLA MEDIANTE OTORGAMIENTO DE FIANZA, AUN CUANDO 
EL MONTO DE LOS SALARIOS CAIDOS NO ESTE DETERMINA­
DO. - El artículo 174 párrafo último, de la Ley de 
Amparo 1 en relación con el artículo 173 primer pá­
rrafo, de la propia ley, se desprende que siempre 
que se pida la suspensión del acto reclamado, se 
concederá mediante el otorgamiento de una fianza 
que asegure el pago de los daños y perjuicios que 
puedan ocasionarse a tercero si no se obtiene sen­
tencia favorable en el amparo; de manera que la 
Junta tiene que concederla de acuerdo a la ley, 
aunque el monto de los salarios caldos no este 
determinado, pues la necesidad de otorgar fianza 
para la suspensi6n determinada por la sola posibi­
lidad de que con ésta se ocasionen daños y perjui­
cios al tercero¡ esto es, que aunque el monto de 
los salarios caldos no esté determinado, de cual­
quier forma la condena a pagarlos existe, y con 
ella, la posibilidad de que se causen al tercero 
dai\os y perjuicios con la ejecución de esa parte 
del laudo (62). 

SUSPENSION EN MATERIA DE TRABAJO. PROCEDENCIA DE 
LA.- Los anteriores distingos existentes de indem­
nizaciones equiparables a alimentos, salarios de­
vengados, caldos, etc., no deben tomarse en cuenta 
para los efectos de la suspensión, de acuerdo con 
lo mandado por el articulo 174 de la Ley de Amparo 
se previene asegurar tan s6lo para ese efecto la 
subsistencia del trabajador, y como no existe 
mejor manera para garantizar esa subsistencia que 
reintegrándolo al trabajo, es indudable que la 
resoluci6n de una Junta que concede la suspensión 
contra el pago de los salarios caidos, previa 
reinstalación del trabajador en su puesto, de 
acuerdo con el laudo, debe estimarse ajustada a la 
ley y consiguientemente infundada la queja que 
contra la misma formule el trabajador (63). 
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(~2) JURISPRUDENCIA 1B90. Jurisprudencia Laboral. Apéndice 
1974-1975. Mayo ediciones. 4a. Sala. Séptima Epoca. Vol. 
58. Quinta Parte. p. 53. 

(63) JURISPRUDENCIA 1903. Op. cit. p. 362. 
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Concluyendo así nuestro estudio, al decir que la suspen­

sión en materia laboral guarda una doble finalidad a saber, 

primera, el de garantizar la aplicación del fallo mientras se 

resuelve el juicio de amparo y protección de la justicia 

Federal; y dos; proteger la subsistencia del trabajador 

mientras exista tal proceso. 

4. 4. La Negación del Amparo al Quejoso en Materia Laboral 

Una vez fijada la fianza o caución bastante para garant! 

zar los derechos, en este caso, derechos de la parte obrera, 

corre a cargo del patrón cumplir ésta ante el Presidente de la 

Junta Laboral correspondiente, para as! poder iniciar el 

juicio de garantías ante los órganos de la Federación según la 

jurisdicción o competencia a que corresponda. 

Por consiguiente, quien por lo regular promueve el jui­

cio de amparo en tratándose de laudos laborales, es el patrón, 

ya sea por violaciones procesales o de fondo, siempre que tra~ 

ciendan al resultado del fallo. En éstos casos, también puede 

suceder que por la mala o infundada motivación, el amparo se 

le niegue¡ lo que constituiría en dejar las cosas al estado 

anterior, es decir, no llegar a esclarecer la verdad de la ley 

ya plasmada en un laudo que es contravenido a sus intereses. 

Pues bién, la improcedencia constitucional de lo establ= 

cido por el artículo 103 de nuestra Ley Fundamental se mani­

fiesta en "la invalidación del expresado acto, de sus efectos 

y consecuencias y en el establecimiento, en favor del agravia­

do o quejoso, de la situación particular afectada al estado en 

que se encontraba inmediatamente antes del mismo acto" {64). 

Sigue diciendo es te autor que " .•. para llegar a cualquiera de 

(64) BURGOA ORIHUELA, Ignacio. Op, cit. P• 448, 
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éstos resultados (positivo o negativo), el órgano de control 

tiene que dirimir la cuesti6n fundamental sobre si el acto 

impugnado se opone o no a la Ley Suprema ••• 11
• 

Dada la negación del amparo en los supuestos de improde­

dencia o sobreseimiento señalados por el artículo 73 y 74 de 

la Ley de Amparo en vigor, el patrón quejoso no tiene más que 

cwnplir la condena a que se hizo acreedor en el laudo laboral. 

4. s. El Amparo concedido al Quejoso en Materia Laboral 

En vista de lo ya estudiado, llegamos a la conclusi6n de 

que, en ningún momento se establece suplencia de la deficien­

cia de la queja en f'avor del patrón quejoso. Por lo que el 

derecho hasta cierto punto no es equitativo para todos, ya que 

siempre dá prioridad e inclinación a ciertas clases sociales. 

Con lo anterior no queremos infundir discordia a lo pre­

ceptuado en nuestra Constitución, sino simplemente tratar de 

diferenciar el mayor grado de una balanza que en derecho no es 

permitido inclinar debido a la equidad de justicia. Situaci6n 

que nos condujo a pensar y llegar a plantear el título de 

nuestro trabajo de investigación, el cual lleva por nombre: 
11Situaci6n Jurídica del Patrón Quejoso en Amparo Laboral". 

Contrariando lo anterior, podemos concatenar que si "en 

materia laboral son restituibles para el trabajador los sala­

rios o prestaciones respecto de las cuales se ha ejecutado el 

Laudo señalado como acto reclamado en el amparo, puesto que si 

tales prestaciones le fueron otorgadas en ejecución parcial 

del laudo en relación con el cual se negó la suspensión, para 

que pudiese subsistir el trabajador, cabría preguntarse si el 

propio trabajador al concederse el amparo y protección de la 

Justicia Federal a la contraparte patronal, tendría obligación 

de restituirlas, en razón de los efectos que produce la sente:! 

cia en el juicio de amparo en términos del articulo 80 de la 



113 

Ley de Amparo en vigor" (65) 

En tal virtud, si el trabajador recibe los beneficios p~ 

ra su subsistencia a través del Presidente de la Junta Laboral 

en el inicio de la tramitación del amparo, resulta contrario a 

derecho el no devolvérselas al patrón quejoso que acaba de 

ganar o en su caso conceder por la justicia Federal su protec­

ción y amparo¡ en este supuesto, no viendo situaciones hasta 

cierto punto inhumanas en las que pueda quedar el trabajador, 

el patt'Ón con fundamento en el artículo 80 de la Ley de Amparo 

vigente, puede exigir ••ta restitución en el pleno goce de la 

garantía violada, restableciendo las cosas al estado que 

guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea 

de carácter positivo¡ y cuando sea de carácter negativo, el e­

fecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que 

obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a 

cumplir, por su parte, lo que la misma garantia exija11
• 

Sigue diciendo el Licenciado Alfredo Gutierrez que ''cuan 

do el trabajador esté en la posibilidad material de hacer la 

res ti tuci6n de lo recibido en la ejecución parcial del Laudo 

no definitivo en cuanto a su validez constitucional, tuviese 

la obligaci6n por efecto de la sentencia que se dictase en el 

Juicio de Amparo declarando, la insubsistencia o nulificación 

del propio Laudo, de devolver al patr6n las sumas recibidas, 

en relación con los salarios caldos 1 pero cuando el trabajador 

carece de los medios materiales necesarios para poder hacer la 

restitución, o cuando peligre su subsistencia en caso de veri­

ficar la restitución, no podría ni materialmente, ni menos se­

ria equitativo obligarlo a que realice dicha restituci6n"(66).-

(65) GUTIERREZ QUINTANILLA, Alfredo. Op. cit. PP• 210-211. 
(66) Ibídem. 



114 

Es precisamente ésta última idea en la que encuadramos 

nuestro titulo de trabajo, al referirse que "cuando el trabaj~ 

dar carece de los medios materiales necesarios para poder 

hacer la restituci6n11 o "peligre su subsistencia11
, "no podría 

ni materialmente, ni menos seria equitativo obligarlo a que 

realice dicha restitución". 

Es aquí precisamente en donde quisieramos establecer un 

nuevo orden o precepto jurídico que venga a esclarecer y regu­

lar una base que determine las situaciones, que lejtJs de serlo 

se encuentran de llegar a suceder muy restringidas y confusas, 

con limitantes que no van acorde a derecho. 

En este criterio, proponemos la ampliación a una tercera 

fase o párrafo del artículo 174 de la Ley de Amparo, o en su 

defecto, un articulo 174 bis que venga a ampliar en materia de 

trabajo, especificamente en conflictos, la responsabilidad de 

los Presidentes de las Juntas Laborales en restituir al patr6n 

quejoso que ha logrado la protecci6n y amparo de la justicia 

Federal, la fianza o cauci6n depositada ante e 1 Tribunal 

Laboral en los inicios del juicio de amparo, ya que de lo 

contrario se estaría ante la presencia de una violaci6n a una 

garantía constitucional que todos poseemos como gobernados, 

esto es, a la garantía de legalidad. 

Esto a razón de que es un juicio de estricto derecho, y 

hasta cierto punto más complejo, en cuanto a que en él el 

patr6n, en sus conceptos de violación que hace valer dá razon! 

mientas justificados, congruentes y completos¡ ya que de ser 

aimp les afirmaciones que no se funden en razonamientos jurídi­

cos ", .• traen como consecuencia, la impasibilidad de ser estu­

diados por la Corte, pues hacer dicho estudio equivaldría a 

suplir la deficiencia de la queja, en contravención a lo dis­

puesto por el articulo 76 de la Ley de Amparo, que no autoriza 

la suplencia de la queja, tratándose del amparo promovido par 
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el patr6n" (67), 

Para concluir el citado estudio, y en cuanto a la compl= 

jidad del juicio de amparo tramitado por el patr6n quejoso 

quisieramos citar un término jurisprudencial que reafirme lo 

antes dicho: 

CONCEPTOS DE VIOLACION. AMPARO PROMOVIDO POR EL PA 
TRON.- Los conceptos de violación en el amparo prO 
movido por el patr6n, que son simples afrimacioneS 
y no se fundan en razonamientos jurídicos 1 traen 
como consecuencia la imposibilidad de estudiarlos, 
pues hacer dicho estudio, equivaldría a suplir la 
deficiencia de la queja en contravención a lo 
dispuesto por el articulo 76 de la Ley de Amparo, 
que no autoriza la suplencia en tratándose del 
amparo p~omovido por el patrón (68). 

4. 6, La imposibilidad de restituir al Patr6n Quejoso que ha 

obtenido el Amparo y Protección de la Justicia Federal.­

Consecuencia o Situación Jurídica Prevalecienteª 

En coordinación con lo antes expuesto, la imposibilidad 

de restituir al patrón quejoso en el amparo laboral, corre a 

cargo del trabajador o tercero perjudicado que de alguna mane­

ra y por razonamientos fundados y motivados qued6 totalmente 

desprotegido del laudo que lo favorecía. Su imposibilidad 

radica en que no tenga los medios necesarios materiales o 

econ6micos que con anterioridad le fueron otorgados por la 

Junta Laboral conocedora del asunto, cuya responsabilidad re­

cae en el Presidente de la misma, ya que como órgano encargado 

y como autoridad persona física, debería primero prever la 

solvencia de éste (trabajador), para as! poder proceder hacer 

(67) BORRELL NAVARRO, Miguel. "El Juicio de Amparo Laboral". 
Edit. Pac, S.A., México, 1986. p. 35. 

(68) JURISPRUDENCIA 30, Jurisprudencia Laboral. Apéndice: 
1974-1975. Mayo ediciones, 4a. Sala. Séptima Epoca.­
Quinta Parte, p, 34. 
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entrega de la fianza que en su caso el patrón quejoso haya 

depositado, o en su defecto, hacer la entrega hasta en tanto 

la segunda instancia resuelva o decida en pleno la situación 

jurídica de ambas partes en conflicto. 

La consecuencia jurídica es a cargo de la respcnsabi lidad 

en que incurren los funcionarios, ya que son los encargados de 

impartir la buena justicia, y no agravar más la situación de 

casos concretos. Por lo que es conveniente según a nuestro 

entender que la fianz.a o caución quede depositada en un seguro 

del Tribunal I..ocal o federal de Conciliación y ArbitraJe, y no 

entreg.5.rselc a la part'! (en este caso obrera), sino hasta el 

total esclareci."liento de la cuestión controvertida, para así 

no incurrir en responsnbi lidad alguna; ya qul' si se entrega a 

la contraparte según lo establecido en el tantas veces a ludido 

articulo 174 de la Ley de Amparo, y éste a la vez lo extingue, 

entonces cuando el patrón quiera recobrar su fianza~ nunca 

va a poder. y se va a ver en un total estado de indefención 

en sus garant!as ya según "protegidas" por el amparo a su 

favor. 

La responsabilidad de funcionarios públicos debe preval: 

cer a contrario sensu del articulo 174 de la Ley de Amparo 

vigente, asi lograr el total equilibrio de la fuerza del 

Derecho en México. 



117 

CONCLUSIONES 

PRIMERA.- El Juicio de Amparo como materia primordial en la 

presente investigaci6n 1 no encuentra su formulismo o indicios 

de creación en la época pre-hispánica, es decir, sus princi­

pios nunca fueron conocidos ni mucho menos regulados por las 

leyes consuetudinarias que en nuestro país prevalecieron. 

SEGUNDA.- Es a través de la conquista de Espai\a a nuestro 

territorio cuando se empiezan a vislumbrar cuestiones e ideas 

tradicionales provenientes del continente europeo que dan 

origen a los principios de nuestra máxima instituci6n de 

amparo. 

TERCERA. - Ya plasmada la tendencia que viniera dando nacimie!} 

to a nuestra materia en cuestión, no cabe duda que ésta, de 

cierta forma también fuese auxiliada por tendencias anglosaj~ 

nas que más tarde diera como resultado un modelo tipico al 

que hoy en din México tiene. 

CUARTA.- El antecedente directo del Juicio de Amparo en nues­

tro país, lo encontramos en el proyecto de Constitución del 

Estado de Yucatán en el año de 1840, formulado y propuesto 

por Don Manuel Crescencio Rejón, lo que constituye ya en 

forma una aportación individual de gran importancia trascen­

dental a la base juridica nunca antes propuesta y con la 

misma calidad en la que se venia desarrollando. 

QUINTA. - En antelación a lo anterior, la conformación federal 

a nivel nacional del Juicio de Amparo corresponde a la desta­

cada labor del insigne jurista Jaliciense Don Mariano Otero, 



118 

formando parte al igual que Rejón de la tendencia individua­

lista para la federalización de nuestra máxima institución 

de amparo en la Constitución Federal de 1857, modelo y base 

que nuestra actual Constitución de 1917 retomó. 

SEXTA.- Una vez fijada la creación del amparo, éste tiene 

por objeto fines meramente poli tices, aunque su esencia sea 

jurídica y el órgano de naturaleza jurisdiccional¡ con supre­

nacia constitucional que tiende a guardar el equilibrio 

entre fuerzas contrarias que puedan llegar a existir entre 

la Federación y el Estado, entre el poder público y el gober­

nado, y así, mantener un equilibrio de atribuciones para bien 

de todos entre la Federación, los Estados y los gobernados. 

SEPTIMA.- El Juicio de Amparo es una lnsti tuci6n procesal 

autónoma por naturaleza jurídica propia que vela por le 

Supremacía Constitucional existente en nuestro pala. 

Oc:fAVA.- El Juicio de Amparo, es un medio jurídico de protec­

ción o tutela constitucional, que comprende todo nuestro 

ordenamiento fundamental existente, cuyo objeto primordial es 

velar por el orden normativo secundario, en la que los Orga­

nos de la Federación (Suprema Corte de Justicia, Tribunales 

Colegiados de Circuito y Jueces de Distrito), tienen facultad 

amplia según su competencia para conocer de los actos tanto -

de autoridades administrativas como judiciales que violen les 

garantías del gobernado. 

UOVENA.- El Juicio de Amparo siempre será ejercitado por la 

vln de acción y dentro del plano constitucional por 6rgano 

jurisdiccional, mediante la ingerencia o petición de un 

gobernado (persona física o moral), que en sus derechos o &! 
rantlas sea afectado por leyes o actos de autoridad. 

OECIMA.- El Juicio de Amparo tiene como característica pri-
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mordial, que los efectos de sus sentencias no sólo sean el de 

modificar, revocar o confirmar los actos reclamados, sino el 

de res ti tu ir al quejoso en el pleno goce de sus garantías 

cónforme al articulo 80 de la ley de la materia, lográndose 

as! el estado anterior de las cosas, al de su violación. 

DECIMA PRIMERA.- La materia sobre la cual va a recaer el 

amparo siempre lo será "el acto reclamado", que es el que 

ordena o ejecuta una autoridad de hecho o de derecho, y con 

la cual se violan los derechos o garantías individuales ya 

plasmados en nuestra Carta Magna. 

DECIMA SEGUNDA.- El Juicio de Amparo jamás podrá existir sin 

la presencia de actos que violen o vayan a violar las garan­

tías individuales del gobernado, y que además, provengan de 

actos autor! tarios. 

DECIMA TERCERA.- La justicia constitucional, comprendida en 

el Juicio de Amparo, lo será aquella facultad depositada en 

los Organos de la Federación, cuya responsabilidad y realiza­

ción tendrá por objeto conservar la normatividad constitucio­

nal plasmada, y lograr así el desarrollo, armon!a y evolución 

plena de las clases sociales prevalecientes en nuestro país. 

DECIMA CUARTA.- La finalidad de mi tema propuesto es lograr 

el equilibrio del derecho, así como el derecho entre las 

clases sociales obrero-patronales, y analizar situaciones 

desfavorables en que una de ellas pueda miniscuir el derecho; 

observancia tal que tanto la ley como la jurisprudencia son 

obscuras y no reflejan la cruda realidad de quien pueda 

llegar a sufrir un menoscabo en su patrimonio como clase 

social prevaleciente y portadora del bienestar social. 

DECIMA QUINTA,- Constituyendo mis conclusiones 1 no considero 

hayar un derecho justo y parejo para las dos clases sociales 
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obrero-patronales, ya que una, mientras no haga uso pleno del 

Derecho es explotada en su fuerza de trabajo por quienes 

ambicionan ésta, y la otra, en la buena aplicación e interpre­

tación del Derecho Laboral, no encuentra una máxima seguridad 

de ser respetado su derecho ante una segunda instancia o 

juicio constitucional laboral¡ por lo que propongo la creación 

de un nuevo artículo, 0 1 en su defecto, la ampliaci6n o modif~ 

cacián del artículo 174 de la Ley de Amparo vigente, sin 

contrariar el espíritu creador humano del artículo 123 de 

nuestra Constitución Poli tic a. 

DECIMA SEXTA.- En relación a lo antes dicho, y sin pretender 

una forma ambiciosa, mi sujerencia es la siguiente: 

Artículo 174 .- "Tratándose de laudos de las jun­
tas de conciliaci6n y arbitraje la suspensión se 
concederá en los casos en que, a juicio_ del 
presidente de la junta respectiva, no se ponga a 
la parte que obtuvo, si es la obrera, en peligro 
de no poder subsistir mientras se resuelve el 
juicio de amparo, en los cuales sólo se suspende 
rá la ejecución en cuanto exceda de lo necesariO 
para asegurar tal subsistencia". 

"La suspensión surtirá efectos si se otorga 
cauci6n ('BASTANTE Y SE DEPOSITA EN EL SEGURO DE 
LA JUNTA') en los mismos términos que el articu­
lo anterior, a menos que se constituya contra­
fianza por e 1 tercero perjudicado". ('Y EN CASO 
DE LLEGAR A RESULTAR CONTRARIA LA SENTENCIA DE 
AMPARO CONFORME AL LAUDO LABORAL, SEA ESTA QUIEN 
RESTITUYA DICHA FIANZA Y NO LA PARTE OBRERA'). 

DECIMA SEPTIMA.- La suspensión o facultad de suspensión que 

lns presidentes de las Juntas tienen, es una mera responsabil! 

dad u obligaci6n para con el patr6n quejoso, ya que éste últi­

mo puede conforme a derecho resultar o contrariar el laudo a 

su favor en una sentencia de amparo. y, si la insolvencia del 

trabajador preva lec e, no teniendo los medios económicos sufi­

cientes para restituir al patrón quejoso, será éste (patrón 

quejoso), quien pueda exigir una responsabilidad autoritaria 
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de los Presidentes de las Juntas 1 por resultar perjudicado en 

sus derechos 1 y nn verse así en un estado indefenso y cnntra­

rio a derecho. 

DECIMA OCTAVA.- El derecho es estricto, la sociedad es 

cambiante, la labor es humana, mi pensamiento parece con tr~ 

rio a derecho, mas yo no me juzgo¡ lo dejo al libre albedrío 

de quienes así lo consideren. 
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